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ANÁLISIS DE LA DEFORESTACIÓN EN EL 
DEPARTAMENTO DEL GUAVIARE A PARTIR DE 
FUENTES DE INFORMACIÓN ABIERTAS1

1. El presente documento fue escrito por Mayra Luna y Ricardo Prada, analistas de contexto del Programa Riqueza Natural, CHEMONICS 
INTERNATIONAL INC. 

Este documento se divide en tres capítulos. El primero, sobre Ge-
neralidades del departamento del Guaviare, da cuenta de su di-
visión político-administrativa y sus características climatológicas, 
hidrográficas y de relieve. El segundo, sobre Determinantes am-
bientales y otras figuras de ordenamiento en el departamento del 
Guaviare, explica cuáles son las áreas protegidas y las estrategias 
de conservación, y de propiedad colectiva y campesina presentes 
en el territorio.

Finalmente, el tercer capítulo, Motores de deforestación en el de-
partamento del Guaviare, explica cuáles son las causas directas y 
subyacentes de la deforestación y cómo se han venido intensificando 
desde el 2016, después de la firma del Acuerdo Final para la Paz. 

El presente documento es 
un análisis de información 

de fuentes abiertas que 
permite comprender 

el fenómeno de la 
deforestación en el Guaviare 

y, consecuentemente, 
aportar como insumo de 

carácter orientativo a los 
procesos de investigación 

y de toma de decisión 
que se lleven a cabo en el 

departamento.
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La Amazonía es el bosque tropical más grande del 
planeta con casi 8 millones de km2 distribuidos en 
Bolivia (7,0%), Brasil (64,4%), Ecuador (1,6%), Guya-
na (2,1%), Guyana Francesa (0,8%), Surinam (1,9%), 
Perú (9,7%), Venezuela (5,9%) y Colombia (6,6%) 
(Gutiérrez, Acosta, & Salazar, 2004). 

La Amazonía colombiana, por su parte, cubre 
483.074 km2, que representan el 42,3% del área 
continental y el 67% de los bosques naturales 

1. Generalidades del departamento del guaviare

del país, distribuidos 9 departamentos: Amazo-
nas (22.51%), Caquetá (18.64%), Guainía (14.65%), 
Guaviare (11.01%), Nariño (0.60%), Cauca (1.02%), 
Putumayo (5.34%), Meta (6.09%) y Vichada (8.74%) 
(Salazar & E, 2015).2  

El siguiente mapa da cuenta de la extensión de la 
Amazonía en América Latina y Colombia, y permite 
ver cómo el departamento del Guaviare se inscribe 
dentro del bioma amazónico.

2. En publicaciones más recientes, el SINCHI (2016) también ha considerado que el departamento del Huila representa ecosistemas 
amazónicos en el piedemonte occidental de la Cordillera Oriental y en la parte alta de la cordillera hasta la divisoria de aguas (en el límite con 
los departamentos del Caquetá y Meta).
3. El artículo 309 de la Constitución Nacional erigió en departamentos las intendencias de Arauca, Casanare, Putumayo, el Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y las Comisarías del Amazonas, Guaviare, Guainía, Vaupés y Vichada. Los territorios actualmente 
pertenecientes al departamento del Guaviare hicieron parte, durante el siglo XIX, de la provincia de Popayán, del departamento de Boyacá 
(1821-1830); del territorio nacional de Caquetá (1857); del Estado federal y departamento del Cauca (1857); de la Comisaría especial del 
Vaupés (1910); hasta que en 1977, a través de la Ley 55 de 1977 se erigió como Comisaría y posteriormente, la Asamblea Constituyente, le 
otorgó la categoría de departamento. 

Fuente: Elaboración propia con base en (Amazonía socio ambiental, 2018)

Mapa 1. 
Bioma 

amazónico
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El departamento del Guaviare fue fundado el 4 de 
julio de 1991 y creado formalmente a través del ar-
tículo 309 de la Constitución Nacional.3  Este depar-
tamento está ubicado al oriente de Colombia, en la 
zona de transición de la Amazonía y la Orinoquía. 
Limita al norte con los departamentos del Meta y 
Vichada, donde el río Guaviare hace de frontera na-
tural y fuente de comunicación con la Orinoquía. Al 
oriente limita con los departamentos de Guainía y 
Vaupés; con el primero las fronteras naturales son 
el río Guaviare e Inírida, mientras que, con el se-
gundo, el río Vaupés se convierte en la principal 
vía de comunicación, ya que cruza los municipios 
de Calamar y Miraflores (en Guaviare) hasta Caru-
rú (en Vaupés). Al occidente, el departamento del 

Tabla 1. 
Área de 

municipios

Guaviare limita con el Meta y Caquetá, en la zona 
donde transcurre el río Guayabero, y al sur, con los 
departamentos de Vaupés y Caquetá, donde se en-
cuentran los ríos Ajaju y Apaporis. (SINCHI y MAD-
VT, 2007). El Guaviare tiene una extensión total de 
54.847 Km2 (alrededor de 5,5 millones de Ha) 4,  que 
corresponden al 4,7 % del país, lo que lo convierte 
en el séptimo departamento más grande del terri-
torio nacional (IGAC, 2013). En términos político-ad-
ministrativos, el departamento cuenta con cuatro 
municipios y 285 veredas. San José del Guaviare, 
con 125 veredas, es la capital del departamento; 
Miraflores, por su parte, tiene 45 veredas; El Retor-
no, 84 veredas y Calamar, 31 veredas (Gobernación 
del Guaviare, 2017).

Mapa 2.
División político 
administrativa 
del Guaviare5 Fuente: (DANE, 2018; SINCHI, 2016)

4. El área del de-
partamento suele 
cambiar dependiendo 
de la publicación. 
Por ejemplo, según 
el Ministerio de 
Industria y Comercio 
el área departamental 
corresponde a 53.460 
Km2. 

5. A pesar de existir 
información que da 
cuenta de la existen-
cia de 285 veredas. El 
shape file más actua-
lizado del DANE sólo 
reporta 122 veredas, 
mientras que el shape 
file de la Gobernación 
2017 registra 276 
veredas. El Mapa 2 se 
construyó con la capa 
DANE. 

Fuente: Elaboración propia con base en (DANE, 2017A)
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1.1 Caracterización climatológica 

La ZCIT se mueve de forma latitudinal a lo largo del 
año y se hace sentir en el Guaviare entre los me-
ses de abril y julio, cuando se presenta mayor 
precipitación; mientras que el periodo seco se 
presenta entre diciembre y enero (CDA, 2012). 
Este comportamiento da cuenta de que el ré-
gimen de la precipitación en el departamento 
es monomodal, así como lo reportan las esta-
ciones meteorológicas de San José del Gua-
viare, La Catalina, El Trueno e Isla del Muerto. 
A modo de ejemplo, la Gráfica 1 muestra el 
comportamiento de precipitaciones reportado 
por la Estación el Trueno en 2010, mientras 
que la Ilustración 1 da cuenta de la precipita-
ción histórica y en 2019 en el departamento. 

La precipitación en el departamento de 
Guaviare presenta los niveles más bajos 
(cercanos a los 2.500 mm) en la parte no-
roccidental de los municipios de San José 
de Guaviare, Calamar y El Retorno. En la 
parte central y oriental del municipio de El Re-
torno, y en la parte noroccidental del municipio 
de Miraflores, las precipitaciones oscilan entre 
los 3.000 y 3.500 mm. Más al sur de Miraflores 
las precipitaciones ascienden a 3.500 o 4.500 mm 
(SINCHI, 2016). Las temperaturas máximas y mí-
nimas absolutas suelen registrarse en las épocas 
de menor pluviosidad, es decir a principio y fin de 
año, cuando la poca nubosidad y la baja humedad 
del aire, permiten una alta recepción de la radia-
ción solar en la superficie durante el día (tempe-
raturas máximas), y a su vez, facilitan una mayor 

pérdida de calor de la superficie durante la noche 
(temperaturas mínimas) (CDA, 2012). La distri-
bución de temperaturas en el departamento del 
Guaviare fluctúa entre los 24,5 y 26,0°C. Al norte 
del municipio de San José de Guaviare la tempe-
ratura va desde 25,5 y 26,0°C, mientras que en el 
sur del departamento se presentan temperaturas 
entre los 24,5 y 25,0°C (SINCHI, 2016). 

Debido a la poca variación de la temperatura, el de-
partamento del Guaviare presenta un clima cálido, 
con diferentes grados de humedad: 

Las características climáticas de Colombia están determinadas por su ubicación 
geográfica en la zona tropical, y por las variaciones de relieve que hacen que el 
rango de la temperatura en término de días sea bastante amplio en comparación 
de los rangos mensuales o anuales (CDA, 2012). El principal fenómeno que influye 
en la variación espacial y temporal del clima en el departamento del Guaviare 
es la Zona de Convergencia Intertropical (ZCIT), una franja ubicada en la zona 
ecuatorial, en la que confluyen los vientos alisios del sureste y del noreste, 
que produce que las masas de aire cálido del Ecuador asciendan, originando 
abundante nubosidad y fuertes precipitaciones (CDA, 2012).

Gráfica 1 Precipitación anual monomodal 
- Departamento del Guaviare. Estación El 
Trueno

Fuente: (IDEAM e Instituto Humboldt, 2014)
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El Guaviare se encuentra en dos vertientes hidrográficas, la del Orinoco y el 
Amazonas, en las que se identifican principalmente tres tipos de ríos, los de origen 
andino o de aguas blancas, que transportan gran cantidad de sedimentos; los ríos 
amazónicos de aguas negras, que transportan menos cantidad de sedimentos y 
nutrientes; y los de aguas claras, que son los que se caracterizan por tener una 
muy baja cantidad de nutrientes (SINCHI y MADVT, 2007). 

En la parte occidental de los municipios de San 
José del Guaviare, El Retorno y en el municipio de 
Calamar se presenta un clima cálido – húmedo, 
mientras que hacia el suroriente del departamen-

lustración 1 Precipitación histórica 1981-2010 (izq) || Precipitación 2019 (dere)

Fuente: Elaboración propia con base en (IDEAM, 2019).
A la fecha de corte no se encuentran publicados datos de noviembre y diciembre de 2019

to, en los municipios de Miraflores, El Retorno y la 
parte oriental del municipio de San José del Gua-
viare, se presenta un clima cálido – muy húmedo 
(SINCHI, 2016).

1.2 Hidrografía e Hidrología

La cuenca del río Orinoco, al norte del departamen-
to, está conformada por las cuencas de ríos Gua-
viare e Inírida, cuyos cauces, en su mayoría, nacen 
en la cordillera oriental y discurren hasta la llanura, 
donde crean zonas de inundación. “El río Guaviare 
nace en la confluencia de los ríos Ariari y Guaya-
bero, es el más largo de la Orinoquía con 1.350 km 
de curso, y su principal afluente es el río Inírida, de 
aguas negras” (SINCHI, 2016). Este río nace en la 
Serranía de Tuhaní (en las llanuras del Guaviare), y 
tiene una longitud de 1.300 km. “Otros cauces im-
portantes en la vertiente del Orinoco son los caños 
Los Cachicamos, Rico y Aceite” (SINCHI, 2016). 

Por su parte, “la vertiente del río Amazonas ocupa la 
parte sur del departamento, y se caracteriza por los 

considerables caudales de sus ríos y por presentar 
condiciones selváticas, de manera que se dificulta 
la navegación” (SINCHI, 2016). Hacen parte de esta 
vertiente las cuencas de los ríos Apaporis y Vaupés. 
El río Vaupés nace en las selvas del departamento 
del Guaviare, “a partir de la confluencia de los ríos 
Itilla y Unilla (cerca de la población de Calamar), y 
recorre un curso de unos 1.000 km antes de su con-
fluencia en el río Negro” (SINCHI, 2016). 

El río Apaporis “nace en el piedemonte amazónico 
de la cordillera oriental (al suroccidente de la cabe-
cera municipal de la Macarena), recorre 805 km a 
lo largo de los límites de los departamentos Gua-
viare, Caquetá, Vaupés y Amazonas, y tributa al río 
Caquetá” (SINCHI, 2016). 
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Mapa 3 
Zonificación 
hidrográfica

El departamento del Guaviare se encuentra entre los 200 – 500 msnm. Allí se 
identifican algunos sistemas montañosos como las sierras de Chiribiquete, San 
José y Tunahí y los cerros Campana y Otare, la serranía y la mesa de La Lindosa, 
los cerros Paloma, Santa Ana, Capricho y Cerritos, con alturas cercanas a los 800 
msnm (SINCHI y MADVT, 2007). 

1.3. Relieve 

No obstante, predominan las tierras planas y li-
geramente onduladas, propias de dos unidades 
fisiográficas. La primera, de mayor extensión, 
pertenece a una gran planicie de áreas cubiertas 
de bosque húmedo tropical (Escobar, 2014). Estos 
suelos, denominados de tierra firme, son los más 
abundantes en el departamento y se clasifican co-
múnmente como oxisoles y ultisoles, razón por la 
cual tienen una fertilidad baja, altos contenidos de 
hierro y aluminio (que se traducen en altos valores 
de acidez), así como alta susceptibilidad a los pro-
cesos de erosión que se regulan con las coberturas 
vegetales y el ciclaje de nutrientes (CDA, 2012A).

La segunda unidad fisiográfica abarca zonas deno-
minadas como la “vega de río”, y está conformada 
por terrazas antiguas, llanuras aluviales y aluvio-

nes recientes (Escobar, 2014), pertenecientes a la 
llanura Amazónica. 

Estos suelos de “vega de río” corresponden al or-
den de los entisoles, asociados a ríos de origen 
andino y que presentan mayores condiciones de 
fertilidad natural y de desarrollo de procesos de 
agricultura convencional (CDA, 2012).  
Con base en lo anterior, el departamento del Gua-
viare cuenta con siete tipos de paisaje: planicie 
aluvial, valle aluvial, altillanura, lomerío estruc-
tural, lomerío erosional, macizo y peniplanicie, y 
con cinco clases agrológicas, como tierras aptas 
para cultivos y ganadería, cultivos mezclados con 
frutales, suelos para desarrollo agroforestal y fo-
restal, cultivos y terrenos sin aptitud agropecuaria 
(IGAC, 2013).

Fuente: Elaboración propia con base en (Ministerio de Tecnologías de la Información, 2020)
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Mapa 4 
Tipo de 
paisaje

Fuente: Elaboración propia con base en IGAC – SIGOT

De acuerdo con el “Estudio general de suelos y 
zonificación de tierras del Guaviare” del Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi (IGAC, 2013), el 63,2% 
del departamento (3,5 millones de ha) tendría que 

estar catalogado como de conservación y protección 
ambiental, razón por la cual no debería existir ningún 
tipo de uso diferente al forestal, ya que esto afectaría 
la presencia de bosques de galería, selvas húmedas, 

serranías y sabanas que son hogar de una gran 
variedad de fauna y flora silvestre.

1.4. Importancia Ambiental

Con este propósito el Estado ha venido declarando 
y ampliando en el Guaviare categorías de manejo 
del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP) 
como el Parque Nacional Natural (PNN) Serra-
nía de Chiribiquete, la Reserva Nacional Natural 
(RNN) Nukak y las reservas forestales nacionales 
de las serranías La Lindosa, El Capricho, Mirolin-
do y Cerritos, y de los caños La Esperanza y Agua 
Bonita, así como varias reservas naturales de la 
sociedad civil. En el mismo sentido, se han decla-
rado otras categorías de protección ambiental y 

territorial como la reserva forestal de Ley 2° de la 
Amazonía, el Área de Manejo Especial de la Maca-
rena (AMEM) y varios resguardos indígenas que, a 
pesar de su protección legal y constitucional, han 
sufrido constantes procesos de transformación 
que no responden a los usos y actividades antrópi-
cas allí permitidas.  

De acuerdo con el mismo estudio del IGAC (2013), 
sólo el 7,62% del departamento podría ser inter-
venido para actividades agropecuarias, es decir, 
423.894 ha; de las cuales el 0,28% pertenece a 
tierras cultivables, donde se podrían implemen-
tar parcelas para maíz, soya, yuca, plátano, piña, 
arazá, copoazú, maraco y guayaba de mono. En 
el departamento es posible la producción agrofo-
restal, que consiste en una mezcla de actividades 
agrícolas, forestales y silvopastoriles, como árbo-
les típicos del bosque (acacias, eucaliptos, pino, 
caoba y caracolí) con cultivos de cacao, chonta-
duro y marañón. 
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Mapa 5 
Vocación del 

suelo 2019

Mapa 6 
Guaviare

 como 
corredor 
biológico

 Fuente: (Ministerio de Tecnologías de la Información, 2020)

Fuente: Elaboración propia con base en (PNNC , 2020)
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Sin embargo, solo el 1 por ciento (50.153 ha) es 
apto para el desarrollo silvopastoril, es decir, una 
combinación entre ganado y árboles que deberían 
corresponder principalmente a cedros, caobas y 
abarcos, con pastos mulatos y brachiarias (IGAC, 
2013). 

La vocación forestal y de conservación de los sue-
los del Guaviare se debe a su alta fragilidad. Según 
el Instituto Amazónico de Investigaciones Científi-
cas SINCHI (2010) la mayor actividad microbiana 
en los suelos amazónicos ocurre en los primeros 
20cm, donde hay acumulación de materia orgá-
nica, luego están los horizontes minerales, poco 
fértiles. Esto significa que la vida de los suelos de 
esa región se soporta en esa delgada capa orgáni-
ca, donde ocurre el ciclaje de los nutrientes que se 
revela en acciones pequeñas, como las hojas que 
caen de los árboles y se descomponen. 

Si se produce la pérdida de la capa boscosa, con 
ocasión del desarrollo de actividades agropecua-
rias y de infraestructura, el ciclo de nutrientes 
también se pierde, al igual que la capa orgánica 
del suelo y su capacidad para mantener la vida 
vegetal. En esos términos, el suelo transformado 
sólo será fértil por algo más de 5 años, hasta en-
trar en un proceso de degradación que se puede 
evidenciar en fenómenos de remoción en masa y 
cárcavas (PID AMAZONÍA, 2017).

Además de la fragilidad de los suelos, el Guaviare 
es una zona estratégica porque hace parte del co-
rredor biogeográfico que conecta las regiones an-

dina, orinocense y amazónica, permitiendo así los 
flujo de materia y energía. Para la Fundación para 
la Conservación y el Desarrollo Sostenible (FCDS) 
(2014) el departamento del Guaviare es una zona 
potencial para las rutas de conexión entre el PNN 
Serranía de Chiribiquete, la RNN Nukak, el PNN 
La Paya y el PNN Serranía de la Macarena. En el 
departamento se ubican también afloramientos de 
rocas sedimentarias del Escudo Guyanés, una for-
mación geológica del Precámbrico, de hace más 
de 4.500 millones de años (Avellaneda, 1989), don-
de se encuentran vestigios arqueológicos (picto-
gramas) con más de 12.000 años. A ello se suma 
la gran biodiversidad de la región. 

En el inventario levantado por The Field Museum 
y FCDS (2017) se identificó, por ejemplo, que en las 
serranías del nororiente del departamento hacen 
presencia alrededor de 1.800 especies de plantas 
vasculares, 250 especies de peces, 60 especies de 
anfibios, 90 especies de reptiles, 360 especies de 
aves y 53 especies de mamíferos medianos y gran-
des, para un total aproximado de 2.613 especies. 
Por su parte, el inventario del SINCHI (2018) sobre 
el Guaviare muestra que el departamento cuenta 
con 182 especies de mamíferos, 67 especies de rep-
tiles, entre las cuales hay 9 especies de tortugas. 

También se identifican 21 especies de lagartos, 34 
especies de serpientes y 3 especies de cocodrilos. 
En cuanto a aves, se registran 376 especies, así 
como 182 especies de mariposas, 110 familias de 
invertebrados con 175 géneros; 2.155 especies de 
plantas y 114 especies de microalgas. 
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La importancia y riqueza del Guaviare ha llevado al 
Estado colombiano a definir unas determinantes, 
es decir, unas disposiciones normativas especiales 
que responden a criterios ambientales, culturales 
o arqueológicos, de amenaza o riesgo no mitiga-
ble, entre otros, y que según con el artículo 10 de 
la Ley 388 de 1997, se entienden como normas de 
superior jerarquía que inciden en el ordenamiento 
territorial departamental y municipal.6    

Las determinantes del departamento del Guaviare 
se encuentran recogidas en la Resolución 235 de 
2019 de la Corporación para el Desarrollo Soste-
nible del Norte y el Oriente Amazónico (CDA) y, a 
grandes rasgos son: la reserva forestal de Ley 2° 
de la Amazonía. Las áreas del SINAP, de acuerdo 
con el Registro Único de Áreas Protegidas (RU-
NAP), y cinco reservas naturales de la sociedad ci-
vil (Bella Luz, el Morichal, la Cabaña, la Hermosa 
y Santa Inés). También hace presencia una porción 
del AMEM, Humedales, Cuencas Hidrográficas de 
los ríos Caño Grande, Río Unilla, Medio Guaviare y 
otras zonas identificadas como Estructura Ecoló-

2. Determinantes ambientales y otras figuras de 
ordenamiento en el departamento del Guaviare

gica Principal, Bosque, Biodiversidad del Paisaje, 
Recurso Natural Suelo, Servicios públicos y equi-
pamientos, Áreas con amenaza natural y Densidad 
máxima de vivienda en suelo rural. 7  

A pesar de las categorías y figuras anteriormente 
mencionadas, no se puede olvidar que la zona de 
reserva campesina (ZRC), los resguardos indíge-
nas y el área protegida nacional arqueológica La 
Lindosa, aunque no se identifican como determi-
nantes, sí hacen parte del ordenamiento del de-
partamento del Guaviare. Adicionalmente, es rele-
vante tener de presente que hay casos en los que 
estas figuras de ordenamiento se traslapan.  

Por ejemplo, la RNN Nukak y el PNN Serranía de 
Chiribiquete se superponen con la reserva forestal 
de Ley 2° de 1959 y con varios resguardos indíge-
nas. A su vez, la reserva forestal protectora (RFPN) 
Serranía de la Lindosa y Angosturas II está tras-
lapada con el Distrito de Manejo Integrado (DMI) 
Ariari Guayabero (zona de preservación) y con los 
polígonos del área protegida nacional arqueológica. 

6. ARTICULO 10. DETERMINANTES DE LOS PLANES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL. En la elaboración y adopción de sus planes de 
ordenamiento territorial los municipios y distritos deberán tener en cuenta las siguientes determinantes, que constituyen normas de superior 
jerarquía, en sus propios ámbitos de competencia, de acuerdo con la Constitución y las leyes:

1. Las relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales y la prevención de amenazas y riesgos 
naturales, así: a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades legales, por las entidades 
del Sistema Nacional Ambiental, en los aspectos relacionados con el ordenamiento espacial del territorio, (…); b) Las regulaciones 
sobre conservación, preservación, uso y manejo del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, en las zonas marinas y 
costeras; las disposiciones producidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, 
en cuanto a la reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo integrado, los distritos de conservación 
de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional; las normas y directrices para el manejo de las cuencas 
hidrográficas expedidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción; y las directrices 
y normas expedidas por las autoridades ambientales para la conservación de las áreas de especial importancia ecosistémica; c) 
Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales 
y las reservas forestales nacionales; d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos naturales, 
el señalamiento y localización de las áreas de riesgo para asentamientos humanos, así como las estrategias de manejo de zonas 
expuestas a amenazas y riesgos naturales. 2. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las 
áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los departamentos, incluyendo el histórico, artístico y 
arquitectónico, de conformidad con la legislación correspondiente. 3. El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas 
relativas a la red vial nacional y regional, puertos y aeropuertos, sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de 
energía, así como las directrices de ordenamientos para sus áreas de influencia. 4. Los componentes de ordenamiento territorial de los 
planes integrales de desarrollo metropolitano, (…). 

7. La Resolución 235 de 2019 derogó la Resolución 210 de 2018 que incorporó como determinantes ambientales otras figuras como: áreas 
protegidas arqueológicas y resguardos indígenas.



Si bien estos traslapes son jurídicamente compati-
bles frente a usos y actividades permitidas, existen 
otros que, por el contrario, dan cuenta de la falta de 
planeación y organización del territorio. Por ejem-
plo, las veredas, los asentamientos, corregimien-
tos, inspecciones y centros poblados que, según el 

DANE, tienen una función organizativa importante 
en la parte rural, también se han venido formando 
en zonas de protección ambiental estricta o incom-
patible, como las áreas protegidas del SPNN y los 
resguardos. Otro ejemplo es el traslape de la ZRC 
con algunos resguardos indígenas. 

Tabla 2 
Determinantes 
del ordenamiento 
territorial en 
Guaviare
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Fuente: Elaboración propia con base en (CDA, 2018)
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Mapa 7 
Figuras 

Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (PNNC , 2020; Ministerio de Tecnologías de la Información, 2020; DANE, 2017A) 

Una reserva forestal es una figura jurídica que se declara en una parte del 
territorio nacional por la riqueza de sus formaciones vegetales, la importancia 
estratégica de sus servicios ambientales, y con el propósito de manejar, proteger, y 
restaurar los recursos naturales renovables. 

2.1. Reserva forestal de la Amazonía de Ley 2°

La Ley 2° de 1959 declaró en su artículo 1° las re-
servas forestales del Pacífico, Central, Oeste, Río 
Magdalena, Sierra Nevada de Santa Marta, Cocuy y 
Amazonía con el propósito de desarrollar la econo-
mía forestal y la protección de los suelos, las aguas y 
la vida silvestre. 

Las reservas forestales, aunque no son áreas prote-
gidas, son determinantes ambientales o normas de 
superior jerarquía, que cuentan con un régimen de 
usos especial determinado por la zonificación, que 
puede ser de tipo A, B y C. 

Las zonas de tipo A están destinadas al manteni-
miento de los procesos ecológicos básicos nece-

sarios para asegurar la oferta de servicios eco-
sistémicos; las zonas tipo B son para el manejo 
sostenible del recurso forestal, mientras que las 
zonas de tipo C comprenden áreas que por sus ca-
racterísticas biofísicas ofrecen condiciones para 
el desarrollo de actividades productivas agrofo-
restales, silvopastoriles y otras compatibles con 
los objetivos de la reserva forestal.

En las reservas forestales de Ley 2° se pueden en-
contrar baldíos de la Nación, propiedad colectiva 
y predios de propiedad privada que, en todo caso, 
deben respetar el régimen ambiental y de usos 
previstos. Sin embargo, esto no sucede, de modo 
que en las reservas se puede encontrar una gran 
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variedad de actividades agropecuarias, industria-
les y de infraestructura que son prohibidas, así 
como dinámicas informales de colonización y de 
apropiación y venta de tierras. 8 

La informalidad en la tenencia de la tierra ha pro-
ducido fenómenos de ocupación indebida de baldíos 
que ha derivado en adjudicaciones y procesos de 
prescripción adquisitiva irregulares, así como en el 
registro inicuo de actos privados en las Oficinas de 
Registro de Instrumentos Públicos que, como explicó 
la sentencia T-488 de 2014 de la Corte Constitucio-
nal, se ha debido a la negligencia de los funcionarios 
que de una y otra forma administran el patrimonio 
público. Como bien lo establece el artículo 209 del 
Decreto 2811 de 1974 (Código Nacional de Recursos 
Naturales), los baldíos ubicados dentro de las reser-
vas forestales son inadjudicables, es decir, que desde 
el 18 de diciembre de 1974 existe la prohibición no 
sólo de expedir títulos originarios del Estado o ac-
tos administrativos de adjudicación, sino también 
de acreditar propiedad privada a través de cadenas 
traslaticias de pleno dominio debidamente registra-

8.  Ver por ejemplo el instrumento la zonificación del SINCHI, que da cuenta de los usos prohibidos que se realizan en esta Reserva. 
9. Estas prohibiciones sólo se entienden levantadas si previamente a su desarrollo se da la sustracción temporal o definitiva, dependiendo del caso.

Tabla 3 Actividades en reservas forestales de Ley 2°

das, según lo dispone el artículo 3° de la Ley 200 de 
1936, el artículo 48 de la Ley 160 de 1994 y el artículo 
6° de la Ley 791 de 2002. 

En la tabla 4 se explica, con base en la normatividad 
agraria, bajo qué supuestos se podría o no acreditar 
propiedad privada en una reserva forestal de Ley 2°. 
De acuerdo a la tabla, quienes ocupen o exploten bal-
díos de la Nación en reservas forestales de Ley 2° no 
pueden convertirse en propietarios con el paso del 
tiempo, a menos que se produzca una sustracción. 
Esto quiere decir que la prohibición de adjudicación 
y las limitaciones de uso sólo se pueden levantar si 
previamente se sustrae una porción de la reserva, ya 
sea bajo razones de utilidad pública o de interés so-
cial que impliquen remoción de bosques o cambios 
en el uso de los suelos, o cualquier otra actividad 
distinta del aprovechamiento racional de los bos-
ques. El procedimiento de sustracción se encuentra 
reglado por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (MADS), a través de las Resoluciones 293 
de 1998, 763 de 2004, 871 de 2006, 1917 de 2011, 918 
de 2011, 1526 de 2012 y 629 de 2012.

Fuente: Elaboración propia con base en Resoluciones de Sustracción del MADS
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Al tener claro ese difícil escenario, este documen-
to trata de incorporar algunos datos que permitan 
dar cuenta de la extensión de la reserva forestal de 
la Amazonía, de su alcance en el departamento del 

Tabla 4 Requisitos para acreditación de propiedad privada en RF Ley 2° Amazonía 10 

10. Esta tabla aplica exclusivamente para zonas que no se traslapen con otras figuras jurídicas de protección.

Fuente: Elaboración propia con base en Ley 200 de 1936, Ley 160 de 1994 y Decreto 2811 de 1974

Frente a la reserva forestal de la Amazonía es pre-
ciso aclarar que tiene una alta complejidad jurídica 
que hace difícil su manejo, debido a: 

La existencia de superposiciones o traslapes 
con diferentes figuras jurídicas ambientales o 
incluso territoriales, como los resguardos.

Las divergencias frente a sus límites y área en 
diferentes instrumentos institucionales

Las múltiples sustracciones a la que ha sido 
sometida

La concurrencia de diferentes autoridades del 
orden nacional o territorial y pertenecientes 
a diferentes sectores (ambiental, agricultura, 
minero energético, infraestructura, etc.)

La convergencia de diferentes instrumentos de 
planificación en diversos ámbitos o sectores.

La ocupación de parte del territorio por colo-
nos quienes tienen la expectativa de titulación, 
a pesar de las prohibiciones legales anterior-
mente expuestas y al incumplimiento de la 
zonificación y del régimen ambiental de usos 
dispuestos para la reserva. 

Guaviare, así como de las zonas con traslape y sin 
traslape. Lo anterior se desarrolla siguiendo la ca-
racterización y zonificación realizada por el SINCHI 
entre 2010 y 2016. 



Análisis  de la deforestación

24

La reserva forestal de la Amazonía contaba en 
sus inicios con una superficie de 437.401,64 km2 
(43’740.164 ha),11 de los cuales 83.156,45 km2 no 
tienen traslapes con otras figuras ambientales o te-
rritoriales como los resguardos o áreas protegidas 
del SINAP (SINCHI, 2016). 

Al tomar como base las Resoluciones 1925 de 
2013 y 1277 de 2014, por las cuales se adopta la 
zonificación y ordenamiento de la reserva, se tiene 

11.  La Reserva se encuentra comprendida dentro de los siguientes límites generales: 
“Partiendo de Santa Rosa de Sucumbíos, en la frontera con el Ecuador, rumbo Noreste, 
hasta el cerro más alto de los Picos de la Fragua; de allí siguiendo una línea, 20 kilómetros 
al Oeste de la Cordillera Oriental hasta el Alto de Las Oseras; de allí en línea recta, por su 
distancia más corta, al río Ariari, y por éste hasta su confluencia con el río Guayabero o el 
Guaviare, por el cual se sigue aguas abajo hasta su desembocadura en el Orinoco; luego se 

Tabla 5. Área de la Reserva 
según departamento

Tabla 6 Proporción del área Municipal en 
Reserva Forestal de Ley 2°. 14 

que su superficie actual es de aproximadamente 
34’926.084,41 hectáreas, por lo que su extensión ha 
variado en casi 9’033.653 12 ha.  

Según las resoluciones mencionadas, la reser-
va forestal de la Amazonía se distribuye en ocho 
departamentos. La totalidad del departamento 
del Guaviare se encuentra afectado como reser-
va forestal de la Amazonía, a excepción de las 
sustracciones.13 

Fuente: Elaboración propia con base en 
Resoluciones de zonificación de la RF L2° 
Amazonía

Fuente: (INCODER-Cooagroguaviare, 2012)

sigue la frontera con Venezuela y el Brasil, hasta encontrar el río Amazonas, siguiendo la frontera Sur del país, hasta el punto de partida”.
12. La variación en la extensión de la reserva puede deberse no sólo a las sustracciones, sino también a procesos de aclaración y precisión de 
límites, así como a diferencias entre las instituciones estatales frente al área total de esta figura ambiental. En la Resolución 1518 de 2012, por 
ejemplo, no se habla de 34’926.084,41 ha, sino de 37’844.524 ha.
13.  Según el SINCHI (2016) “en jurisdicción del departamento de Guaviare se le han efectuado cuatro sustracciones al territorio de RFA. 
La primera mediante el Acuerdo 217 de 1965, del Instituto colombiano de la reforma agraria – Incora, que reservó 32.554 ha ubicadas 
sobre el municipio de Calamar para la prefectura apostólica; luego el Inderena a través del Acuerdo 021 de 1971 sustrajo 142.739 ha para 
que el Incora lleve a cabo la titulación a los colonos; la tercera adjudicó 298.783 ha del municipio de San José del Guaviare a los indígenas 
Guayaberos, seguida del Acuerdo 031 de 1987, donde el Inderena sustrajo 221.000 ha para legalizar la situación de las comunidades de la 
margen derecha del río Guayabero y zona de Calamar. También es preciso determinar la condición legal del área que se sustrae dentro 
de la gran sustracción: en apariencia hay una sustracción dentro del área sustraída”. A estas sustracciones se suman otras como la dada 
por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial en la Resolución 763 de 2004, en la que se sustrajeron de las reservas 
forestales nacionales las cabeceras municipales y casos corregimentales, incluyendo las infraestructuras y equipamiento de servicios 
básicos y saneamiento ambiental.
14.  La extensión total del Departamento difiere según las fuentes. De acuerdo con el Sistema de Información para el ordenamiento Territorial 
- SIGOT y el DANE, el área oficial del Guaviare es de 5.346.000 ha, sin embargo, otras fuentes como el IDEAM registran una extensión de 
5.508.048, lo cual representa una diferencia de más de 162.000 hectáreas. MADS y SINCHI también difieren en este aspecto.
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Mapa 8 
Reserva 

Forestal de 
la Amazonía

Fuente: Elaboración propia con base en (ANLA, s.f.)

La tabla 7, elaborada por el SINCHI (2016), permite 
conocer el área traslapada o superpuesta con otras 
figuras, así como el área sustraída. No obstante, se 
aclara que dicha tabla se encuentra desactualiza-
da, porque se construyó con información de 2010, 
es decir, mucho antes de las ampliaciones del PNN 
Serranía de Chiribiquete; además de que no coinci-
de plenamente con los datos contenidos en la Re-
solución 1925 de 2013, que es la que formalmente 
define la zonificación de la reserva forestal de la 
Amazonía en el departamento del Guaviare.

La reserva forestal de la Amazonía se superpone 
con 16 resguardos indígenas, la RNN Nukak, parte 
del PNN Serranía de Chiribiquete y las reservas fo-
restales protectoras. Adicionalmente, el área sus-
traída lo componen: 

• Las cabeceras y sectores rurales más con-
solidados de los municipios del departamen-
to que cuentan con la mayor concentración de 
población.

• 10 resguardos indígenas. 

• El sector sustraído al occidente del de-
partamento, que corresponde al DMI Ariari- 
Guayabero, específicamente la Zona 3, recu-
peración para la producción sur, y la Zona 6, 
Preservación Serranía La Lindosa. En el mis-
mo sector de la Zona 3, el INCORA constituyó, 
la “Zona de Reserva Campesina del Guavia-
re”; mientras que en la Zona 6 se encuentra 
la RFP La Lindosa Angosturas II. 
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La  tabla 8, especifica las áreas objeto de sustracción:

Tabla 7 
Condición legal 
del territorio 
con respecto 
a la RF Ley 2° 
Amazonía

Tabla 8 
Áreas 

sustraídas

Fuente: Elaboración propia con base en (SINCHI, 2016)

Fuente: (INCODER-Cooagroguaviare, 2012)

Debido a la cantidad de superposiciones, el MADS, 
al momento de expedir la Resolución 1925 de 2013 
aclaró que la zonificación y ordenamiento de la re-
serva forestal no aplica para esas zonas de traslape 
y tampoco modifica los usos del suelo, ni las funcio-
nes y competencias asignadas a otras autoridades. 
Adicionalmente, esa Resolución zonificó la reserva 
forestal de la Amazonía en tipo A y B. La zona tipo 

A, destinada principalmente a la investigación, res-
tauración, reconversión y desarrollo de actividades 
REDD, corresponde a siete polígonos ubicados en el 
suelo rural de los municipios de Calamar, Miraflo-
res, El Retorno y San José del Guaviare, que equiva-
len a un área aproximada de 1’786.367,9 ha. Por su 
parte, la zona tipo B, destinada principalmente a la 
investigación, reconversión, restauración, produc-
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ción forestal sostenible y estrategias de empren-
dimiento de negocios verdes, corresponde a cuatro 
polígonos ubicados en parte del suelo rural de los 
cuatro municipios del departamento, y abarca un 
área de casi 313.381,17 ha. 

Mapa 9 
Zonificación 

tipo A y B 
de la RF 

Amazonía 
Ley 2° (sin 
traslapes)

Fuente: Elaboración propia con base en (SINCHI, 2016)

En el departamento del Guaviare, la reserva fo-
restal de la Amazonía representa cuatro biomas 
(Helobioma húmedo tropical de la Amazonía-Ori-
noquía, Litobioma Húmedo Tropical de la Amazo-
nía-Orinoquía, Peinobioma Húmedo Tropical de la 
Amazonía-Orinoquía y Zonobioma Húmedo Tropical 
de la Amazonía-Orinoquía) y 69 ecosistemas, entre 
los que sobresalen el Bosque denso alto de tierra 
firme de lomas y colinas y el ecosistema de vegeta-
ción secundaria de lomas y colinas (SINCHI, 2016).
Según el SINCHI (2016), para 2010 existían alrede-
dor de 152 veredas dentro de la zona de la Reser-
va Forestal de la Amazonía que no está traslapada 
con otras figuras, y había un total de 5.881 predios, 
sobre los cuales, sin embargo, no queda clara su 
naturaleza jurídica (es decir si son baldíos o priva-
dos) ni la relación jurídica de esos predios con las 

personas que los explotan o habitan (ya sea en ca-
lidad de propietarios, poseedores u ocupantes). En 
su mayoría, los predios son minifundios (<1ha a 50 
ha), seguidos por los de pequeña propiedad (50,1 a 
100 ha), mediana propiedad (100.1 a 500 ha) y, fi-
nalmente, los mayores a 500 ha (ver la distribución 
de predios en el apartado sobre Corrupción en la 
estructura agraria). 

Los resultados del SINCHI, en el periodo compren-
dido entre 2010 y 2014, indican que 2’131.525,77 de 
las hectáreas (89,4%) que la reserva forestal de la 
Amazonía tiene en el departamento del Guaviare 
(en su porción no traslapada con otras figuras) no 
presentan conflicto por el uso, es decir, guarda con-
cordancia respecto de la capacidad de uso de las 
tierras, sin presentar un deterioro significativo en 
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el recurso suelo. Sin embargo 135.506,42 ha (5,7%) 
presentan usos inadecuados y totalmente contra-
rios a la capacidad de las tierras, sobrepasando la 
capacidad de soporte del medio natural en un grado 
severo, con graves riesgos de tipo ecológico y social. 

Finalmente,100.624,25 ha (4,2%) presentan conflic-
to medio, ya que se encuentra de forma moderada 
por encima de la capacidad de las tierras. 

En concordancia con lo anterior, el aislamiento 
geográfico ha permitido la permanencia de una 
importante extensión bajo cobertura boscosa y 

aún sin intervenir (alrededor de 33.880.493 ha) 
que, sin embargo, se localiza sobre suelos muy 
pobres donde las altas temperaturas y las fuer-
tes lluvias aceleran su empobrecimiento (SIN-
CHI, 1999). A esto se suman otras presiones 
de origen natural, como la remoción de masas, 
inundaciones y sismos; y aquellas de origen an-
trópico, como la deforestación, praderización y 
degradación del paisaje. Por su parte, se iden-
tifican como potencialidades la producción ma-
derable y no maderable, la regulación hídrica, 
la presencia de fauna, la pesca, la producción 
agropecuaria y el turismo.

Con el fin de consolidar los frentes de colonización y cerrar la frontera agraria 
para conservar los ecosistemas frágiles y menos productivos, la Ley 160 de 1994 
creó las zonas de reserva campesina (ZRC). 

2.2. Zona de Reserva Campesina del Guaviare (ZRCG)

Según la Ley 160 de 1994, las ZRC tienen el propósito 
de regular, limitar y ordenar la ocupación, aprove-
chamiento de la propiedad rural, así como los límites 
superficiarios de las que pertenezcan al dominio pri-
vado, con la finalidad de fomentar la pequeña propie-
dad campesina, evitar o corregir los fenómenos de 
inequitativa concentración de la propiedad rústica y 
crear las condiciones para la adecuada consolidación 
y desarrollo de la economía de los colonos, revirtien-
do los procesos de concentración y el acaparamiento 
de tierras baldías. 

De acuerdo con el Decreto 1777 de 1994 (unificado 
en el Decreto 1071 de 2015),  las ZRC tienen por ob-
jeto fomentar y estabilizar la economía campesina, 
superar las causas de los conflictos sociales que las 
afecten y, en general, crear las condiciones para el 
logro de la paz y la justicia social en las áreas res-
pectivas. La constitución y delimitación de zonas de 
reserva campesina busca lo siguiente: 

• Controlar la expansión inadecuada de la 
frontera agropecuaria del país.

•  Evitar y corregir los fenómenos de inequita-
tiva concentración de la propiedad rústica.

• Crear las condiciones para la adecuada con-
solidación y desarrollo sostenible de la econo-
mía campesina y de los colonos en las zonas 
respectivas.

• Regular la ocupación y aprovechamiento de 
las tierras baldías.

• Crear y construir una propuesta integral 
de desarrollo humano sostenible, de ordena-
miento territorial y de gestión política.

• Facilitar la ejecución integral de las políticas 
de desarrollo rural.

• Fortalecer los espacios de concertación so-
cial, política, ambiental y cultural entre el Es-
tado y las comunidades rurales. 
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El área correspondiente a la ZRC del Guaviare equi-
vale a la zona sustraída a la reserva forestal de la 
Amazonia de Ley 2° de 1959. La ZRC, salvo en la 
frontera norte delimitada por el curso del Río Gua-
viare, está rodeada de reserva forestal de Ley 2°. 16

La ZRC del Guaviare, declarada a través de la Resolu-
ción 054 de 1997, se localiza en los municipios de San 

José, El Retorno y Calamar, y tiene una extensión de 
463.600 ha (Res. 0054/1997), lo cual representa cer-
ca del 8,78% de la superficie total del departamento. 
La mayor proporción de la ZRC del Guaviare se en-
cuentra en los municipios de San José y El Retorno 
(INCODER-Cooagroguaviare, 2012).

Mapa 10 
Zona de 
reserva 

campesina17

16. La Zona de Reserva Campesina del Guaviare comprende el área sustraída de la Reserva Forestal Protectora de Ley 2° del 1.959, conforme a las 
siguientes providencias: Resolución No. 222 de 1971 y Acuerdo No. 021 del mismo año en extensión de 181.200 hectáreas; Acuerdo No. 031 de abril 
de 1987, con área de 221.000 hectáreas y 67.000 hectáreas según decreto 1989 de 1989. De-ntro de esta área se exceptúa la reserva Especial E-12 
con 5.600 hectáreas, Acuerdo 34 de 1982”. (Resolución 00054 de diciembre 18 de 1997)
17. La lista de veredas del presente mapa se encuentra al final de este documento. 

Fuente: Elaboración propia con base en (INCODER-Cooagroguaviare, 2012)

Esta ZRC, aunque es una estrategia organizativa de 
las comunidades campesinas y colonas del Guavia-
re también ha significado la intensificación de con-
flictos asociados al uso y tenencia de la tierra no 
sólo por las relaciones de informalidad (asociadas, 

por ejemplo, a la falta de formación catastral), sino 
también por los traslapes con resguardos indígenas 
(como se evidencia en el punto 2.5 de este texto) y 
por la constante ampliación y creación de veredas y 
Juntas de Acción Comunal (JAC). 
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En el Mapa 10 (cuya lista de veredas se encuentra 
al final de este documento) se puede observar que 
algunas veredas se extienden fuera del polígono de 
la ZRC hacia áreas catalogadas como reserva fores-
tal de Ley 2°, el PNN Serranía de Chiribiquete y la 
RNN Nukak. 

En la ZRC, además, se encuentran los mayores ín-
dices de concentración de la tierra y de conflictos 
de uso de la tierra del Guaviare. Así lo muestran los 
mapas del SINCHI (2016) que se construyeron du-
rante el proyecto de zonificación de la reserva fo-
restal de la Amazonía.18 

18. Los mapas anteriormente citados se pueden consultar en los siguientes links: 
Conflictos de uso https://sinchi.org.co/files/PUBLICACIONES%20DIGITALES/Zonificaci%C3%B3n%20Ambiental%20y%20Ordenamiento%20
de%20la%20Reserva%20Forestal%20de%20la%20Amazonia/Fase%20I%3A%20Departamento%20del%20Guaviare/2%20F1%20Vol%206%20Car-
to_CCut2010v1.pdf
Concentración de la tierra https://sinchi.org.co/files/PUBLICACIONES%20DIGITALES/Zonificaci%C3%B3n%20Ambiental%20y%2Ordenamien-
to%20de%20la%

El SINAP fue creado a través del Decreto 2372 de 2010 que hoy se encuentra 
unificado o compilado en el Decreto 1076 de 2015. Según dicho Decreto, las 
categorías de áreas protegidas que conforman el sistema pueden ser públicas o 
privadas.

2.3. Áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas

Cada una de estas categorías tiene un régi-
men de protección distinto, siendo el más es-
tricto el de las áreas del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales (SPNN). 

Según el RUNAP (PNNC, 2020) el departa-
mento del Guaviare cuenta con nueve áreas 
del SINAP. 19 Entre ellas se identifican las si-
guientes: RNN Nukak, PNN Serranía de Chiri-
biquete, RFP Serranía La Lindosa y Angostu-
ras y cinco reservas naturales de la sociedad 
civil (Bella Luz, el Morichal, la Cabaña y la 
Hermosa). El RUNAP hace referencia, adicio-
nalmente, al PNN Sierra de la Macarena. No 
obstante, en los actos que declaran esta área 
protegida y adoptan el respectivo plan de ma-
nejo, no se identifica una superposición con el 
departamento del Guaviare; además de que 
no aparece mencionado este PNN en la Reso-
lución 235 de 2019 de la CDA, sobre determi-
nantes ambientales del departamento. Final-
mente, es importante traer de presente que 
la RFP Cerros Capricho, Mirolindo – Cerritos, 
aunque no aparece en el RUNAP, se encuen-
tra en proceso de definición por la CDA. 

Tabla 9 
Categorías 

SINAP

Fuente: Elaboración propia con base en Decreto 2372 de 2010 (Decreto 1076 de 2015)
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Tabla 10
 Áreas del 

Sistema de 
Parques 

Nacionales 
Naturales

Fuente: Parques Nacionales Naturales de Colombia - Versión 5, 2018

19. Análisis Espacial entre la capa de Parques Nacionales Naturales de Colombia en su Versión 5 de 2018, Multiescala (1:25000 y 1:100.000) y la 
capa de limites municipales suministrada por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi - IGAC Versión 1 de 2015 Escala 1:1, 1:25000 y 1: 100.000.
20.  C. Const. C.649 de 1997, T-666 de 2002, C-189 de 2006, C-746 de 2012, C-598 de 2010, T-806 de 2014, T-606 de 2015.

2.3.1. Áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales

La Ley 2° de 1959, que crea en Colombia la figura 
del parque nacional, establece que allí están prohi-
bidas las ventas de tierras, la caza, la pesca y toda 
actividad industrial, ganadera o agrícola, distinta a 
la de conservación o embellecimiento de estas zo-
nas (Ley 2°, A13). 

De acuerdo con la Constitución Política, especial-
mente el artículo 63, los Decretos 1076 de 2015 
y 3572 de 2011, que recogen las normas sobre los 
usos, prohibiciones y zonificación dentro de las áreas 
del SPNN y la jurisprudencia de la Corte Constitu-
cional20,  las áreas del Sistema tienen los siguientes 
efectos jurídicos mostrados en la tabla 12. 

A pesar de contar con un régimen de protección 
tan estricto, en las áreas del SPNN, incluso las 
declaradas en el departamento del Guaviare, se 
presentan actividades prohibidas, como asenta-
mientos humanos, cultivos de uso ilícito, ganade-
ría, tala, caza, pesca, entre otros. 

En estas áreas protegidas, al igual que en la re-
serva forestal de la Amazonía, pueden existir bie-
nes baldíos de la Nación, propiedad privada y pro-
piedad colectiva, aunque se presentan fenómenos 
de ocupación de baldíos por parte de colonos que 
tienen la expectativa de formalizar su relación de 
tenencia con la tierra. 
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Tabla 11 
Actividades 

SPNN

Fuente: Elaboración propia con base en Decreto 1076 de 2011, Decreto 2811 de 1974 y Ley 2° de 1959

Tabla 12 
Características 

del SPNN

Fuente: Elaboración propia
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En la siguiente tabla se explica, en un ejercicio simi-
lar al que se realizó con las reservas forestales de 
Ley 2°, bajo qué supuestos se podría o no acreditar 
propiedad privada en un área del SPNN, teniendo 
en cuenta dos variables fundamentales

• La fecha de declaratoria del área protegi-
da, que es la que determina la aplicación de 
una u otra ley agraria (Ley 200 de 1936, Ley 
160 de 1994 o Ley 791 de 2002), así como la 
fecha en la que se consolida la prohibición de 
inembargable, imprescriptible, inalienable e 
inadjudicable.

• La ley agraria, que determina las formas 
para acreditar propiedad privada y que son 
principalmente dos: título originario o cade-
nas traslaticias de dominio, de acuerdo con el 
término de prescripción fijado en la ley agra-
ria aplicable.

Fuente: Elaboración propia

Es posible que se hayan presentado adjudicaciones 
posteriores a la fecha de declaratoria, las cuales se 
presumen legales, a pesar de la existencia de un 
vicio de nulidad, que sólo puede resuelto por la Ju-
risdicción Contenciosa Administrativa. De acuerdo 
con lo anterior, no se puede acreditar propiedad (ni 
siquiera posesión) con: 

•  Escrituras públicas anteriores a la decla-
ratoria del área protegida, pero sin registrar.
• Cartas ventas u otro tipo de documentos 
privados, independientemente de la fecha.
• Cadenas traslaticias de dominio debida-
mente registradas, pero que no cumplieron 
el término de prescripción de acuerdo con la 
Ley agraria aplicable para cada caso. 
• Anotaciones en FMI que correspondan a 
falsas tradiciones, independientemente de la 
fecha.
• Certificación de posesión o de presencia de 
colonos expedidos por las Alcaldías o incluso 
por las JAC. 

Tabla 13 
Requisitos 

para 
acreditación 

de 
propiedad 
privada en 

SPNN

2.3.1.1.	Reserva Nacional Natural Nukak 

Mediante la Resolución 122 de 1989, el Ministerio de 
Agricultura aprobó el Acuerdo 0047 del 21 de sep-
tiembre de 1989 de la Junta Directiva del Inderena, 
por la cual alindera y declara como RNN Nukak, un 
área aproximada de 855.000 hectáreas21. Esta área 
se integra al SPNN y se localiza en el municipio de 

El Retorno, San José del Guaviare, Miraflores (en el 
departamento del Guaviare) y Carurú (en el depar-
tamento del Vaupés), con el propósito de: 

• Preservar ecosistemas asociados al Refugio 
Pleistocénico Imerí- Alto Vaupés, ubicados en 

21. En 2019 PNNC realizó una actualización de área que determinó que la Reserva cuenta con 877.377,83 ha.
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la transición entre las sabanas de la Orino-
quía y las selvas de la Amazonía y que pre-
sentan remanentes del Escudo Guyanés, con 
el fin de mantener la funcionalidad ecológica, 
los servicios ecosistémicos y el potencial de 
endemismos que posee este territorio, en la 
subregión enmarcada entre la Amazonía No-
roriental y la Orinoquía Sur.

• Conservar parte del territorio de uso y de 
los espacios de valor cultural para las etnias 
Nukak, Puinave y Curripaco, entre otros, ubi-
cados con el interfluvio Guaviare-Vaupés, que 
contribuya a la conservación de su cultura 
material e inmaterial y del patrimonio natural 
presente en esta región.

La RNN Nukak se encuentra en el refugio del pleis-
toceno Imerí-Alto Vaupés, en una zona de transición 
y alta heterogeneidad entre las selvas de la Amazo-

nía Nororiental y las sabanas de la Orinoquía Sur, 
en la región denominada Guayana-Delta, lo que se 
refleja a nivel de suelos y tipos de formaciones ve-
getales. Es también un área de alta pluviosidad que 
se correlaciona con altos niveles de biodiversidad y 
de endemismos en los remanentes del Escudo Gu-
yanés (PNNC, 2018). 

El área protegida está ubicada entre la cuenca alta 
(incluyendo su nacimiento) y media del Río Inírida y 
la parte alta de la cuenca del Río Vaupés. En la zona 
predominan bosques naturales húmedos tropica-
les de tierra firme, siempre verdes, altos y densos, 
con una alta diversidad florística. Son de particular 
importancia los bosques de las colinas, serranías, 
mesas y afloramientos rocosos remanentes del 
Escudo Guyanés, ya que por su condición de ais-
lamiento relativo tienen posibles altos índices de 
endemismos. También se encuentran planicies di-
sectadas sedimentarias amazónicas (PNNC, 2018).

Mapa 11 
Reserva 

Nacional 
Natural 

Nukak

Fuente: Elaboración propia con base en (PNNC , 2020))



35Departamento del  Guaviare

22.Constituido mediante la Resolución INCORA No. 045 de 30 de noviembre de 1998.
23.  Por el río Inírida las veredas más afectadas son La Paz, Nueva York, Mesa de la Lindosa, Moscú, Cañi Makusito, Caño Cauca, Tomachián y 
Golondrinas; mientras que por el sector Miradlores las zonas más afectadas zon Caño Bacatí- Caño Guaracú.

Como las áreas del SPNN no son incompatibles 
con las formas de territorialidad indígena, la parte 
oriental de la RNN Nukak se traslapa parcialmente 
con el Resguardo Indígena “Cuenca Media del Río 
Inírida y el Río Papunaua”22,  el cual tiene una ex-
tensión de 676.229. El traslape es de 417.461,9 ha. 

El noroccidente del área, por su parte, se traslapa 
en 2.011,82 ha con el Resguardo Indígena Nukak 
Makú, donde no se encuentran asentamientos in-
dígenas, aunque existen pinturas rupestres en los 
afloramientos rocosos de la zona (PNNC, 2018). 
La RNN Nukak, además, cuenta con dinámicas 

de ocupación colono-campesina, especialmente 
en el sector noroccidental del área protegida, en 
la cuenca alta del río Inírida y en el sector sur, en 
jurisdicción del municipio de Miraflores. La activi-
dad principal de estos asentamientos es el cultivo 
de coca. 23 

A pesar de su creación en 1989, la Reserva Nukak 
no cuenta con un plan de manejo aprobado, ade-
más de que el ejercicio de la autoridad ambiental, 
la investigación y el monitoreo es limitado, debido a 
las difíciles condiciones de orden público por la pre-
sencia de grupos armados ilegales (PNNC, 2018).

2.3.1.2.	Parque Nacional Natural Serranía de Chiribiquete 

El Parque Nacional Natural Serranía de Chiribi-
quete fue creado mediante la Resolución Ejecutiva 
120 de 1989 del Ministerio de Agricultura, la cual 
aprobó el Acuerdo 045 del mismo año, expedida 
por el Inderena. 

El parque se declaró inicialmente en los departa-
mentos del Guaviare y Caquetá, en los municipios 
de Calamar y Solano, respectivamente, con un 
área aproximada de 1.298.955 ha. Sin embargo, a 
través de la Resolución No. 1038 del 21 de agosto 
de 2013, expedida por el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, el parque se amplió ha-
cia los municipios de Cartagena del Chairá, San 
Vicente del Caguán y Solano, en Caquetá, y Cala-
mar, en el Guaviare, en una extensión aproxima-
da de 1’483.399 ha, para un total aproximado de 
2’782.354 ha. Posteriormente, mediante Resolu-
ción 1256 de 2018 se realizó una nueva ampliación, 
de modo que el área protegida cuenta hoy día con 
4.268.095 ha, convirtiéndose así en la más grande 
del SPNN. Esta segunda ampliación creó un tras-
lape con el 100% del Resguardo El Itilla. 

Los objetivos de conservación del PNN Serranía de 
Chiribiquete son: 

Mantener la integridad ecológica de ecosis-
temas del extremo occidental de la Provincia 
biogeográfica de la Guyana, para contribuir a 
la perpetuación de especies endémicas y/o 
amenazadas, y de los procesos ecológicos 
que sustentan la continuidad entre los bio-
mas de los Andes, la Guyana y la Amazonia.

Mantener la función de los ecosistemas pre-
sentes en el área, para garantizar: (1) la ca-
pacidad de amortiguación de los efectos de 
la variabilidad climática a través de la regula-
ción hídrica en las cuencas de los ríos Apapo-
ris (Tunia), Yarí y bajo Caquetá, y (2) la regu-
lación climática a nivel regional, mediante el 
mantenimiento de los bosques, como aporte 
a la adaptación y mitigación al Cambio Climá-
tico Global.
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Preservar zonas en las que las interacciones 
medio natural/sistemas culturales han de-
jado vestigios arqueológicos de importancia 
para el patrimonio material e inmaterial del 
país y generado manifestaciones culturales 
de significancia espiritual y mitológica para 
los pueblos indígenas relacionados ances-
tralmente con la región comprendida entre 
los ríos Caquetá, Yarí, Apaporis e Itilla.

Conservar áreas donde existen indicios de la 
presencia de pueblos indígenas de las fami-
lias lingüísticas Uitoto, Carib y Arawak, que 
no han tenido contacto permanente con la so-
ciedad nacional, con el fin de facilitar su con-
dición de aislamiento.

Mantener la capa-
cidad de los ecosis-
temas para generar 
la oferta natural de-
mandada por fuera 
del área protegida por 
parte de comunidades 
locales y, en especial, 
por los pueblos indí-
genas relacionados 
ancestralmente con 
la región comprendida 
entre los ríos Caque-
tá, Yarí, Apaporis e Iti-
lla (PNNC, 2018A). 

En el área se presentan 
coberturas boscosas del 
bioma selva húmeda de la 
Amazonía y la Orinoquía, remanentes del Escudo 
Guayanés, pictografías y vestigios arqueológicos, y 
presencia de grupos indígenas en aislamiento, por 
lo que su importancia no es sólo ambiental, sino 
también cultural. 

Por esta razón, el PNN fue declarado Patrimonio 
Mixto de la Humanidad, por la UNESCO y zonifica-
do en nueve sectores: tres intangibles (que deben 
mantenerse con mínima intervención humana), 
cuatro primitivos (que no ha sido alterada o ha su-
frido una mínima intervención humana) y dos de 
alta densidad de uso (en las podrían realizarse acti-
vidades de educación ambiental) (PNNC, 2018A) 24.   

No obstante lo anterior, existen varias presiones o 
situaciones que inciden negativamente en el área, 
como extracción de madera y cultivos de uso ilícito, 
así como presencia de actores armados que incen-
tivan procesos de colonización (PNNC, 2018A). 

24. Según el Decreto 622 de 1977, unificado en el Decreto 1076 de 2015.

Tabla 14 
Jurisdicción 

del Parque 
Nacional 

Natural 
Serranía de 

Chiribiquete 
por 

municipios

Fuente: Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2020. Ajustado con la 
información Resolución 1256 de 2018 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible- MADS
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Mapa 12 
PNN 

Serranía de 
Chiribiquete

Fuente: Elaboración propia con base en (PNNC , 2020)

2.3.2. Reservas Forestales Protectoras de las Serranías La Lindosa y Angosturas II, 
y de los cerros El Capricho, Mirolindo y Cerritos

Las RFP, según el artículo 12 del Decreto 2372 de 
2010, unificado en el Decreto 1076 de 2015, son: 
[un] Espacio geográfico en el que los ecosistemas 
de bosque mantienen su función, aunque su es-
tructura y composición haya sido modificada y los 
valores naturales asociados se ponen al alcance de 
la población humana para destinarlos a su preser-
vación, uso sostenible, restauración, conocimiento 
y disfrute.   

Esta zona de propiedad pública o privada se reserva 
para destinarla al establecimiento o mantenimiento 

y utilización sostenible de los bosques y demás co-
berturas vegetales naturales. 

La reserva, delimitación, alinderación, declara-
ción y sustracción de las Reservas Forestales que 
alberguen ecosistemas estratégicos en la escala 
nacional, corresponde al Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, en cuyo caso se 
denominarán Reservas Forestales Protectoras Na-
cionales. La administración corresponde a las Cor-
poraciones Autónomas Regionales de acuerdo con 
los lineamientos establecidos por el Ministerio. 
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La reserva, delimitación, alinderación, declaración, 
administración y sustracción de las Reservas Fores-
tales que alberguen ecosistemas estratégicos en la 
escala regional, corresponde a las Corporaciones 
Autónomas Regionales, en cuyo caso se denomina-
rán Reservas Forestales Protectoras Regionales. 

Del anterior artículo es importante aclarar que este 
tipo de área protegida puede estar conformada por 
predios de propiedad privada (consolidada antes de 
su declaratoria), baldíos o fiscales patrimoniales y 
propiedad colectiva. Al igual que las reservas fo-
restales de Ley 2°, este tipo de área protegida está 
permeada por una prohibición de adjudicación, que 
tiene su sustento en el artículo 209 del Código Na-
cional de Recursos Naturales, y que sólo deja de 
operar vía de sustracción. 

Esta prohibición de adjudicación, además, impide 
que desde la expedición del Decreto 2811 de 1974 o 
desde la declaratoria de una RFP, se pueda acredi-
tar propiedad privada a través de cadenas traslati-
cias de dominio, según las leyes agrarias (artículo 3 
Ley 200 de 1936; artículo 48 de la Ley 160 de 1994).

En la tabla 15 se explica bajo qué supuestos se po-
dría o no acreditar propiedad privada en un RFP.

Las adjudicaciones realizadas por autoridad com-
petente después de 1974, o después de la creación 
de la RFP gozan de una presunción de legalidad, 
pero nacieron a la vida jurídica con un vicio de nuli-
dad. No obstante, no se puede acreditar propiedad 
(ni siquiera posesión) con: 

• Escrituras públicas anteriores a la declara-
toria del área protegida, pero sin registrar.
• Cartas ventas u otro tipo de documentos 
privados, independientemente de la fecha.
• Cadenas traslaticias de dominio debida-
mente registradas, pero que no cumplieron 
el término de prescripción de acuerdo con la 
Ley agraria aplicable para cada caso. 
• Anotaciones en FMI que correspondan a 
falsas tradiciones, independientemente de la 
fecha.
• Certificación de posesión o de presencia de 
colonos expedidos por las Alcaldías o incluso 
por las JAC. 

Fuente: Elaboración propia

Tabla 15 
Requisitos 

para 
acreditación 

de 
propiedad 
privada en 

RFP
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Luego de las sustracciones a la reserva forestal de 
Ley 2° por parte del Inderena, a través del Acuerdo 
21 de 1971, la misma institución expidió el Acuer-
do 49 de 1977 con el fin de constituir como RFP la 
microcuenca del Caño La Esperanza, con un área 
aproximada de 1.500 ha, en jurisdicción del munici-
pio de San José del Guaviare. Posteriormente, con 
la expedición del Acuerdo 34 de 1982 del Inderena, 
se mantuvo la declaratoria de la cuenca del Caño 
La Esperanza, y se declararon adicionalmente, 
como RFP, las cuencas de los Caños Agua Bonita, 
La María, La Lindosa y Negro, con un área total de 
7.129 ha (SINCHI, 2016). Sin embargo, ese Acuerdo 
de 1982 requería, para su validez, la aprobación del 
Ministerio de Agricultura, hecho que no se produjo 
(SINCHI, 1999). 

En 1987, el Acuerdo 031 sustrajo de la Reserva Fo-
restal de la Amazonía de Ley 2° el área ubicada en 
la margen derecha del río Guayabero y zona de Ca-

lamar; acto que fue aprobado por la Resolución 128 
de 1987 que facultó al Gerente del Inderena para 
delimitar una zona en las regiones de las Serranías 
de San José La Lindosa y la Serranía de El Capricho, 
con las respectivas normas y medidas de manejo. 

Posteriormente, la Resolución 521 de 1998, del Mi-
nisterio de Medio Ambiente resolvió aclarar y de-
finir los linderos de las áreas sustraídas (SINCHI, 
2016); mientras que la Resolución 1239 de 2018 del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible pre-
cisó los límites cartográficos de la RFP Serranía La 
Lindosa – Angosturas II. Esta RFP se traslapa en su 
totalidad con la Zona de Preservación del DMI Aria-
ri-Guayabero, según lo dispuesto en las resolucio-
nes 210 de 2018 y 235 de 2019. 

Para el caso de las RFP de Capricho, Mirolindo y 
Cerritos, la Corporación CDA, adelanta un proceso 
avanzado de delimitación.
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Tabla 16 
RNSC en 
Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (PNNC, 2020)

2.3.3.	 Reservas Naturales de la Sociedad Civil 

2.4. Distrito de Manejo Integrado Ariari-Guayabero del Área de manejo 
especial de La Macarena – AMEM 

Según el artículo 109 de la Ley 99 de 1993, por la 
cual se organiza el Sistema Nacional Ambiental, y 
el artículo 17 del Decreto 2372 de 2011, unificado 
en el Decreto 1076 de 2015, las reservas naturales 
de la sociedad civil son áreas privadas del SINAP y 
se definen como: 

Parte o todo del área de un inmueble que conserve 
una muestra de un ecosistema natural y sea ma-
nejado bajo los principios de sustentabilidad en el 
uso de los recursos naturales y que por la voluntad 

Un Área de Manejo Especial es la que se delimi-
ta para la administración, manejo y protección del 
ambiente y de los recursos naturales (artículo 308, 
Decreto Ley 2811 de 1974). El Gobierno Nacional, 
en uso de las facultades otorgadas por la Ley 34 de 

de su propietario se destina para su uso sosteni-
ble, preservación o restauración con vocación de 
largo plazo. Corresponde a la iniciativa del propie-
tario del predio, de manera libre, voluntaria y autó-
noma, destinar la totalidad o parte de su inmueble 
como reserva natural de la sociedad civil. 

La regulación de esta categoría corresponde en su 
integridad a lo dispuesto por el Decreto 1996 de 
1999. En el departamento del Guaviare se encuen-
tran registradas cinco reservas así: 

1989, declaró el AMEM mediante el Decreto-Ley 
No. 1989 de 1989, el cual se ubica en el depar-
tamento de Meta, con una porción en el departa-
mento de Guaviare, y está conformada los PNN 
Sierra de la Macarena, Tinigua y Cordillera de los 
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Picachos25,  y tres distritos: el DMI de la Macarena; 
el DMI La Macarena Sur y el DMI Ariari Guayabero. 

En este punto se debe aclarar que los DMI del 
AMEM no se entienden como áreas protegidas del 
SINAP. Así quedó establecido en la Resolución 235 
de 2019 de la CDA.26  

Los DMI pueden estar integrados por baldíos de 
la Nación, predios de propiedad privada y colecti-
va, al igual que las reservas forestales y las áreas 
del SINAP. Como este tipo de distritos están des-
tinados al desarrollo sostenible, no cuentan con 
prohibición de adjudicación; además de que son 
susceptibles de sustracción. Lo anterior, cla-

ro está, sin perjuicio del respeto por las zonas y 
usos definidos en el respectivo plan de manejo.

El AMEM abarca 4’233.725 ha que hacen parte 
de tres grandes regiones biogeográficas: andina, 
orinocense y amazónica, y tiene como propósito 
mantener la conectividad Chiribiquete-Chinga-
za. En el departamento del Guaviare, el AMEM 
cubre un total de 487.425 ha, ya que allí se en-
cuentra una porción del DMI Ariari–Guayabero, 
el cual está integrado, según el artículo 6º del 
Decreto 1989 de 1989, por zonas de producción, 
de recuperación para la producción, de recupe-
ración para la preservación, y de preservación 
(CDA, 2006). 
 

25.  Del AMEM hacen parte los sectores de los parques que se encuentran en jurisdicción del departamento del Meta. 
26. En dicha Resolución se identifican como Estrategias complementarias de conservación. 

Mapa 13 
Área de 
Manejo 

Especial 
de la 

Macarena

Fuente: Elaboración propia con base en CORMACARENA, sf.
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El sector sustraído al occidente del departamento 
como Reserva Forestal de Ley 2° de la Amazonía, 
integra la zona de preservación (Serranía La Lindo-
sa), y la zona de recuperación para la producción sur 
del DMI (SINCHI, 2016) que cubren los municipios de 
San José del Guaviare, El Retorno y Calamar.

La zona de preservación de la Serranía de la Lindosa, 
en el departamento del Guaviare, abarca 34.470 ha 
que, con su zona de influencia suman 93.000 ha, que 
cubren al menos 29 veredas, un resguardo (La María) 
y un asentamiento indígena (La Rompida). En esta 
zona se encuentran bosques densos y altos; bosque 
secundario en estadios sucesionales tempranos; sa-
banas en afloramientos rocosos, pastizales introdu-
cidos (brachiaria) y en sucesión secundaria y culti-
vos de yuca, maíz, plátano, hortalizas, cítricos, entre 
otros (CDA, 2006). 

El proceso de colonización en esta zona de preserva-
ción ha producido la utilización inapropiada de las tie-
rras, contraria a su aptitud; deterioro físico, químico y 
biológico de suelos; deforestación indiscriminada que 
afecta el ciclaje de nutrientes y concentración de la 

propiedad; pérdida de la integridad ecológica; expul-
sión de pequeños propietarios; incremento de áreas 
cultivadas con coca, cuyos excedentes económicos 
fomentan la praderización (CDA, 2006). En la zona de 
recuperación para la producción sur se encontraron, 
según el respectivo proyecto de plan de manejo (CDA, 
2015) seis tipos de biomas y nueve ecosistemas. 

Entre las amenazas identificadas están el eje de 
integración Villavicencio-San José del Guaviare; la 
locomotora de desarrollo minero y expansión ener-
gética (Bloques de exploración CP3, AMA 1 y AMA2); 
proyectos de la locomotora de agricultura y desarro-
llo rural en el lineamiento de ampliación y diversifi-
cación del mercado interno y externo con productos 
como agrocombustibles; la tendencia acelerada de 
deforestación; la promoción de incentivos a sectores 
como el ganadero; el conflicto de uso y ocupación, la 
falta de claridad en el ordenamiento territorial y la 
deficiente propuesta de comanejo de la Serranía de 
La Lindosa; la ocupación de humedales y la escasa 
articulación en procesos de planificación de ordena-
miento territorial y desarrollo, y la presencia de gru-
pos armados (CDA, 2015).

Tabla 17 
Ecosistemas

Fuente: Elaboración propia con base en (CDA, 2015)
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2.5. Resguardos y asentamientos indígenas en el Departamento Guaviare 27

Los resguardos indígenas, según el artículo 63 de 
la Constitución Nacional, se caracterizan por ser 
territorios de propiedad colectiva imprescriptible, 
no enajenable e inembargable. En el Departamen-
to del Guaviare se han constituido 26 resguardos 
de al menos 15 pueblos indígenas: Carapana, Ca-
rijona, Desano, Jiw (Guayabero), Nukak (Makú), 
Piratapuyo, Puinave, Sikuani, Siriano, Tucano, Wa-
nano, Karijona. Kubeo. Kurripako y Piaroa (INCO-
DER-Cooagroguaviare, 2012). 

Los resguardos del Guaviare al igual que las ca-
tegorías anteriormente mencionadas, también 
han venido sufriendo procesos de deforestación 
y degradación asociados a la venta y apropiación 
informal de las tierras, muy a pesar de las prohi-
biciones constitucionales que existen al respecto. 
Uno de los conflictos más relevantes en el de-

partamento del Guaviare es el traslape que exis-
te entre el Resguardo Indígena Nukak Makú y la 
ZRC del Guaviare que es incompatible y que ha 
generado tensiones entre comunidades indíge-
nas y campesinas. 

Esta incompatibilidad ha sido visibilizada por las 
medidas cautelares ordenadas por el Juez de Res-
titución de Tierras de Villavicencio y permite evi-
denciar que, a 2018, existían más de 16 veredas, 
correspondientes a 34.695 ha, dentro del resguar-
do indígena Nukak Makú (La Silla Vacía, 2020)
Adicionalmente, existen otros seis resguardos 
indígenas que se encuentran traslapados con la 
ZRC: la totalidad del área de La María, Panuré, El 
Refugio, Barrancón y La Fuga, en el Municipio de 
San José; y casi la totalidad del área del Resguar-
do de La Asunción en el Municipio de Calamar. 

27.  Secretaria de Gobierno - Área de Asuntos Indígenas Dpto. Guaviare. En este apartado se trae de presente la información sobre comunidades 
indígenas, pero no de afros y negros, bajo el entendido de que no se registran territorios formalizados por este tipo de comunidades étnicas en el 
departamento del Guaviare.

Mapa 14 
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Tabla 18 Resguardos indígenas Guaviare
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Fuente: SIATAC y (INCODER Cooagroguaviare, 2012)
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2.6. Área Arqueológica Protegida Nacional

El patrimonio cultural y arqueológico de la Nación28  
también es inalienable, inembargable e impres-
criptible y está constituido por las manifestaciones 
inmateriales (los productos y las representaciones 
de la cultura que son expresión de la nacionalidad 
colombiana)29,  así como por los bienes materiales 
de naturaleza mueble e inmueble a los que se les 
atribuye especial interés histórico, artístico, cientí-
fico, estético o simbólico. 

El patrimonio arqueológico, según el artículo 3° de 
la Ley 1185 de 2008, comprende aquellos vestigios 
producto de la actividad humana y aquellos restos 
orgánicos e inorgánicos que, mediante los métodos 
y técnicas propios de la arqueología y otras ciencias 
afines, permiten reconstruir y dar a conocer los orí-
genes y las trayectorias socioculturales pasadas y 
garantizan su conservación y restauración. 

Como un mecanismo de conservación del patrimo-
nio cultural se creó la figura del área arqueológica 
protegida que, de acuerdo con el Decreto 1080 de 
2015, está constituida por el área afectada y su área 
de influencia.
En La Serranía de la Lindosa existen varios vesti-
gios arqueológicos que llevaron al ICANH a declarar 
como área arqueológica protegida del orden nacio-
nal, ocho polígonos distribuidos en las veredas La 
Pizarra, Nuevo Tolima, Cerro Azul, Los Alpes, Rau-
dal del Guayabero, pertenecientes al municipio de 
San José del Guaviare, entre otras.
 
La Resolución 120 de 2018 del ICANH cobija un to-
tal de 893 ha, de las cuales 178,09 ha corresponden 
al área afectada y 722 ha a áreas de influencia. En 
términos generales los usos permitidos y no permi-
tidos de esa área protegida son los siguientes: 

28. Artículos 63 y 72 de la Constitución Nacional. 
29. Las representaciones de la cultura son la lengua castellana, las lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la tradi-
ción, el conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos

Tabla 19 Actividades en AP arqueológicas

Fuente: Elaboración propia con base en Resolución 120 de 2018 del ICANH
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Según varios reportes del IDEAM y del Sistema de 
Monitoreo de Bosques y Carbono (SIMByC), que se 
encarga de analizar el impacto de esta problemá-
tica desde 2012, se estima que entre 1990 y el 2019 
se perdieron alrededor de 7’000.000 ha de bos-

Los datos de 1990 a 2000 provienen de un único 
periodo de monitoreo de 10 años, mientras que los 
siguientes 10 fueron analizados a través de dos 
monitoreos quinquenales del 2000 al 2005 y de 
2005 al 2010. Sin embargo, desde el año 2013 se 
inició el monitoreo anual del cambio de cobertura 
de bosque natural a nivel nacional. Cabe mencio-
nar que aunque algunos de los informes consulta-
dos reportan diferentes cifras de áreas de destruc-

3. Motores de deforestación en el departamento del guaviare     
Actualmente, la deforestación es uno de los mayores desafíos ambientales del país. Esta 
problemática ha venido posicionándose como tema principal de los debates ambientales 
nacionales en los que se ha intentado priorizar la acción institucional en relación con la 
pérdida de bosques.

ques principalmente en los departamentos Meta, 
Caquetá, Guaviare, Putumayo; el Catatumbo (Nor-
te de Santander), la región de Paramillo (Córdoba) 
y en el Chocó (IDEAM, MADS, 2016 - 2017; IDEAM 
y MADS, 2011). 

ción boscosa, el documento de Memoria Técnica 
de la Cuantificación de la Deforestación Histórica 
Nacional Escalas Gruesa y Fina (IDEAM y MADS, 
2011) indica que se afectaron 2.797.569 ha en el 
periodo de 1990 al 2000, 1.574.953 ha en el periodo 
del 2000 al 2005 y 1.191.365 ha en el periodo del 
2000 al 2010. El documento de “Memoria Técnica 
de la Cuantificación de la Deforestación Históri-
ca Nacional, Actualización periodo 2012 – 2013” 

Gráfica 2 Deforestación 1990-2019

Fuente: Elaboración propia con base en (IDEAM, MADS, 2016 - 2017; IDEAM y MADS, 2011)
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muestra para estos mismos periodos 2.654.410, 
1.577.985 y 1.409.844 de ha deforestadas respec-
tivamente. La pérdida de millones de hectáreas de 
bosques en Colombia no corresponde, en la mayo-
ría de casos, a dinámicas de cambio climático o in-
cendios forestales ocasionados por descuidos como 
puede llegar a ocurrir en muchos otros países. Por 
el contrario, los intereses que convergen alrededor 
de los bosques y las selvas colombianas han llevado 
a los organismos de control ambiental a identificar 
los principales motores de esta problemática. 

Durante el 2019, los procesos de: praderización 
por acaparamiento y ocupación de tierras (legal o 
ilegalmente), ampliación de la frontera agrícola, 
introducción de ganado con fines extensivos, in-
troducción de cultivos ilícitos, extracción ilícita de 
minerales, creación de infraestructura, extracción 
de madera e incendios forestales hicieron parte 
elemental de la cadena de transformación del área 
boscosa, y constituyeron las principales razones 

para la deforestación en los núcleos principales del 
país. (IDEAM y MADS, 2017). Las diversas dinámi-
cas sociales y ambientales han generado modifica-
ciones en el territorio y han hecho que el departa-
mento del Guaviare sea cada vez más susceptible 
al deterioro, promoviendo épocas de sequía por la 
desaparición de la cobertura de bosque como evi-
dencia de ello. Según el IDEAM, en los últimos años 
el departamento ha tenido un crecimiento progre-
sivo del fenómeno de la deforestación, para el 2014 
fueron arrasadas 6.892 ha, en 2015 desaparecieron 
9.634 ha; en 2016 la cifra llegó a 11.456 ha, en 2017 
fueron arrasadas 38.221 ha, mientras que en 2018 
se perdieron 34.527 ha de bosque natural. 

Para la FCDS (2020), entre abril de 2019 y marzo 
de 2020, se perdieron otras 32.097 ha de bosque en 
Guaviare, que se concentraron en la vía Calamar-Mi-
raflores y Nueva Barranquillita-La Paz. Por su parte, 
el municipio más afectado fue San José del Guaviare, 
seguido por El Retorno, Calamar y Miraflores. 

Ilustración2 
Motores y 

deforestación en 
el Guaviare.

Fuente: Elaboración propia con base en (FCDS, 2020) 
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Mapa 15 
Arco de 

deforestación 
de la 

Amazonía 
1990 - 2016

Fuente: Elaboración propia con base en SIATAC

En la Amazonia se puede evidenciar un ciclo de 
deforestación con un patrón común en zonas don-
de continúa abierta la frontera agropecuaria. Inicia 
con la tala, tumba o quema de los bosques para 
establecer cultivos de pan coger, que tienen una 
duración que varía entre uno y tres años. Luego 
estas áreas son sembradas con pastos, durante 
uno o dos años para introducir ganado bovino y 
crear sistemas productivos de ganadería extensiva 
que compactan el suelo y dan paso a la degrada-
ción y la erosión. 

Particularmente las zonas más afectadas por los 
procesos de deforestación suelen coincidir con 
aquellas que han tenido mayor incidencia del 
conflicto armado. Esto se asocia con la capacidad 
de los grupos armados ilegales de promover la 
apropiación de áreas protegidas de difícil acceso 
y de alta sensibilidad ambiental para desarrollar 
actividades de producción y extracción para su 
financiación como la ganadería, la extracción ilí-
cita de minerales y los cultivos de uso ilícito. De 
hecho, según el director del DNP (2015) “el 58% 

de la deforestación en Colombia ha ocurrido en 
municipios de conflicto”. 

De igual manera, se puede observar (Gráfica 2) 
cómo durante el año 2016, año en el que se fir-
mó el Acuerdo Final para la Paz, se presentó un 
importante incremento en el número de hectáreas 
deforestadas, lo cual se asocia con posibles inte-
reses especulativos sobre la tierra, programas con 
incentivos y el cambio de reglas locales del uso del 
suelo (presencia/ausencia de actores armados) 
derivados del acuerdo. 

Sin embargo, no solo los actores armados inter-
vienen en el fenómeno de la deforestación, sino 
también los pobladores y la comunidad en gene-
ral; ganaderos, agricultores, empresas mineras o 
de construcción maderera, entes estatales, orga-
nizaciones sociales, entre otros influenciados por 
diversas causas, promueven la problemática y se 
convierten en actores directos del impacto fores-
tal, bien sea positivo (disminución de la defores-
tación) o negativo (aumento de la deforestación). 
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cuperación del deterioro ambiental efecto de tala y 
quema de bosques tomaría mucho tiempo además 
de recursos y en algunos casos, incluso, los efectos 
son irreversibles. Como consecuencia de la conver-
sión de las tierras deforestadas en pastizales, se 
generan las siguientes problemáticas ambientales:

En Colombia la principal fuente de emisiones de 
Gases Efecto Invernadero (GEI) fue el sector fores-
tal por la conversión de bosques naturales a otras 
tierras, con un 36% de las emisiones totales del 
país, a este le sigue; el sector agropecuario (26%), 
la industria manufacturera (11%), el sector trans-
porte (11%) y el sector minas y energía (10%). 

Ilustración 3 
Ciclo de 

deforestación

Fuente: Elaboración propia con base en (SINCHI, Zonificación ambiental y ordenamiento de 
la reserva forestal de la Amazonía, creada mediante la Ley 2ª de 1959, en el departamento de 
Guaviare. Informe final., 2016)

3.1. Problemática Ambiental

3.1.1. Emisiones de Gases Efecto 
Invernadero - GEI 

El fenómeno de la deforestación desencadena va-
rias problemáticas que no sólo implican la pérdida 
de cobertura vegetal, sino también la destrucción 
de hábitats que conforman las áreas boscosas, 
promoviendo la disminución de la biodiversidad a 
causa del desplazamiento y desaparición de espe-
cies. De igual manera, este proceso altera los ci-
clos naturales del agua, las dinámicas climáticas 
locales y los procesos de regeneración de suelos.

De acuerdo con el “Diagnóstico de Actores y Con-
flictividad Socio Ambiental de Caquetá, Guaviare y 
Sur del Meta” (2015), “la secuencia completa de la 
destrucción y la degradación, desde el bosque exu-
berante hasta el suelo desnudo, a menudo toma 
menos de un decenio” (FCDS y GIZ, 2015). La re-
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3.1.2.	 Pérdida de biodiversidad 

Sin embargo, otros sectores como el de saneamien-
to y el comercial y residencial tienen el 4% y 3% 
de participación en la actividad emisora. (IDEAM, 
PNUD, MADS, DNP y CANCILLERÍA, 2015). Especí-
ficamente, el sector forestal reúne las emisiones de 
CO2 que genera la conversión del bosque natural 
a pastizales, la conversión de bosques naturales a 
otras tierras forestales, la remoción de leña y car-
bono de los suelos en bosques naturales, la conver-
sión de bosques naturales en cultivos y los incen-
dios, las cosechas y las conversiones de bosques a 
humedales.

Un análisis departamental del 2012 situó al Guavia-
re como el tercer departamento más afectado por 
las emisiones provenientes del sector forestal, des-
pués de Caquetá y Meta, al ser estos tres los depar-
tamentos con mayor tasa de deforestación. Durante 
este año, el 95% de las emisiones del departamento 

fueron asociadas con actividades de cambio de bos-
ques a pastizales en el municipio de San José del 
Guaviare (IDEAM, PNUD, MADS, DNP y CANCILLE-
RÍA, 2015). Adicionalmente, es importante tener 
en cuenta que, aunque las cifras anteceden varios 
años, la dinámica de deforestación no muestra más 
que un aumento a partir del año 2012, por lo que se 
puede deducir que las miles de toneladas de emi-
siones de carbono también han aumentado durante 
los últimos años. 

Esta emisión de gases hacia la atmósfera es oca-
sionada por la pérdida del bosque, considerado 
como “sumidero de carbono”, y es la responsable 
del aumento de temperatura terrestre y los efec-
tos del cambio climático. Las coberturas de cultivos 
permanentes, pastos limpios y nativos, también tie-
nen capacidad de absorción, pero en menor propor-
ción que un bosque. 

Las regiones naturales colombianas con mayor su-
perficie cubierta por bosque natural son la Ama-
zónica y la Andina, con 39.362.573 ha y 11.338.180 
ha respectivamente. Estas áreas boscosas son el 
hábitat natural de un sin número de especies de 
fauna y flora, que representan más de dos tercios 
del total de la biodiversidad mundial. 

La Amazonía colombiana tiene una gran riqueza 
biológica, por ello, al disminuir la cobertura vege-
tal y promover la quema de grandes extensiones de 
tierra, se genera el desplazamiento y la desapari-
ción de estos individuos faunísticos y florísticos ya 
que los monocultivos de pastizales son inhóspitos 
para muchas especies.

Se estima que en un decenio se puede generar la 
extinción del 2% al 5% de especies que habitan los 
bosques húmedos tropicales, a causa de la pérdida 
de hábitat generada por la deforestación (FCDS y 
GIZ, 2015)

Adicionalmente, Guaviare reportaba en 2018 nueve 
especies de mamíferos en riesgo, siete en categoría 
vulnerable, una en peligro y una casi amenazada. 

De los reptiles hay dos especies de tortugas ame-
nazadas en categoría de peligro crítico y en peligro, 
también se identificó una especie en peligro de la-
gartos, y tres especies de cocodrilos en categoría 
vulnerable. En cuanto a las aves, se identificaron 
16 amenazadas, una en peligro, tres en libros ro-
jos de Colombia y 39 en apéndices CITES. De igual 
manera, 22 especies de peces están en bajo riesgo. 
Respecto a las especies de flora, 7 tienen alguna 
categoría de amenaza (SINCHI, 2018).

Por otro lado, de acuerdo con el Instituto de Inves-
tigaciones de Recursos Biológicos Alexander von 
Humboldt (IAvH, 2017) en los núcleos alta defores-
tación del Guaviare se lograron registrar especies 
de animales y plantas amenazadas, así: 
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Tabla 20 
Animales 
y plantas 

amenazadas

Fuente: Elaboración propia con base en (IAvH, 2017)

3.1.3. Degradación del suelo 

La degradación del suelo se define como la pérdida 
de las características físicas, químicas y biológicas 
que lo componen y que afectan la capacidad de au-
torregulación. La degradación se diferencia de la 
erosión del suelo, ya que esta última es generada 
por procesos naturales como la acción del viento y 
del agua, a diferencia de la degradación que es ge-
nerada por procesos antropogénicos como la defo-
restación y otras actividades humanas.

El proceso de degradación del suelo incluye la aci-
dificación, salinización, la contaminación, la com-
pactación, la disminución de la infiltración, la so-
dización, entre otros. El principal indicador de la 
degradación del suelo es la pérdida de la capa or-
gánica, que lo deja descubierto y desprotegido ha-
ciéndolo más susceptible a los procesos erosivos. 
La degradación del suelo también es promovida por 
los conflictos alrededor del uso de la tierra, inhe-
rentes a los procesos socioculturales y económicos 
de los territorios. Cuando se desconoce la capaci-
dad del suelo este suele ser sobreutilizado para el 
desarrollo de actividades productivas que no puede 

soportar, haciéndolo inútil después de un par de co-
sechas y ocasionando que el nivel de autorregula-
ción y regeneración sea más lento que el proceso 
productivo en sí.

Los suelos de la Amazonia Colombia son frágiles 
debido a que su capacidad de autorregulación está 
basada en la capa de materia orgánica presente la 
cual es de bajo espesor, aproximadamente de 15 a 
20 cm, generada por los frutos, hojas y elementos 
vegetales que caen de los árboles y los animales en 
descomposición. Estos elementos son la base de 
nutrientes de los suelos de la Amazonia, ya que sus 
otros perfiles están compuestos por minerales de 
bajo nivel nutritivo. 

Por otro lado, las espesas copas de los árboles 
son aquellas que protegen los suelos de las altas 
temperaturas y las lluvias torrenciales por lo que, 
cuando se retira esta cobertura boscosa, los suelos 
de la Amazonia son más susceptibles a degradar-
se por la acción de fuentes naturales y antrópicas 
(SINCHI, 2010).
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3.1.4. Contaminación del agua 

3.2. Definiciones

Los bosques funcionan como reguladores del ciclo 
del agua, especialmente los bosques Amazónicos 
ayudan a regular las lluvias en todo el Sur de Amé-
rica. Por otro lado, también funcionan como depu-
radores de agua, filtrando por medio de sus raíces 
y del suelo los elementos que se arrastran por la 
lluvia en la atmósfera. Al perder la capa boscosa, 
el suelo también pierde capacidad de filtración por 
compactación, aumentado la amenaza de eventos 
de avenidas torrenciales. 

La deforestación por incendios genera un gran im-
pacto en la calidad del agua ya que las cenizas ge-
neradas por el proceso de combustión suelen llegar 
a cuerpos de agua cercanos tornándolos turbios y 
disminuyendo sus niveles de oxígeno. Dependiendo 
de magnitud del terreno quemado, también pueden 
llegar a ocurrir graves efectos de sedimentación, 
contaminación, impacto acuático e incluso alte-

El presente análisis busca facilitar la comprensión 
de la causa de la deforestación y por ende la de-
gradación del suelo, específicamente en el depar-
tamento del Guaviare. Con el fin de entender esta 
temática, es necesario aclarar conceptos clave para 
entender el fenómeno de la deforestación.  A conti-
nuación, se presentan las definiciones significativas 
para abarcar los siguientes ítems del documento.
 
Deforestación: este término ha sido definido por 
varias instancias, una de ellas es la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (CMNUCC), la cual conceptualiza la de-
forestación como “la conversión de tierra forestal 
en otra categoría de tierra” (FAO, 2016). El IDEAM, 
la define como la conversión directa y/o inducida 
de la cobertura de bosque a otro tipo de cobertura 
de la tierra en un período de tiempo determinado 
(IDEAM, 2018B) y la FAO la define como la conver-
sión del bosque a otro uso de la tierra o reducción 
permanente de la cubierta de dosel por debajo del 

raciones hidrológicas como sequías, avalanchas o 
nidaciones (POLICIA NACIONAL, 2014). De hecho, 
según el IDEAM, el 25% de la deforestación en el 
2017 ocurrió cerca de un río. (IDEAM y MADS, 2017).

La introducción del sector agropecuario también 
contribuye a la contaminación de fuentes hídricas 
ya que muchas veces sustancias químicas utilizadas 
para estas actividades como pesticidas, fungicidas y 
agroquímicos terminan siendo vertidas o llegando 
a cauces de ríos a través de procesos de escorren-
tía. Así, las fuentes de agua aumentan su toxici-
dad afectando organismos acuáticos, poblaciones 
y suelos que pierden su capacidad productiva. De 
hecho, el ICA estableció que durante el año 2002 en 
el mercado agropecuario se negociaron cerca de 10 
millones de litros de glifosato de los cuales más del 
85% fueron utilizados en zonas de agricultura tropi-
cal (POLICIA NACIONAL, 2014)

umbral mínimo del 10 por ciento, provocadas por el 
hombre (FAO, 2012).

Agentes de la deforestación: son definidos como 
las personas, grupos sociales o instituciones que, 
motivadas por una serie de factores, toman la de-
cisión o son los responsables de convertir bosques 
hacia otras coberturas (SINCHI y GIZ, 2016). Los 
agentes son entes multidimensionales, pues con-
vergen aspectos sociales, económicos y culturales 
que determinan sus decisiones. 

Estos pueden ser, por ejemplo: productores agro-
pecuarios, ganaderos, mineros, comunidades indí-
genas, comerciantes de madera, funcionarios pú-
blicos, entre otros.

Causas directas: se refiere a los factores inmedia-
tos relacionados con actividades humanas produc-
tivas y extractivas, por las cuales se realiza el pro-
ceso de deforestación (IDEAM, 2018). Estas causas 
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permiten entender las dinámicas del cambio de 
cobertura boscosa y están condicionadas a estruc-
turas locales iniciales. Cuando se habla de causas 
directas de la deforestación podríamos mencionar; 
la expansión de infraestructura local, la instaura-
ción de cultivos de uso ilícitos, las actividades agro-
pecuarias o la extracción de minerales y madera.

Causas subyacentes: son factores que refuerzan 
las causas directas de la deforestación o la degra-
dación forestal. Incluyen complejas variables como 
factores económicos, sociales, culturales, tecno-
lógicos y políticos. Por ejemplo: conflicto armado, 
pobreza, políticas mal diseñadas, bajo nivel de go-
bernanza (IDEAM, 2018). 

Cadena de eventos: se refiere de las relaciones ge-
neradas entre los agentes y las causas subyacen-
tes, que promueven una causa directa que lleva a la 
deforestación.
 
Para poder determinar la cadena de eventos que 
explique el fenómeno de la deforestación en Colom-
bia y el Guaviare, es necesario realizar un análisis 
que identifique la dinámicas geográficas, sociales y 
económicas de los agentes involucrados, bien sea 
de manera directa o indirecta, para así conocer 
las causas directas y subyacentes que motivaron a 
aquellas personas o grupos sociales al hacer parte 
del proceso de deforestación en el país.

La siguiente figura es un ejemplo de una cadena de eventos presentado en un reporte del IDEAM: 

Ilustración 4 
Cadenas de 

Eventos de la 
Deforestación 

2017

Fuente: Elaboración propia con base en (IDEAM y MADS, 2017)
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3.3. Núcleos de deforestación

Los núcleos de deforestación son aquellos puntos 
zonales de un país o territorio en donde se concen-
tran altas tendencias a la remoción de bosques con 
frecuencia de un año o más. 

Según los informes anuales que viene realizando el 
IDEAM y el MADS, la región más afectada duran-
te los últimos años ha sido la Amazonía, ocupan-
do más de la mitad de las hectáreas deforestadas 
del país, seguida de la región Andina (62% y 16% 
respectivamente en el año 2019) (IDEAM Y MADS, 
2019). Actualmente se pueden identificar al menos 
12 núcleos principales o núcleos de alta deforesta-
ción que concentraron el 67 % de la deforestación 
como se muestra en el mapa 16.

Como se puede observar, los 3 primeros núcleos de 
deforestación en el 2019 se ubicaron en Caquetá, 
Guaviare y el Sur del Meta.

Las áreas protegidas del país también han sido víc-
timas de la deforestación. En el año 2017, el IDEAM 
reportó que el 10% de la deforestación para ese 
periodo se presentó en jurisdicción de resguardos 
indígenas y el 5,4 % se presentó en áreas pertene-
cientes a los territorios colectivos de comunidades 
negras y afro-descendientes (IDEAM y MADS, 2017). 
Para el año 2019, se reportó que la deforestación en 
el SPNN fue del 7% sobre el total nacional que co-
rresponde a 12.376 ha. Aun así, las áreas protegidas 
más afectadas fueron los PNN de Tinigua, Sierra de 
la Macarena, Paramillo, Serranía de Chiribiquete, 
Nukak y La Paya. (IDEAM Y MADS, 2019)

Mapa 16 
Núcleos de 

deforestación

Fuente: Elaboración propia con base en (IDEAM Y MADS, 2019)
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Tabla 21 
Deforestación en 

áreas del SPNN

Fuente: Elaboración propia con base en (IDEAM Y MADS, 2019)

3.3.1. Expansión de la frontera agrícola

En la Resolución 261 de 2018, el MADS junto con la 
Unidad de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), 
Adecuación y de Tierras y Usos Agropecuarios defi-
nieron la frontera agrícola como:

El límite del suelo rural que separa las áreas 
donde las actividades agropecuarias están per-
mitidas, de las áreas protegidas, las de especial 
importancia ecológica, y las demás áreas en las 
que las actividades agropecuarias están excluidas 
por mandato de la ley o el reglamento. 

Esto quiere decir que la frontera agrícola se traduce 
en una capa cartográfica con un límite, ya definido 
por el Estado colombiano, que tiene como objetivo 
aportar y armonizar el ordenamiento de los sec-
tores productivos del país con el uso eficiente del 
suelo rural, y con el sector ambiental y de conser-
vación de los recursos naturales y la biodiversidad. 
Todo lo anterior, a través de la formulación de po-
líticas públicas, la focalización de la inversión y la 
buena gestión del ámbito agropecuario, forestal y 
de desarrollo.

La frontera agrícola en Colombia es de 40.075.960 
ha, correspondientes al 35% del territorio nacional 
(SINCHI, 2019A). Esta delimitación funciona como 
un área de referencia para los instrumentos de 
planeación y gestión del suelo rural agropecuario. 
Según el informe de UPRA (2018), la frontera agrí-

cola reconoce los bosques naturales como áreas de 
conservación y protección por lo que el 28% de las 
hectáreas de la frontera agrícola, unos 11.321.559 
ha, están condicionadas 30,  lo que quiere decir que 
son territorios bajo alguna categoría de manejo es-
pecial como:

Territorio Étnico: tierras de comunidades ne-
gras, áreas de reserva de la Ley 70 de 1993, 
áreas resguardos indígenas declarados o 
áreas de protección arqueológica; 
 
Condiciones Ambientales: áreas de la Ley 
2 (categoría b y c o sin categoría), áreas de 
recreación, distrito de conservación de suelo, 
distrito de manejo integrado, distritos regio-
nales de manejo integrado, AMEM (produc-
ción), reservas naturales de la sociedad civil, 
humedales RAMSAR, manglares, reservas de 
la biosfera, áreas importantes para la conser-
vación de aves – AICAS y zonas con potencial 
ambiental; 

Gestión del Riesgo: tendencia a remoción en 
masa muy alta, amenaza volcánica alta; 

Condiciones Locales: Amenazas de inun-
dación, humedales, áreas de erosión, entre 
otras.

30.  Res. 261 de 2018 - Artículo 2: Áreas condicionadas. Áreas donde las actividades agropecuarias pueden ser permitidas, restringidas o prohibi-
das de acuerdo con las condiciones impuestas por la ley.
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Si analizamos el marco normativo que da las ba-
ses para definir la frontera agrícola, encontramos 
lo siguiente:

• Artículo 65 de la Constitución Política: la cual es-
tablece que “la producción de alimentos gozará de 
la especial protección del Estado. Para tal efecto, 
se otorgará prioridad al desarrollo integral de las 
actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, fo-
restales y agroindustriales, así como también a la 
construcción de obras de infraestructura física y 
adecuación de tierras”.

• Artículo 4 de la Ley 1776 de 2016: establece que 
“el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
será responsable de liderar y coordinar la formu-
lación de la política general de desarrollo rural, 
con base en criterios de ordenamiento productivo y 
social que permitan determinar las áreas priorita-
rias de desarrollo rural”. De igual manera establece 
que “el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
definirá la frontera agrícola teniendo en cuenta las 
definiciones de las zonas de reserva ambiental y 
demás restricciones al uso del suelo impuestas por 
cualquier autoridad gubernamental”.

• Artículo 5, numeral 1 de la Ley 99 de 1993: es-
tablece que el MADS entre una de sus funciones 
debe “Formular la política nacional en relación 
con el medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, y establecer las reglas y criterios de 
ordenamiento ambiental de uso del territorio y 
de los mares adyacentes, para asegurar el apro-
vechamiento sostenible de los recursos naturales 
renovables y del medio ambiente”.

• Artículo 3 del Decreto 4145 de 2011: señala que 
la UPRA tiene por objeto “orientar la política de 
gestión del territorio para usos agropecuarios. 
Para ello la UPRA planificará, producirá linea-
mientos, indicadores y criterios técnicos para la 
toma de decisiones sobre el ordenamiento social 
de la propiedad de la tierra rural, el uso eficiente 
del suelo para fines agropecuarios, la adecuación 

de tierras, el mercado de tierras rurales, y el se-
guimiento y evaluación de las políticas públicas en 
estas materias”.

• Artículo 5, numeral 3 del Decreto 4145 de 2011: 
asigna a la UPRA “Definir criterios y diseñar ins-
trumentos para el ordenamiento del suelo rural 
apto para el desarrollo agropecuario, que sirvan 
de base para la definición de políticas a ser consi-
deradas por las entidades territoriales en los Pla-
nes de Ordenamiento Territorial”.

• Artículos 2.14 y 13.2 del Decreto 1071 de 2015: 
define como uno de los objetivos de las zonas de 
reserva campesina controlar la expansión inade-
cuada de la frontera agropecuaria del país.

• Resolución 128 del 2017: del Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural adopto los Lineamien-
tos de Política para el Ordenamiento Productivo y 
Social de la Propiedad Rural, los cuales precisan 
en el eje estructural de administración y gestión 
de tierras rurales del plan de acción de la Política 
de Ordenamiento Productivo y Social de la Propie-
dad Rural, la necesidad de la modernización y el 
fortalecimiento de la administración de los bienes 
inmuebles de la Nación y hacen énfasis en la defi-
nición, manejo y regulación de la frontera agrícola.

• Artículo 1 de la Resolución 261 de 2018: define la 
frontera agrícola nacional y se adopta la metodo-
logía para la identificación general.

El departamento del Guaviare al igual que Caque-
tá, están configurados como enclaves ambienta-
les ya que corresponden a territorios localizados 
en ecosistemas predominantemente naturales, 
que han sufrido transformaciones por actividades 
agropecuarias que requieren manejo ambiental y 
agrícola diferenciado para su desarrollo. Según el 
Sistema para la Planificación Rural Agropecuaria 
(SIPRA), el departamento del Guaviare tiene una 
frontera agrícola que representa el 6,89% de la 
frontera agrícola nacional (UPRA, 2018) y aunque, 
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Tabla 22 Frontera Agrícola en los municipios del departamento del Guaviare

Tabla 23 Frontera Agrícola en el departamento del Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (UPRA, 2018)

Fuente: Elaboración propia con base en (UPRA, 2018 A)

como se mencionó antes, 
muchas de estas áreas se 
encuentran condicionadas 
a ciertas actividades por 
la importancia ambiental, 
social y cultural que re-
presentan; la expansión 
de la frontera agrícola en 
el departamento es una 
dinámica frecuente que se 
evidencia en la cifra otor-
gada por el SINCHI sobre 
la existencia de aproxi-
madamente 250 mil ha 
sobreutilizadas en el Gua-
viare. (SINCHI, 2019A).

Los eventos que 
promueven la expansión de 
la frontera agrícola están 
asociados a actividades 
agropecuarias con bajos 
niveles de productividad 
que mantienen el ritmo del 
acaparamiento de tierras 
ya que, posterior a que 
una zona sea intervenida, 
es abandonada en busca 
de nuevos predios para 
iniciar un nuevo ciclo de 
tala-quema-introducción 
de cultivos o ganado. 

Ilustración 5 Comportamiento de la expansión de la frontera agrícola

Fuente: Elaboración propia con base en (Botero & Rojas Adriana, 2018)
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Respecto a lo anterior, se pueden llegar a estable-
cer cultivos industriales o monocultivos como la 
palma de aceite o cultivos de uso ilícito con el fin de 
complementar los ingresos, ya sea de productores 
agropecuarios o de grupos armados organizados 
(IDEAM, 2018B).

Por otro lado, la ampliación de predios con fines 
de praderización para la posterior introducción 
de ganado extensivo es también una actividad que 
promueve la expansión agrícola y el proceso de 
colonización porque surge como uso complemen-
tario del suelo luego del acaparamiento de tierras 
destinadas a los procesos agrícolas anteriormente 
mencionados. 

La ampliación de las actividades agropecuarias que 
se presentan en la Amazonía y en gran parte del de-
partamento del Guaviare se relaciona directamente 
con el trazado vial, sea legal o no, pues la aparición 
de nueva infraestructura como vías promueve el in-
greso de posibles actores que tienen como objetivo 
apropiarse de áreas para la producción a través de 
procesos de control territorial, valorizarlas y luego 
obtener su titularidad o legalidad u, venderlas a ter-
ceros para continuar el ciclo de “migración-coloni-
zación-conflicto-migración” (CEPAL, 2013)

Lo anterior evidencia que el fenómeno de la defo-
restación debido a la expansión de la frontera agro-
pecuaria está ligada a otros núcleos de deforesta-
ción como causa principal. 

3.3.2.	 Actividad Agropecuaria
La dinámica agropecuaria tiene como punto de parti-
da la tala del bosque, pasando a rastrojos y cultivos, 
y llegando luego a pastos. La baja valoración al re-
curso suelo y demás recursos naturales, sumado al 
bajo nivel tecnológico promueve conflictos económi-
cos y ecológicos. Ejemplo de ello es la colonización. 

En el último Censo Nacional Pecuario, de los 111,5 
millones de ha censada en el país, 56.7% son bos-
ques naturales y 38.6% están destinadas al uso agro-
pecuario (43.1 millones ha) y de los 43 millones de ha 
que corresponden al uso agropecuario, el 80% co-
rresponde a pastizales y rastrojos y el 19,7% a tierras 
de uso agrícola, que en su mayoría son cultivos.

 Esto permite evidenciar que el impacto de esta acti-
vidad sobre coberturas boscosas no es tan alto, aun-
que es la responsable del 70% de la producción de 
alimentos a nivel nacional (DANE, 2017).

Los cultivos pueden clasificarse de dos maneras; 
como transitorios o permanentes. Los transitorios 
son “aquellos cuyo ciclo vegetativo de crecimiento 
es, en general, menor a un año y tienen como ca-

racterística fundamental que después de la cosecha, 
han de volverse a sembrar o plantar para seguir pro-
duciendo” (IDEAM, 2018). Los cultivos permanentes, 
por su parte, son “aquellos que después de plan-
tados llegan en un tiempo relativamente largo a la 
edad productiva, dan muchas cosechas y termina-
da su recolección no se los debe plantar de nuevo” 
(IDEAM, 2018).

Los cultivos permanentes han aumentado su exten-
sión en un 56% durante las últimas dos décadas por 
lo que, en el país, 5.225.959 ha son de cultivos per-
manentes y solo 2.386.174 de cultivos transitorios 
(IDEAM, 2018).

Los sistemas de producción agrícola en el departa-
mento del Guaviare se concentran en las áreas de 
la vega del río Guaviare (veredas Puerto Tolima, Ba-
rrancón Bajo, Cámbulos y El Edén). En el departa-
mento los cultivos permanentes predominantes son: 
el plátano, el cacao, el caucho y en menor proporción 
la caña de azúcar y los transitorios son el maíz, el 
arroz, la yuca y el fríjol, de los cuales son más comu-
nes los primeros dos. 
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Figura 1. Sistema de producción agropecuario

Fuente: Elaboración propia con base en (DANE, 2017).

Las problemáticas más desta-
cables, son las referidas a sis-
temas productivos instaurados 
dentro de zonas de manejo es-
pecial, como resguardos indíge-
nas y áreas de reserva y protec-
ción. Adicionalmente, se tiene 
que estos sistemas son de baja 
productividad debido a la difi-
cultad generada por el poco in-
fraestructural vial existente en 
el departamento, las caracte-
rísticas de los suelos, la posible 
exposición de fumigaciones por 
cultivos de uso ilícito y el bajo ni-
vel de tecnificación. 

De acuerdo, a los reportes de 
FEDEPALMA en los periodos de 
2011 a 2016, se identifican cul-
tivos de palma africana en los 
municipios de Mapiripán, Puer-
to Concordia, Puerto Rico y Vista 
Hermosa en el departamento del 
Meta, corroborando los hallazgos 
de la FCDS sobre la cercanía de 
estos cultivos al borde de la Ama-
zonia (FEDEPALMA, 2016). En las 
estadísticas de FEDEPALMA no 
se identifica el departamento del 
Guaviare ni ninguno de sus muni-
cipios como productores de pal-
ma africana, lo que da a entender 
que en el caso de presentarse 
este tipo de cultivos, se trataría 

de una actividad irregular en áreas no permitidas. 
De acuerdo con el SIPRA, el departamento del Gua-
viare solo cuenta con 264.409 ha aptas para el culti-
vo de palma de aceite, lo que corresponde al 5% del 
departamento (UPRA y MADS, 2019).

Dadas las iniciativas de las mejoras a nivel de la 
infraestructura vial del departamento, podría es-
tarse configurando nuevos escenarios que pro-

muevan los cultivos de palma africana como por 
ejemplo en el área de la Marginal de la Selva, la 
zona de la trocha ganadera hacia el oriente del 
municipio de San José del Guaviare y el mejora-
miento y pavimentación hacia el municipio del Re-
torno (Botero & Rojas Adriana, 2018). 

En algunos expedientes revisados, se evidenció 
que en las entrevistas la comunidad se refiere a 
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cultivos de palma. Aunque no se 
cuenta a nivel estatal con un re-
porte formal sobre estos datos, es 
necesario ampliar la información 
sobre este caso particular, ya que 
este tipo de cultivos puede asociar-
se a la acumulación masiva y apro-
piación de tierras. Por ejemplo, la 
FCDS señala en su artículo sobre 
las “Tendencia de deforestación en 
la Amazonia Colombiana” que se 
identificó un proceso de acapara-
miento de tierras en el eje del río 
Ariari durante el año 2000 y 2012, 
donde se evidenció la ampliación 
de cultivos de palma de los más ex-
tensos del país y generó el despla-
zamiento campesino en una zona 
de conflicto armado (Botero & Ro-
jas Adriana, 2018).

Tabla 24 Cultivos en el Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (Gobernación del Guaviare, 2017A)

3.3.2.1.	 Ganadería

La actividad ganadera genera diversos impactos. 
Entre los más relevantes se encuentran los del 
componente suelo, ya que promueve la compacta-
ción y pérdida de estructura y altera la permeabi-
lidad del suelo, generando una mayor escorrentía 
y erosión que en, aproximadamente 5 años, lleva 
a la degradación. 

Es por esto que la ganadería crea ciclos de constan-
te de búsqueda de nuevos terrenos para la actividad 
ganadera y por lo tanto, nuevos escenarios de tala y 
quema de bosques (López Loffsner, 2018).

A nivel nacional, la ganadería tiene un impulso lue-
go del periodo de fumigaciones a los cultivos de 
uso ilícito, ya que es la actividad secundaria que 
los campesinos encuentran para su sostenimiento.
Aproximadamente 40 millones de ha son destina-
das a la ganadería, que se concentra en diez depar-

tamentos, Antioquia (11,3%), Caquetá (7,9%), Meta 
(7,7%), Casanare (7,6%), Córdoba (7,6%), Santander 
(5,9%), Cundinamarca (5,3%), Magdalena (5,2%), Ce-
sar (5,1%) y Bolívar (4,7%); actividad que represen-
ta más del 30% de las emisiones de GEI dentro del 
sector agropecuario, siendo el segundo sector que 
más emisiones GEI genera, con un 26% sobre el total 
nacional (ICA, 2020).

El inventario pecuario del ICA reportó en 2020: 
28.245.262 cabezas de ganado bovino, 6.710.66 cabe-
zas de ganado porcino, 338.567 cabezas de búfalos, 
1.584.776 cabezas de equinos, 1.682.767 cabezas de 
ovinos, 1.034.615 cabezas de caprinos y 201.600.918 
de aves. Con base en lo anterior, el departamento 
participa a nivel nacional y para cada una de estas 
categorías del 1.2% Bovino, 0.1% Porcino, 0.2% de 
Búfalos, 0.7% de Equinos, 0.3% de Ovinos y 0.1% de 
Caprinos y de Aves. (ICA, 2020).
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Es necesario considerar que, 
para el mantenimiento del 
ganado, se requiere grandes 
extensiones de tierra que po-
sean coberturas de pastos y 
forrajes para su alimentación, 
esto en el marco de la gana-
dería extensiva, la cual como 
base productiva promueve la 
transformación de las cober-
turas boscosas a praderas de 
baja productividad.

La principal práctica desa-
rrollada en el departamento 
en cuanto a la actividad pe-
cuaria, es la ganadería ex-
tensiva, la cual se presenta 
con escaza tecnificación. Esta 
actividad es catalogada como 
la responsable principal de la 
deforestación en el país y el 
principal motor de la expan-

sión de la frontera agropecuaria en territorios 
selváticos (FEDEDESARROLLO, 2013)

La ganadería representa un alto costo a nivel 
ambiental, con mayor incidencia en los sue-
los amazónicos por su incompatibilidad y al-
tos impactos ecológicos debido a la gran de-
manda de tierras para su instauración. Esta 
fragmenta los ecosistemas genera pérdida de 
conectividad y pérdida de biodiversidad, pro-
mueve los monocultivos (pastos) empobre-
ciendo los suelos, la generación de residuos 
orgánicos e inorgánicos, y aumenta la emisión 
de gases, entre otros.  Aunque la ganadería es 
una actividad que tiene un alto costo ambien-
tal que puede incentivar otras causas directas, 
como el acaparamiento de tierras o el lava-
do de activos ilegales (IDEAM, 2018B), es una 
fuente generadora de más de 810 mil empleos 
directos que corresponden al 6% del empleo 
nacional y el 19% del empleo agropecuario 

Ilustración 6 Actividad ganadera

Fuente: Elaboración propia 

Ilustración 7 Cabezas de Ganado a Nivel Nacional

Fuente: Elaboración propia con base en (ICA, 2020)
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Tabla 25 Censo bovino para los municipios del Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (ICA, 2020)

3.3.2.2.	Cultivos de uso ilícito

Los cultivos de uso ilícito se empezaron a ex-
pandir en Colombia en la década de 1960, con la 
siembra de marihuana, negocio que sería despla-
zado por la bonanza cocalera; una economía ilí-
cita que empezó a tener auge cuando el desarro-
llo de la demanda de cocaína, durante la guerra 
de Vietnam, hizo insuficiente la oferta de hoja de 
coca en Bolivia y Perú. La expansión de los cultivos 
de coca empezó a consolidarse en Colombia como 
el primer paso para abrir el bosque, dando lugar 
a la posibilidad de la llegada de otras actividades 
promotoras de la deforestación, como la ganade-
ría (IDEAM, 2018) y ha sido utilizada por grupos ar-
mados ilegales como fuente de financiamiento.31 

La anterior dinámica llevó a que, desde el año de 
1999, iniciara el monitoreo y censo anual de la ex-
tensión de cultivos de uso ilícito en Colombia por 
parte de la Oficina de Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC), a través del proyecto 
Sistema Integral de Monitoreo de Cultivos Ilícitos 
(SIMCI), lo que ha permitido conocer el cambio de 
la cobertura de bosque natural en el país asociado 
a esta actividad y de forma articulada con los re-
portes del SIMByC del IDEAM.

La Policía Nacional, en el documento “Coca: De-
forestación, contaminación y pobreza” (DIRAN, 
2014), explica que en Colombia la hoja de coca 

(FEDEGÁN, 2017). Además, la actividad representa 
1,4 del PIB nacional, según el DANE y el 21,8% del 
PIB agropecuario. 

Con respecto al departamento del Guaviare, la ex-
plotación pecuaria, principalmente ganadería ex-
tensiva, se concentra en San José del Guaviare y El 
Retorno, siendo los municipios con mayor núme-
ro bovinos en el departamento. Además, para el 
caso particular del departamento, solo el 5% del 
territorio es apto para ganadería bovina de carne, 
lo que corresponde a 286.679 ha y, para ganade-

ría bovina para leche se identifica también el 5% 
que corresponde a 286.808 ha, para un total del 
10% del territorio apto para estas actividades, de 
acuerdo con el SIPRA. 

Finalmente, es importante mencionar que durante 
la revisión de expedientes de la Fiscalía General de 
la Nación se identificaron radicados asociados al 
desarrollo de esta actividad, entre ellos los casos: 
201800198, 201800041, 201800066, 201800069, 
201800024 y 201800136, los cuales pueden ser 
consultados en el Anexo 5.

31.  De acuerdo con la DIRÁN, existen varias generaciones de organizaciones narcotraficantes. La primera está asociada a clanes familiares 
marimberos; la segunda se refiere a los carteles de Medellín, Cali y la Costa; la tercera corresponde a los lugartenientes y exintegrantes de los 
primeros carteles; la cuarta responde a procesos de “simbiosis criminal” entre FARC, AUC, que fueron sucedidos por BACRIM, grupos de post-
desmovilización y disidentes.
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puede ser cultivada desde de los 2.000 msnm, con 
un alto rango de climas desde muy húmedos (cos-
ta pacífica nariñense) hasta muy secos (Magdale-
na Medio). Este cultivo, además, genera ciclos de 
deforestación consistentes en el desplazamiento 
de colonos primarios, encargados de abrir el dosel 
del bosque en zonas remotas; seguidos por colo-
nos secundarios, quienes cultivan la coca en pe-
queñas extensiones que, luego, pueden derivar en 
grandes áreas de pastizales, deforestadas y ero-
sionadas. La última parte del ciclo tiene que ver 
con la pérdida de suelo, que genera la necesidad 
de buscar nuevas áreas para cultivo (IDEAM, 2018).

Colombia, sobre todo desde la década de los 90, ha 
presentado varias hectáreas sembradas con culti-
vos de coca, sin embargo, la presencia de esta eco-
nomía ilegal ha sido fluctuante a través del tiempo. 
En los últimos 19 años (2001-2020), los picos más 
importantes se dieron en el 2001, 2007 y 2016.

El pico de 2001 estuvo asociado a la Zona de Dis-
tensión (Ferro, 2002; SIMCI-UNODC, 2007) y em-
pezó a disminuir en los años siguientes cuando se 
levantó la mesa de negociación entre el Gobierno 
de Andrés Pastrana y las Fuerzas Armadas Revo-
lucionarias de Colombia (FARC), e inició la imple-

mentación de proyectos de desarrollo alternativo, 
programas de familias guardabosque y políticas de 
lucha antinarcóticos, entre las que se encuentra el 
Plan Colombia, que tenía un componente dirigido a 
las aspersiones aéreas (Díaz & Sánches, 2004). 32

   
Por su parte, el pico de 2007 pudo deberse a facto-
res como los precios favorables para la producción 
de coca y la presión de grupos armados sobre los 
campesinos, aunque es imposible apuntar a una 
única causa, por lo que el SIMCI-UNODC califica 
estos incrementos como posibles casos aislados 
(SIMCI-UNODC, 2008). 

El último pico se registró en 2016, aunque desde 
2014 inició una tendencia de aumento del área 
sembrada con coca. Este incremento alcanzó en 
2016 el máximo histórico y sobrepasó el pico que 
se presentó en 2001, que pudo deberse a los Diá-
logos de Paz en la Mesa de La Habana, cuyo punto 
4, sobre la solución al problema de las drogas ilíci-
tas, pudo verse como una oportunidad por parte de 
organizaciones comunitarias y campesinos para 
negociar beneficios con el Estado. Durante este 
periodo también disminuyeron las actividades de 
erradicación manual y de aspersión aérea, lo que 
puede leerse como otra causa de aumento. 

32.   El Plan Colombia fue un programa diseñado por el gobierno de Colombia  y financiado por la comunidad  internacional.   Este   plan   tuvo   
cuatro   componentes   principales:   i) recuperación  económica  y  social,  ii)  superación   del  conflicto  armado,  iii)   fortalecimiento institucional  y  
desarrollo  social,  y  iv)  estrategia  antinarcóticos. Otros programas importantes también fueron el Plan Patriota y el Plan de Consolidación.

Gráfica 3. Histórico cultivos de coca

Fuente: Elaboración propia con base en informes anuales del SIMCI-UNODC, 2001-2019



El descenso de los cultivos de coca desde 2016 
puede deberse a la implementación del Progra-
ma Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de 
Uso Ilícito (PNIS) y a la estrategia de erradicación 
manual del actual Gobierno Nacional que, adicio-
nalmente, se encuentra impulsando el regreso de 
las aspersiones aéreas con glifosato. 

Para diciembre de 2019 se detectaron 154.000 ha 
de coca en Colombia, lo que representa una reduc-
ción del 9% respecto a las 169.000 ha detectadas 
en el año inmediatamente anterior (SIMCI-UNO-
DC, 2020); esto confirma el fin de la tendencia al 
incremento iniciada en 2014, así como las reduc-
ciones que se evidenciaron en los departamen-
tos de Caquetá (-62%), Antioquia (-29%), Nariño 
(-12%), Bolívar (-7,5%) y Putumayo (-5%). No obs-
tante lo anterior, hubo incrementos en Norte de 
Santander (24%) y Valle del Cauca (82%) (UNODC, 
2019) que han reavivado, con la implementación 

del PNIS, la discusión sobre el efecto globo, que 
ocurre cuando las políticas contra la dinámica de 
las economías ilegales no logran eliminarlas sino 
que, por el contrario, generan respuestas negati-
vas como el cambio del lugar de producción o su 
descentralización, pues puede disminuir en una 
zona en específico el cultivo de coca (i.e el depar-
tamento del Caquetá), pero aumentar en otra (i.e. 
el departamento de Valle del Cauca).

De acuerdo con los reportes generados por el SIM-
CI (2020), las reservas forestales de Ley 2° presen-
taron cultivos de coca en 27.760 ha, las áreas de 
SPNN en 5.873 ha, los resguardos indígenas en 
14.022 ha y las tierras de comunidades negras 
en 24.856 ha. En el departamento del Guaviare el 
comportamiento histórico de los cultivos de coca 
ha sido muy diferente al nacional, ya que ha venido 
a la baja desde el 2002 (con algunos pequeños re-
puntes), como muestra la gráfica 4.

Tabla 26 Afectación 
histórica por 

cultivos de coca en 
Zonas de Manejo 

Especial

Gráfica 4 
Histórico 
cultivos 
de coca 
Guaviare

Fuente: Infografía SIMCI – CENSO 2019.

Fuente: Elaboración propia con base en informes anuales del SIMCI-UNODC, 2001-2019
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Tabla 27 
Cultivos de 
coca en los 
municipios 

del Guaviare, 
2016-2019

Fuente: Elaboración propia con base en informes anuales del SIMCI-UNODC, 2001-2019

Históricamente, “los cultivos en el departamento se 
han asentado a lo largo de los ejes de comunicación 
fluviales y terrestres. Con la entrada de la política 
de “Seguridad Democrática” se aseguró el eje vial 
San José-El Retorno-Calamar, propiciando que se 
retirara la guerrilla, pero también los cultivos cer-
canos a la carretera” (SINCHI, 2016). Posterior-
mente, “ocurrió un desplazamiento que conllevó a 
una colonización coquera a lo largo de los ríos del 
departamento. De hecho, los ríos Guaviare, Ariari, 
Guayabero, Inírida, Unilla, Itilla y Vaupés que comu-
nican al departamento, propician al mismo tiempo 
la colonización de zonas lejanas” (SINCHI, 2016), 
donde es más fácil preservar los cultivos de coca, 
frente a los programas de erradicación. 

No obstante, en el periodo comprendido entre 
2016-2018, se han venido desarrollando “prácticas 
de deforestación asociadas a la expansión del cul-
tivo de coca, como respuesta a la implementación 

de los programas de erradicación en los escena-
rios locales (…), situación que genera un alto ries-
go de expansión del cultivo hacia zonas próximas 
a los límites de la frontera agrícola” (SIMCI-UNO-
DC, 2018). La anterior dinámica está asociada al 
fortalecimiento de la disidencia de las FARC-EP, 
particularmente al Frente 1, que se encuentra 
conformado por casi 400 hombres, con su centro 
de operaciones en Miraflores (Guaviare). Para este 
grupo armado, el narcotráfico se ha convertido en 
una de sus principales fuentes de financiamiento, 
lo que ha incluido el establecimiento de una ruta 
de tráfico desde el departamento del Meta, pasan-
do por Vichada y Guainía hacia Venezuela (SIM-
CI-UNODC, 2018; SIMCI-UNODC, 2019). 

Los cultivos de coca en el Departamento del Gua-
viare han llegado a afectar a los PNN Serranía de 
Chiribiquete y la RNN Nukak y a algunos resguar-
dos indígenas, así: 

Tabla 28 Cultivos de coca, áreas del SPNN y Resguardos Indígenas más 
afectados 2016-2019

Fuente: Elaboración propia con base en informes anuales del SIMCI-UNODC, 2001-201933

33.  Sólo se incorporaron los dos resguardos con mayor reporte de área sembrada con cultivos de coca.



67Departamento del  Guaviare

Mapa 17 
Cultivos de 

coca en áreas 
del SPNN

Fuente: Luna, M (2019), con base en con base en SIMCI (2017), DNP (2017), PNNC (2019).

Es importante tener en cuenta que los efectos am-
bientales de la producción de cultivos de uso ilícito 
van más allá de la deforestación. Este tipo de plan-
taciones reciben abundantes insumos químicos de-
bido a la baja productividad de la tierra en las zonas 
selváticas, donde normalmente se localizan, lo que 
conlleva la afectación de las condiciones fisicoquí-
micas del suelo y la contaminación del recurso hí-
drico por escorrentía. A esto se suma el impacto 
de algunas políticas de erradicación como la de fu-
migación por aspersión aérea, que no solo pueden 

tener efectos en la salud humana y de los ecosis-
temas, sino que además pueden llegar a presionar 
a los cultivadores a trasladar la actividad a lugares 
más apartados, aumentando el impacto negativo 
sobre los bosques.

Finalmente, de acuerdo con los expedientes ana-
lizados en el Anexo 5, se reitera que los casos 
asociados a cultivos de uso ilícito son: 201600021, 
201800113, 20190026, 201600070, 201600086, 
201800014, 201800116 y 201800170. 

3.3.2.3.	Incendios

Un incendio forestal es cualquier fuego no justifi-
cado que afecta combustibles vegetales, y se pro-
paga rápidamente en un bosque (UNGRD, 2019). 
De acuerdo con el estudio realizado por Daniel 
Nepstad et. al. (1999) las quemas provocadas de 
bosque tropical producen emisiones de GEI, en-
tre ellos dióxido de carbono (CO2), carbono (CO) 

y dióxido de nitrógeno (NO2), que reducen el po-
tencial de la actividad fotosintética de las plantas 
remanentes. Los incendios, a su vez, llevan a que 
el suelo pierda su productividad y el bosque res-
tante se vuelva más inflamable, debido a la mayor 
exposición a la radiación solar y a la existencia de 
árboles debilitados.34

34.  Mientras que un bosque que nunca se ha quemado requiere semanas sin que la lluvia se vuelva inflamable, aproximadamente la mitad del área 
de un bosque que ha experimentado un incendio en la superficie se vuelve inflamable dentro de los 9 a 16 días posteriores al último evento de lluvia.
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El IDEAM (2018), en la publicación “Caracteriza-
ción de las principales causas y agentes de la de-
forestación a nivel nacional” trae de presente un 
estudio de Dolors Armenteras et al. (2016) para 
El Salvador que concluye, por un lado, que exis-
te una relación entre los períodos más secos y la 
ocurrencia de incendios y, por otro, que el 66% de 
los incendios se localiza en zonas de cultivos; el 
70% en zonas a una distancia menor a 1 km de las 
vías, y el 4,7% en áreas de bosque. A esto se suma 
el estudio de Monzón-Alvarado et al. (2012) que 
sostiene que los incendios son procesos comple-
jos sobre los que median diversos aspectos como 
la accesibilidad, topografía, profundidad de suelos 
y presencia de especies maderables valiosas. 

En lo referente al bioma amazónico colombiano, 
el IDEAM cita otro texto de Armenteras, González 
y Retana (2013) en el que se identificó la relación 
entre la ocurrencia de incendios y su intensidad 
con el grado de fragmentación de los bosques. La 
ocurrencia de los incendios, además, está asocia-
da a diferentes causas como: “prácticas de manejo 
agropecuario, actividades como la caza, el control 
de plagas y malezas, la expansión de cultivos y 
pastos para ganadería (…) así como los conflictos 
de tenencia de la tierra generados por ocupación 
antrópica del borde del bosque” (IDEAM, 2018).

El IDEAM, para el año 2017, reportó como resul-
tados de la deforestación la dinámica de incen-
dios presentados en el periodo 2016-2017. Para 
el año 2016 se presentó la pérdida de 72.416 ha 
por incendios en todo el país, que para el año 2017 
aumentó a 136.633 ha. El 62% de la deforestación 
tuvo lugar en áreas al menos 1Km de distancias 
de lugares donde se detectaron puntos de calor 
(IDEAM - MADS, 2016 - 2017). También se identifi-
caron que los departamentos con una mayor área 
deforestada asociada a incendios forestales son: 

Caquetá, Guaviare, Meta, Antioquia, Putumayo, Vi-
chada, Chocó, Bolívar, Norte de Santander y San-
tander, para un total de 360 municipios en donde 
se detectó deforestación a menos de 1 km de los 
puntos de calor en el año 2017.

Según el Sistema de Información Ambiental Terri-
torial de la Amazonia Colombiana (SIATAC), desde 
el 1 de enero hasta el 7 de octubre de 2020 se han 
presentado en Colombia 68.123 puntos de calor, de 
los cuales 13.230 han ocurrido en el departamento 
del Guaviare,35 con algo más de 40.317 ha de cica-
trices de quema (SIATAC-SINCHI, 2020). 

Esto representa un aumento con respecto al 2019, 
que reportó 8.302 punto de calor y 28.274 ha de 
cicatrices de quema, siendo una de las posibles 
causantes, el proceso generado por la pandemia 
y la Emergencia Sanitaria a raíz del COVID-19, con 
lo cual las instituciones estatales no lograron de-
sarrollar sus actividades de gestión y control con 
normalidad, permitiendo que los agentes de la de-
forestación tuvieran mayor libertad para realizar 
sus actividades ilícitas.

Por su parte, de acuerdo con el Sistema de Moni-
toreo de Puntos de Calor en Colombia, en el perio-
do comprendido entre 2016 a 2020 se identificaron 
satelitalmente en el Guaviare 37.327 puntos de ca-
lor (IDEAM, 2020). 

Las capturas de pantalla, que recogen el periodo de 
incendios comprendido entre 2016-2020, son una 
representación espacial de las zonas de incidencia 
más críticas en el departamento del Guaviare.

Finalmente, es importante recordar que algu-
nos de los casos revisados en el Anexo 5 y que 
hacen referencia a incendios son los siguientes: 
201600021, 201800069, 201800024 y 201900001.

35. Los meses con mayor concentración de puntos de calor fueron de enero a abril.
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Tabla 29 Incendio por municipio Tabla 30 Incendios Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (SIATAC-
SINCHI, 2020)

Fuente: Elaboración propia con base en 
(IDEAM, 2020)

Ilustración 8 Capturas - Guaviare
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Sector Noroccidental – Marginal de la Selva, ZRC y zona de influencia PNN Serranía de Chiribiquete y la RNN Nukak

Sector Nororiental – Resguardo indígena Nukak Makú, entre otros - Río Inírida, frontera natural 
norte de la RNN Nukak Makú
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Sector Sur – Miraflores

Fuente: Extraído de (IDEAM, 2020)

3.3.3. Extracción de minerales

Aunque antes de la llegada de los españoles se 
realizaba el intercambio de minerales entre tri-
bus, la explotación minera se potenció tras la 
Conquista, con la extracción de oro y piedras pre-
ciosas. Ya en el siglo XX tomó auge la extracción 
de materiales de arrastre para suplir la deman-
da del sector de construcción y de carbón para el 
sector manufacturero y transporte por ferrocarril 
y demás máquinas de vapor. En la década de 1980 
el sector minero se consolidó con la explotación 
de ferroníquel y carboníferas en la Guajira y el 
Cesar (FEDESARROLLO, 2008), pero hacia 1990 
presentó un estancamiento hasta principios del 
siglo XXI cuando se hubo un crecimiento del 48% 
en el año 2004, aportando un 2,8% del PIB nacio-
nal (IDEAM, 2018).

La extracción de minerales, sin embargo, puede 
desembocar en patrones de deforestación simila-

res a la praderización o expansión de la ganadería, 
ya que las áreas mineras tienden a crecer a zonas 
contiguas, promoviendo la remoción de la cober-
tura boscosa y generando ofertas de empleo que, 
a su vez, derivan en procesos de colonización que 
facilitan la llegada de otros motores de defores-
tación. La práctica con mayores impactos directos 
sobre los bosques es la minería de cielo abierto 
que se utiliza especialmente para extracción de 
oro y carbón (IDEAM, 2018). 

Más allá de la deforestación, el IDEAM (2018)  ad-
vierte que la explotación de minerales puede pro-
ducir la excavación desordenada y desviación del 
cauce de los ríos; deterioro de cursos de agua su-
perficiales, debido al aumento de sedimentos, dis-
minución de caudales, contaminación con grasas, 
aceites, mercurio y cianuro; lodos de perforación 
y aguas residuales; la contaminación de suelos, 
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el lavado de dinero por parte de actores armados, 
entre otros. De acuerdo con la caracterización de 
la actividad minera realizada por la Agencia Na-
cional Minera (ANM) para el año 2017, en el depar-
tamento del Guaviare existían 10 títulos mineros 
vigentes que representan un área de 612,3275 ha, 
correspondiente al 0,01% de superposición en el 
departamento (ANM, 2017). 

Los 10 títulos mineros vigentes recaen sobre ma-
teriales de construcción, de los cuales 9 se encon-
traban para el 2017 en etapa de explotación y 1 en 
etapa de construcción. También se identificaron 30 
propuestas de contratos de concesión de acuerdo 
a la Ley 685 de 2001, 30 propuestas de contrato y 
solicitudes de autorización temporal por mineral, 
16 de materiales de construcción, 3 de materiales 
de construcción-otros minerales, 1 de oro y meta-
les preciosos y coltán, 3 de oro y metales precio-
sos, coltán y otros minerales y 7 de otros minera-
les; y por último 3 solicitudes de legalización de 
la Ley 1382 de 2010 (ANM, 2017). En el Guaviare 
la actividad minera corresponde principalmente a 
materiales de construcción, arenas negras y oro. 
Entre 2012 y primer trimestre de 2017, la partici-
pación del departamento en la producción nacio-
nal ha sido de 11,57% en arenas negras, 0,04% en 
materiales de construcción (arenas, gravas y re-
cebo) y 0,0001% en oro. Según la ANM (2017) no 

existen áreas estratégicas mineras, áreas de re-
serva especial ni zonas de comunidades étnicas en 
el departamento del Guaviare.  

De acuerdo con el SINCHI (2019), para mayo de 
2018, se registró la existencia de 188 títulos mine-
ros reportados en la región amazónica colombia-
na, con una superficie de 122.571.49 ha (SINCHI, 
2019). Los departamentos con la mayor cantidad 
de títulos mineros fueron Caquetá (52) y Putumayo 
(52), Guainía (33) y Guaviare (16). Por su parte, se 
reportaron a mayo de 2018 un total de 527 solici-
tudes mineras, de las cuales 28 se encuentran en 
el Guaviare.36 

En relación a las solicitudes minera, en el periodo 
2011-2018 se registraron 527 correspondientes a 
846.603,4 ha y se concentraron en los departa-
mentos de Guainía (136), Caquetá (125), Putuma-
yo (103), Vaupés (44), Meta (42), Guaviare (28) y 
Vichada (10) (SINCHI, 2019). Para 2019 se repor-
taron trece títulos mineros vigentes destinados 
principalmente a la extracción de materiales de 
construcción, de los cuales doce se concentraron 
en el municipio de San José del Guaviare y uno 
en el municipio de El Retorno. Doce de estos tí-
tulos se encuentran entre un área de explotación 
de máximo 140 ha y uno de 141 ha a 440 ha (SIN-
CHI-IGAC, 2019).

36. En el texto del SINCHI se pueden consultar diversos mapas sobre el estado de títulos y solicitudes mineras en toda la Amazonía y en el Guaviare 
y que pueden ser consultados en el siguiente link: https://sinchi.org.co/files/publicaciones/novedades%20editoriales/pdf/Mineri%CC%81a%20en%20
la%20Amazonia%20(LowRes).pdf

Tabla 31 Número de títulos mineros y su superficie en el 
departamento del Guaviare, periodo 2008-2018

Fuente: Elaboración propia con base en el reporte SINCHI (SINCHI, 2019)
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Tabla 32 Número de solicitudes mineras y su superficie en el 
departamento del Guaviare, periodo 2011-2018

Fuente: Elaboración propia con base en el reporte SINCHI (SINCHI, 2019)

En el caso particular de extracción ilícita de oro y 
coltán, la situación es crítica, debida a la degra-
dación de suelos y fuentes hídricas, ya que se han 
visto afectadas áreas de reserva forestal y del 
SPNN, así como resguardos indígenas, incluyendo 
las zonas fronterizas. 

En términos de grandes o medianos ríos amazó-
nicos, hay actividad de minería ilegal de oro en el 
Guaviare, Inírida, Guainía, Isana, Vaupés, Apaporis, 
Tararira, Caquetá, Putumayo, Orteguaza, Cothué, 
Puré, Yarí, Caguán, entre otros. En estas áreas se 
puede evidenciar, el proceso de deforestación en 
sus riberas, la contaminación por mercurio y los 
impactos sociales y en la salud de sus pobladores, 
particularmente comunidades indígenas y campe-
sinos que derivan parte básica de su dieta en el 
consumo de pescado local (SINCHI, 2019).

Específicamente en el Guaviare, la extracción ilíci-
ta de minerales se ha enfocado en oro y material 
de arrastre, aunque también se desarrolla mine-
ría se subsistencia.37  Al respecto, algunos medios 

de comunicación han manifestado que se viene 
realizando extracción de oro en el río Guaviare, lo 
que ha producido el vertimiento de mercurio a las 
aguas y la preocupación de pescadores de la zona 
a quienes se les hace un llamado para presen-
tar denuncias anónimas (Caracol Radio, 2017). A 
esto se suma la extracción de gravilla que ade-
lantan, en principio, mineros de subsistencia, sin 
ningún tipo de seguridad o de parámetro ambien-
tal (Caracol radio, 2020). Esta situación se pudo 
evidenciar durante el análisis de los expedientes 
de la Fiscalía General de la Nación, en el que se 
identificaron los siguientes radicados asociados: 
201300569, 201500031 y 201800089.    

En otras palabras, la extracción de materiales a 
cielo abierto sin ningún tipo conocimiento técni-
co y ambiental para minimizar los impactos ha 
producido afectaciones a las riberas de los ríos, 
degradándolas y generando la pérdida del ma-
terial vegetal que las sostiene, esto también ge-
nera la pérdida de capacidad de los cuerpos de 
agua por sedimentación.

3.3.4. Expansión de la infraestructura

La red vial nacional se divide en tres categorías: 
primaria, secundaria y terciaria, siendo la prima-
ria la correspondiente a las carreteras de orden 
nacional, mayormente pavimentadas (asfalto o 
concreto) que conectan capitales, zonas de pro-
ducción o zonas de comercio. La secundaria se 

refiere a las vías, no necesariamente pavimenta-
das, que conectan cabeceras municipales entre 
sí o con una vía de orden primario. Finalmente, la 
categoría terciaría abarca las vías municipales y 
veredales, reforzadas con arenas, piedras y grava 
(afirmado) (INVIAS, 2016). 

37.  Existen alrededor de 102 personas registradas bajo esa modalidad, concentradas principalmente en San José del Guaviare.
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Es importante destacar que, de acuerdo con las 
estadísticas del Ministerio de Transporte, la red 
primaria permaneció constante en las últimas dos 
décadas, pues pasó de 16.531 Km, en 2002, a 19.206 
Km, en 2018. La red secundaria, por su parte, se 
duplicó ya que pasó de 27.918 Km, en 2002, a 45.137 
Km, 2018, al igual que la red terciaria que pasó de 
72.801 Km a 142.284 Km (IDEAM, 2018; Ministerio 
de Transporte , 2019). Según información geográfi-
ca del IGAC, en el 2018 existían para la región ama-
zónica 26.500 Km de la red de carreteras (Guio & 
Rojas, 2019), de las cuales 1.141 km son de la red 
nacional primaria y 1.907 km de la red secundaria, 
lo que indica que la red vial terciaria puede tener 
aproximadamente 23.000 (Guio & Rojas, 2019).

El departamento del Guaviare, específicamen-
te, tiene una red vial que suma aproximadamente 

2.300 Km, de la cual 75 Km hacen parte de la vía 
nacional que conecta los municipios San José del 
Guaviare, El Retorno y Calamar (Gobernación del 
Guaviare, 2016) y está constituida principalmente 
por la vía Puerto Arturo – San José – El Retorno – 
Calamar; además de que existen alrededor de 39 
trochas que en total suman 692,1 km (Gobernación 
del Guaviare, 2016A).

De acuerdo con Guío y Rojas (2019), en el 2017, el 
gobierno nacional de Juan Manuel Santos formuló 
el Plan Maestro Intermodal de Transporte (PMTI) 
que da importancia a la Amazonía para la conecti-
vidad y el desarrollo del país, especialmente por la 
Troncal de Piedemonte, Troncal Oriental, Ruta 65, 
Marginal de la Selva o Troncal del Llano, una vía 
que, sin atravesar los Andes, conecta al continente 
desde el Pacífico hasta el Atlántico. 

Ilustración 9 Plan Maestro Intermodal de Transporte (PMTI) 2017

Fuente: Datos de GEOSUR – IIRSA 2012, Fundación Conservación y Desarrollo 2017, Min. Transporte 2015 (PMIT), IGAC 2017. (Guio & Rojas, 2019)
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El departamento del Guaviare y la región amazónica 
también recibiría, según la información consigna-
da en el Plan Maestro de Transporte Intermodal de 
2017, los siguientes proyectos y conexiones, como 
bien resume Rodrigo Botero (2018), en el texto 
“Frontera Agropecuaria en la Amazonía”: 

• El mejoramiento vial de la carretera Neiva 
- Balsillas - San Vicente del Caguán que co-
necta el tramo Macarena – San José. 

• La construcción de la carretera transversal 
de la Macarena, que se conectará con el eje 
Granada – San José. 

• La proyección de la carretera Marginal de 
la Selva, en su trayecto Macarena – San José, 
que recibirá el flujo desde Puerto Asís has-
ta la Macarena y los flujos de Villavicencio – 
Granada - Puerto Concordia. 

• La consolidación del eje Granada – San José 
del Guaviare. 

• La construcción de la vía San José a Puerto 
Gaitán (Meta). 

• La construcción de la hidrovía por el río 
Guaviare entre San José y Puerto Inírida. 

• El mejoramiento vial entre San José y Cala-
mar y su conexión con la hidrovía del río Vau-
pés entre Calamar y Mitú. 

Estos proyectos incrementarán el tránsito de pa-
sajeros, la demanda de servicios, la inversión eco-
nómica, y la valorización de la tierra, incentivando 
procesos de colonización y de expansión urbana 
(Botero, 2018). Adicionalmente, para Botero (2020), 
la apertura o mantenimiento de las siguientes vías 
en el departamento del Guaviare se han convertido 
en núcleos que han agravado la deforestación en 
lo transcurrido de 2020.

• Vía Caño – Mosco (Resguardo Indígena 
Nukak Makú): Longitud: 38 km (interpretada 
en el 2018) desde la vereda Caño Mosco hasta 
el límite de la RNN Nukak. Al margen de la vía 
(500 metros de buffer) se han deforestado 164 
ha entre el 1 de enero al 17 de marzo de 2020.

• Caño Makú (Resguardo Indígena Nukak 
Maku): Longitud: 70 km desde la vereda Puer-
to Mentiras hasta la RNN Nukak. Al margen 
del caño (500 metros de buffer) se han defo-
restado 128 ha entre el 1 de enero al 17 de 
marzo de 2020.

• Vía Nueva Barranquillita – La Paz – RNN 
Nukak: Longitud: 20 km desde la vereda 
Nueva Barranquillita hasta la vereda La Paz. 
Al margen (500 metros de buffer) de la vía se 
han deforestado 83 ha entre el 1 de enero al 
17 de marzo de 2020.En el área de influencia 
se ha deforestado 978 ha aproximadamente 
entre el 1 de enero al 17 de marzo de 2020.

De acuerdo con el texto “Tendencia de deforestación 
en la Amazonía Colombiana” (2018), la deforesta-
ción más representativa se encuentra en los prime-
ros 2 km alrededor de la vía Macarena – San José 
del Guaviare (Marginal de la Selva); información que 
ha sido corroboradas por el IDEAM como un núcleo 
de deforestación persistente que, incluso, desde el 
inicio de los Diálogos de Paz, experimentó una alta 
dinámica de ocupación, deforestación, especula-
ción de la tierra y expectativas de inversión (IDEAM, 
2018), sin que haya una propuesta oficial de diseño 
y trazado final de esa vía o un estudio de impacto 
ambiental aprobado, como también se corroboró en 
el caso 201600012. En dicho caso, a partir del Ofi-
cio 4120-E2-3786, la Agencia Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA) aseguró que además falta un 
Estudio de Fragmentación, ya que el trazado podría 
afectar la conectividad Amazonia – Andes – Orino-
quía que se ubica entre los Parques Chiribiquete, 
Macarena, Tinigua, Picachos. 
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Además de lo expuesto, se observa cierta compati-
bilidad del trazado de vías con las áreas de siembra 
de palma de aceite, en la cuenca del río Ariari, zo-
nas de sabana hacia Mapiripán y Puerto Concordia, 
las sabanas de la Fuga, y la cuenca del Guayabe-
ro-Guaviare y Sabanas del Yarí. Las vías proyecta-
das en el Plan Maestro de la Orinoquia, el contrato 
Plan de Meta, Guaviare y Caquetá, entre otros pla-
nes de gobierno nacional o regional, a su vez, se 
compatibilizan con la extensión de la ganadería.

En otras palabras, diferentes escenarios se presen-
tan en la región impactando la matriz del paisaje 
socio-ambiental, como la concentración de tierras 
y de grandes latifundios en la ZRC del Guaviare y 
de resguardo (Nukak, Barrancón, La Fuga, Yagua-
rá II, La María, entre otros), lo que puede producir 
procesos de desplazamiento a zonas excluidas de la 
frontera agrícola. 

Según Rodrigo Botero y Adriana Rojas (2018) de 
catorce vías priorizadas en el Guaviare, diez tienen 
algún tipo de restricción jurídica como la consul-
ta previa, en el caso de traslape con resguardos, 
la existencia de zonas de reserva forestal sin sus-
tracción previa, y el no cumplimiento de requisitos 
legales de aquellas vías que fueron establecidas 
en el marco del conflicto armado y que hoy repre-
sentan de deforestación, entre otras cosas, por las 
adecuaciones que han promovido los mismos entes 
territoriales, como es el caso de la carretera Cala-
mar – Miraflores y que se evidencia en el Anexo 5 
en el apartado sobre expansión de la infraestruc-
tura, radicados 201600012, 201600094, 201700089, 
201800114, 201800119, 201800106, 201800200, 
201800070 que se refieren a las vías: Marginal de la 
Selva, Calamar – Miraflores, Puerto Polanco, Caño 
Perro Tomachipán y El Edén – El Limón.

De acuerdo con todo lo anterior, es claro que el 
departamento del Guaviare y la Amazonia colom-
biana, en general, han tenido un desarrollo no 
planificado –e incluso ilegal– de sus vías, con ba-

jos estándares técnicos, ambientales y sociales; 
o que, en otras palabras, no se han articulado al 
ordenamiento territorial y ambiental de la región. 
Algunas vías que dan cuenta de esta problemática 
son: la marginal de la selva en los sectores de Villa 
Garzón a San José del Fragua; y Macarena a San 
José del Guaviare; transversal de la Macarena, de 
Uribe a Colombia y otros a nivel regional como la 
vía Calamar Miraflores, la trocha ganadera sobre 
el parque la Macarena, las vías que conducen a las 
cabeceras del río Yarí en San Vicente del Caguán 
y las vías que de Solano se quieren ampliar hacia 
Solita (Botero, 2018). 

De acuerdo con el siguiente mapa, el desarrollo 
vial del departamento del Guaviare ha empezado 
a afectar no sólo la conectividad entre Macare-
na-Chiribiquete-Nukak, sino también la integridad 
de esas áreas protegidas, pues pueden observar 
trazos carreteables en su interior. 

Finalmente, es importante tener de presente que 
el medio fluvial, aunque fue la principal alternati-
va de transporte, hasta la llegada del transporte 
férreo en 1880, sigue siendo una forma de trans-
porte tradicional en regiones más apartadas y de 
difícil acceso, como Pacífico y Amazonía, siendo 
las cuencas del Orinoco y el Amazonas (las que 
concurren en el departamento del Guaviare) las 
más navegables del país.

La cuenca del río Orinoco representa la mayor na-
vegabilidad con 6.736 Km, seguida por el Amazo-
nas con 5.642 Km (IDEAM, 2018). Por su parte, en-
tre las rutas viales priorizadas para el transporte 
fluvial en la región Amazonía están los ríos Putu-
mayo, Caquetá, Vaupés y Guaviare.

Los ríos, coloquialmente llamadas las vías de la 
selva, también facilitan la colonización; un ejemplo 
de ello es el río Inírida, frontera natural de la RNN 
Nukak, donde existen asentamientos campesinos 
dedicados principalmente al cultivo de coca.  
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Mapa 18 Trazado vial - Cartografía Básica

Fuente: Elaboración propia con base en Cartografía Básica oficial del IGAC, 2020

3.3.5. Tráfico de Madera

Como se mencionó en apartados previos, Colom-
bia tiene alrededor de 60.024.712 ha de bosque, 
que equivalen a más del 52% del territorio nacio-
nal Estos bosques se concentran principalmen-
te en las regiones Amazonía (66,9%) y Andina 
(17,8%), seguidos por las regiones Pacífico (8,8%), 
Orinoquía (3,6%) y Caribe (2,9%). 

Por otra parte, es importante destacar que los 
grupos étnicos, son titulares de territorios que 
resguardan una gran extensión de este recurso 
forestal, con un 53,4% de bosques repartidos en-
tre los resguardos indígenas (46,1%) y territorios 

colectivos de comunidades negras o afrocolombia-
nas (7,3 %). El 1,9% de los bosques se encuentra 
en áreas de reserva campesina y el 15,58% dentro 
del SINAP (MADS, et al., 2018).

De acuerdo con el MADS, en Colombia se aprove-
chan alrededor de 500 especies forestales que su-
plen aproximadamente 3,5 millones m3 de madera 
por año. A su vez, los bosques en Colombia suplen 
aproximadamente 9 millones Ton de leña para uso 
doméstico e industrial (MADS, sf). La madera ha 
sido el principal material de construcción utiliza-
do durante la historia de la humanidad y tiene va-
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rios usos.  Por medio de la destilación se puede 
obtener diferentes sustancias químicas como el 
vinagre, alcohol metílico y alquitranes. También a 
partir de ella se obtienen la pulpa de papel y otros 
productos textiles (SINCHI, 2007).

De acuerdo con la WWF, el 80% de la madera uti-
lizada en el país proviene de bosques primarios y 
solo un 20% se extrae de plantaciones conforma-
das principalmente por eucaliptos y pinos (WWF, 
2015). En Colombia, para 2018, se registraron 
516.461 ha de plantaciones forestales y 3.038.496 
m3 de madera movilizada; mientras que en 2019 
se registraron 568.768 ha de plantaciones foresta-
les, y1.637.760 m3 movilizados. Específicamente, 
el departamento del Guaviare reportó, en 2018, 427 
ha de plantaciones forestales y 142 m3 de made-
ra movilizada. Para el año 2019, se reportaron 375 
ha de plantaciones forestales y 112 m3 de made-
ra movilizada, lo que supone que gran parte de la 
madera extraída del país y de la región Amazónica 
se realiza en bosques primarios y secundarios y 

muchas veces de forma ilegal. Así lo confirma el 
MADS cuando afirma que el 47% de la madera en 
toda Colombia, es decir, 2.5 millones de m3 es ile-
gal que corresponden al 10% de la deforestación 
(MINAGRICULTURA, 2020). 

En zonas donde se promueve la extracción inten-
siva de madera, se evidencia la degradación del 
bosque, fragmentándolo y haciéndolo susceptible 
a procesos de deforestación por otros agentes. 

La actividad de extracción ilegal de madera no re-
presenta altos costos ya que solo es requerida la 
mano de obra y los equipos, en este caso las mo-
tosierras; un asunto que evidenció la Resolución 
1196 de 2018 del MADS, a través de la cual se crea 
el registro de motosierras en ciertas áreas del te-
rritorio nacional afectadas por la deforestación. 
Este Resolución es una forma de desincentivar el 
uso de motosierras que, pueden talar 1ha por 6 
horas, además de que tienen un costo asequible 
en el mercado y cada vez con mejores diseños.

Tabla 33 Volumen de madera movilizada de Plantaciones Forestales Comerciales 
en el departamento del Guaviare, periodo 2015-2019

Fuente: Elaboración propia con base en el reporte MINAGRICULTURA (MINAGRICULTURA, 2020)

3.4. Factores subyacentes

Los factores subyacentes son aquellos que re-
fuerzan las causas directas de la deforestación. 

Agrupan complejas variables que constituyen las 
condiciones iniciales en las relaciones estructura-
les existentes entre sistemas humanos y naturales. 

Estos factores influyen en las decisiones tomadas 
por los agentes y ayudan a explicar por qué se pre-
senta el fenómeno de deforestación. Como causas 
subyacentes se definen aquellas relacionadas con 
factores sociales, económicos, demográficos, tec-
nológicos, políticos e institucionales, y culturales. 
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3.4. Factores subyacentes

3.4.1. Factores económicos y tecnológicos

3.4.1.1.	Mercados y economías ilegales

Los factores subyacentes son aquellos que refuerzan las causas directas de la 
deforestación. Agrupan complejas variables que constituyen las condiciones 
iniciales en las relaciones estructurales existentes entre sistemas humanos y 
naturales. 

Estos factores influyen en las decisiones tomadas por los agentes y ayudan 
a explicar por qué se presenta el fenómeno de deforestación. Como causas 
subyacentes se definen aquellas relacionadas con factores sociales, 
económicos, demográficos, tecnológicos, políticos e institucionales, y culturales. 

Los factores económicos que inciden en la defo-
restación son principalmente aquellos asociados 
a la depreciación del peso colombiano, la varia-
bilidad en los precios de los commodities, la de-
manda nacional e internacional o el incremento 
del consumo de ciertos productos, y los subsidios 
e incentivos económicos perversos. Mientras tan-
to, los factores tecnológicos que influyen en la de-

Una de las características de los países en desa-
rrollo, como Colombia, es que aunque sus mone-
das están significativamente devaluadas, tienen 
una alta disponibilidad de recursos naturales y 
agrícolas. Como los recursos naturales y sus de-
rivados son productos transables, la devaluación 
de la moneda puede generar la expansión de la 
exportación de estos commodities, y consecuente-
mente producir una mayor presión sobre los bos-
ques (World Bank, 2011). 38  

Se supone que la devaluación de la moneda favo-
rece las exportaciones agrícolas e incrementa la 
demanda por los productos agropecuarios y fores-
tales, además de que los hace más competitivos 
en un mercado internacional. Consecuentemente, 

se incrementa la demanda por las tierras cultiva-
bles y su valor en términos de renta o venta, lo que 
impulsa la expansión de la frontera agrícola hacía 
zonas boscosas, y baratas.39  

Además, la mayor competitividad de los productos 
agrícolas incrementa el costo de oportunidad de 
mantener las tierras con cobertura boscosa; mien-
tras que la mayor competitividad de los productos 
forestales incrementa la tala y el aprovechamiento 
del bosque, al punto de aumentar la deforestación 
(Brown & Pearce , 1994). Entre 2013 y 2014 el dólar 
fluctuó entre los 2.000 pesos colombianos, pero 
desde 2015 comenzó a subir su valor, de modo que 
en 2020 el dólar se cotiza a 3.875 pesos colombia-
nos (XE, 2020).

forestación son los referentes a la mecanización y 
tecnificación en el desarrollo de actividades agro-
pecuarias (SINCHI, 2016). Para desarrollar cada 
uno de estos puntos, este apartado se divide así: 

• Devaluación de la moneda: economías lega-
les e ilegales
• Incentivos estatales 
• Tecnologías y asistencia técnica

38.  Varios estudios han documentado la relación existente entre la devaluación y la mayor deforestación. Kaimowitz, Thiele, y Pacheco (1999) 
muestran que los episodios de devaluación de la moneda en Bolivia.
39.  No solo por el valor de la tierra en sí mismo, sino por la facilidad que existe de evadir impuestos como el predial.
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Ilustración 10 Variación de la tasa de cambio dólar/peso colombiano

Fuente: (XE, 2020) Free currency charts. Peso Colombiano-Dólar (2015-2020)

Esta depreciación podría indicar no sólo que la 
producción y exportación de commodities en Co-
lombia se ha mantenido o ha aumentado en volu-
men y ganancias en el periodo 2015-2020, debido 
a la tasa de cambio dólar/peso, sino que también 
podría dar cuenta del incremento del área defo-
restada a nivel nacional y departamental. 

Con base en el anterior supuesto se pudo consta-
tar que entre 2015 y 2018 las exportaciones pasa-
ron de USD 36’017.522 a USD 41’904.777, siendo 
los sectores que más aportaron el agropecuario 
y agroindustrial, relacionados con productos ali-

menticios y animales vivos; bebidas y tabaco; ma-
teriales crudos y aceites, grasas y ceras de origen 
animal y vegetal (DANE, 2020). Mientras tanto, en 
el mismo periodo de tiempo la deforestación pasó 
de 124.035 ha en 2015 a 158.894 en 2019, siendo el 
periodo con mayor deforestación el comprendido 
entre 2016-2017, con 219.973 ha deforestadas.

Es difícil conocer qué tanto aporta el departamento 
del Guaviare en las exportaciones debido no sólo a 
la falta de información sobre la movilización de los 
productos desde su lugar de origen hasta el puer-
to desde el cual son despachados a otro país, sino 

también por el subregistro de recursos na-
turales y agropecuarios explotados de for-
ma ilícita o sin los respectivos permisos 
ambientales, sanitarios y de transporte. No 
obstante, según información del Ministerio 
de Comercio Industria y Turismo y Proco-
lombia (MINCIT, 2020), el Guaviare ha te-
nido una participación positiva en exporta-
ciones en los últimos años, especialmente 
entre 2018 y 2019, pues pasó de vender USD 
47.144 a USD 1’485.306 (+3.005%).

Algunos ejemplos que pueden dar cuenta 
de los efectos de la devaluación de la mo-
neda en las exportaciones de productos 

Tabla 34 .Deforestación 2015-2018

Fuente: Elaboración propia con base en (IDEAM, 2018A)
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agropecuarios y la deforestación del Guaviare es 
la producción de aceite de palma y la ganadería 
que, en otros departamentos, como Vichada, Meta, 
Magdalena, Bolívar, Cesar, Casanare y Santander, 
se han correlacionado con el desplazamiento for-
zado y el acaparamiento de tierras (Rey, 2013).
La exportación de aceite de palma a nivel nacional 
pasó de 482.271 toneladas en 2016 a 847.778 tone-
ladas en 2017; una cantidad que representa algo 
más de 580 millones de dólares (Portafolio, 2018). 
Esta cifra se mantuvo constante en 2018 y 2019. 
Según Fedepalma (2020), el área total sembrada 
en palma en el país durante 2019 fue de 559.582 
ha, lo que representó un incremento del 3.7 % 
respecto del año anterior. Este incremento está 
asociado a las mayores ventas de aceite de palma 
crudo en el mercado local (6%). 

Si bien los precios del aceite de palma han ido a 
la baja, pues se cotizó en USD 544 por tonelada 
para 2019, registrando una caída de 4 % en rela-
ción con el año anterior (FEDEPALMA, 2020), lo 
cierto es que este es un producto atractivo para 
algunos sectores políticos del Guaviare. Así lo ma-
nifestó el exgobernador del departamento, quien 
vio en el Guaviare un potencial de producción de 
aceite de palma igual o mayor al de Mapiripán, un 
municipio asentado a orillas del río Guaviare y uno 
de los 22 núcleos palmeros más importantes del 

departamento del Meta. Aunque el Guaviare no es 
un departamento palmero a nivel nacional, sí se 
han presentado procesos de pérdida de cobertu-
ra boscosa en las Sabanas de La Fuga y en inme-
diaciones del Resguardo Indígena Nukak Makú, 
asociados a los cultivos de palma africana y eu-
calipto (FCDS, 2020), tanto así que incluso ya se 
encuentran investigaciones en curso por parte de 
la Fiscalía General de la Nación asociadas a esta 
actividad (201800076, 201800116 y 201800197).

Frente al mercado ganadero, las exportaciones de 
animales vivos y productos cárnicos a nivel nacional 
se mantuvieron entre las 35.000 y 40.000 toneladas, 
en 2014 y 2016. En 2017, la exportación de carne 
disminuyó a 16.000 toneladas, pero en 2018 tuvo 
un crecimiento a 18.473 toneladas que, en 2019, 
alcanzó las 30.878 toneladas (Fedegán, 2020). Esta 
variación en las exportaciones carne está asociada 
al incremento de bovinos a nivel nacional y en el de-
partamento del Guaviare, así como al aumento de 
las fincas dispuestas para el desarrollo de esta ac-
tividad como se muestra en la tabla 35.

Ya en términos de economías ilícitas, el SIMCI 
(2019) y el Observatorio de (ODC, 2020), deter-
minaron que los cultivos de coca a nivel nacional 
aumentaron en el periodo de 2016-2018, pues pa-
saron de un total de 146.140 ha en 2016 a 169.018 
ha en 2018, para una producción potencial de hoja 
de coca fresca de 977.414 tm, que representa un 
incremento del 5 % con respecto al potencial de 
producción estimado en 2017 (930.941 tm). 

En el departamento del Guaviare, aunque disminu-
yeron los cultivos de coca, ya que pasaron de cubrir 
6.837 ha en 2016 a 4.339 ha en 2018, aumentaron 
el rendimiento y la producción potencial (7,4 tm/ha/
año), por encima del promedio nacional (5,7 tm/ha/
año).  Lo anterior sugeriría que la depreciación del 
peso colombiano podría haber incidido no sólo en 
el aumento del área cultivada con coca en el país, 
sino también en el incremento de la producción de 
hoja de coca. La depreciación del peso en el periodo 

Tabla 35. Ganado nacional y en el Guaviare

Fuente: (ICA, 2017)
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2016-2018, sin embargo, no disparó en el departa-
mento del Guaviare el área sembrada con coca y 
por ende no es posible afirmar que este cultivo haya 
sido uno de los principales factores en la tumba de 
bosque. Lo que sí se pudo evidenciar es que en el 
año de 2018, el departamento del Guaviare tuvo un 
mayor rendimiento y producción en la hoja de coca, 
lo que podría derivar en el futuro, debido al poten-
cial del departamento, en un riesgo de incremento 
del área a cultivar con coca y, por ende, en la defo-
restación (SIMCI-UNODC, 2019). 

Frente a la variabilidad de los precios nacionales 
e internacionales es importante tener de presente 
que el valor de la hoja y la pasta de coca dismi-
nuyeron 3,3% y 5,5% en 2016.40  Contrario a estas 
tendencias, los precios del kilogramo de clorhidra-
to de cocaína presentaron un alza del 5%, pasando 
de $COP 4.747.300/kg en 2015 a $COP 4.984.600/
kg en 2016 (SIMCI-UNODC, 2017).

Para el año 2017 los precios de la hoja de coca 
fresca, pasta básica de cocaína, base de cocaí-
na y clorhidrato de cocaína cayeron en un 27,6%, 
13,7%, 8.3% y 10,7%, respectivamente, frente a los 
niveles registrados en 2016 (SIMCI-UNODC, 2018). 

Sin embargo, durante el año 2018, el precio pro-
medio de la hoja de coca incrementó un 7.1% 
(pasó de COP2.100/ kg o USD 0.71/kg a COP2.250/
Kg o USD0,76/kg). El precio de la pasta base tuvo 
un alza de 1,9% (pasó de COP 1’633.500/kg o USD 
554/kg a COP 1’665.00/kg o USD 563/kg) y el del 
clorhidrato creció un 11% (de COP 4’449.500/kg o 
USD 1.508/kg a 4’970.600 kg o USD 1.682/kg). En 
la región Meta-Guaviare, sin embargo, el precio de 
la hoja de coca, en 2018, bajó 15 % (COP 1.700) con 

respecto al año anterior, al igual que la pasta de 
coca, cuya variación fue de -10,3% (COP 2’401.400) 
con el 2017. El clorhidrato de cocaína, por el con-
trario, tuvo un aumento del 18,6% con respecto al 
2017 (CO 4’700.000) (SIMCI-UNODC, 2019). 41  

Si los precios de la hoja de coca y sus derivados se 
mantienen o tienden al alza, podría incrementar-
se el área cultiva con coca en el departamento del 
Guaviare y en toda Colombia, acentuando la pro-
blemática de la deforestación. Lo mismo ocurriría 
si la demanda internacional de cocaína sigue en 
incremento, como de hecho aseguró la Oficina de 
Política Nacional para el Control de Drogas de la 
Casa Blanca (ONDCP, en inglés) en un informe pu-
blicado en marzo de 2020, en el que también sos-
tuvo que el área cultivada con coca aumentó lige-
ramente (8%) durante el 2019 (FORBES, 2020) 42.   

Esta información de la ONDCP, sin embargo, se 
opone al reporte dado en junio de 2020 por el 
UNODC-SIMCI y el Gobierno Nacional, en el que 
se afirma que hubo una reducción del 9% en los 
cultivos de coca, pues se pasó de 169.000 ha en 
2018 a 154.000 ha en 2019 (Semana, 2020). 

Finalmente, frente al mercado de la madera que, 
en principio es lícito, la UPRA (2018 A) ha afirma-
do que la producción legal de madera presenta 
un déficit de 1,5 Mm3r en el mercado nacional, lo 
que significa que la oferta no puede abastecer el 
consumo interno de productos forestales made-
rables primarios tradicionales. Este déficit, entre 
otras cosas, ha llevado al aumento de la extrac-
ción ilegal de madera, un negocio lucrativo, que 
puede ser cercano a los USD 750 millones anua-
les (El Espectador , 2018). 

40.  la hoja de coca pasó de costar COP 3.000/kg en el 2015 a COP 2.900/kg en el 2016, lo que equivale a una caída del 3,3%. El precio del kilogramo 
de pasta básica de cocaína pasó de COP 2.005.700/kg en el año 2015 a COP 1.895.700/kg en el año 2016, con una caída del 5,5%.
41.  La variabilidad en los precios también podría estar asociada a los altos costos de los insumos agropecuarios.
42.  La dinámica reciente de recuperación de los precios no es un fenómeno estrictamente dependiente del mercado nacional, toda vez que coincide 
con un incremento del consumo y la disponibilidad de cocaína a nivel mundial. Al parecer, existen dos factores que inciden directamente en el 
aumento de la producción de cocaína: aumento del consumo y disponibilidad de EEUU y Europa.
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3.4.1.2.	Incentivos estatales

3.4.1.2.1. Créditos 

Además de ciertas cadenas de mercado, los subsidios y las políticas 
gubernamentales son causas importantes en las dinámicas de uso del suelo 
pues, por ejemplo, incrementan las tasas de consumo o el uso de los recursos 
e insumos productivos (IDEAM, 2018). En este apartado se desarrollan tres 
ejemplos que han podido incentivar la deforestación en el periodo 2016-2020; 
estos son: algunas líneas de crédito, como las ofrecidas por Finagro (SINCHI, 
2019B), las dificultades en la implementación de los programas del Acuerdo 
Final para la Paz, especialmente el PNIS, así como algunas iniciativas de 
otras entidades y proyectos de cooperación y ONG, incluidos los acuerdos de 
restauración.  

Según el Censo Nacional Agropecuario (2017) en 
el departamento del Guaviare, durante 2014, se 
censaron 5.705 UPA (unidades productivas agro-
pecuarias) de las cuales 505 solicitaron créditos 
para una aprobación total de 429 créditos. De esos 
429 créditos 206 estuvieron destinados a la com-
pra de animales. 

El Censo, sin embargo, no permite saber si los 
créditos aprobados soportan actividades desa-
rrolladas en predios zonificados en los tipos A y B 
la reserva forestal de Ley 2° de la Amazonía o en 
reservas forestales protectoras, aunque sí reporta 
que se solicitaron 11 créditos en territorios colecti-
vos del Guaviare, de los cuales todos se aprobaron, 
por lo que se podría presumir que los resguardos 
indígenas del departamento han sufrido procesos 

Fuente: (DANE, 2017)

de colonización por personas ajenas a las comuni-
dades étnicas. En la Serranía de Chiribiquete y en 
la RNN Nukak no se solicitaron o aprobaron crédi-
tos, aunque esta situación sí se presentó en otras 
áreas del SPNN como Galeras (en Nariño). 
A pesar de que no existe información suficiente 
sobre la ubicación de los predios del departamen-
to cubiertos con créditos y si estos se encuen-
tran en zonas de protección ambiental, el texto 
denominado “Portafolio de productos y servicios 
financieros Finagro y su aplicación en la Amazo-
nía: Caso Caquetá y Guaviare” (2019) sí identificó 
criterios perversos en el portafolio de Finagro que 
impiden o frenan la implementación de prácticas 
agroambientales y fomentan la extensión de la 
frontera agropecuaria a costa del deterioro de los 
ecosistemas. Entre esos criterios están:
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La ausencia de determinantes ambientales 
en los créditos ofrecidos y la falta de dis-
tinción sobre el sistema productivo a utili-
zar. En otras palabras, se usan las mismas 
condiciones para financiar actividades que 
pueden proteger y ser amigables con el 
medio ambiente o actividades cuyo sistema 
productivo deteriore el ecosistema.

La discrecionalidad en la incorporación de 
consideraciones ambientales en los estudios 
o evaluación de los créditos. En los departa-
mentos del Caquetá y el Guaviare se eviden-
cia que en algunos casos las Epsagro, enti-
dades prestadoras del servicio de asistencia 
técnica agropecuaria, prefieren los potreros 
grandes y con menos bosque para evaluar 
si un crédito es viable o no, pues se tiene la 
percepción de que un predio con bosque es 
menos productivo, lo cual induce al produc-
tor a talar bosque con el fin de viabilizar su 
actividad financiada con un crédito.

El desconocimiento de las Epsagro de los 
servicios ecosistémicos que prestan los 
bosques. Esto se evidencia en una visión 
cortoplacista en la generación de beneficios 
económicos de la actividad productiva, bus-
cando retornos en el menor tiempo posible.

La evaluación de los créditos desde Bogotá, 
lo que dificulta que se pueda tener seguri-
dad de si el proyecto se realizará en zonas 
con alguna figura de protección ambiental.

La desconfianza por la implementación de 
sistemas agroforestales, bajo la creencia 
de que sus retornos económicos son ba-
jos o inciertos, y pueden llevar a situacio-
nes de no pago. En el caso del Caquetá y 
Guaviare, por sus condiciones climáticas de 

alta pluviosidad, se requieren de arreglos 
con densidades de siembra diferentes a las 
otras regiones del país, lo cual se tradu-
ce en mayores costos de establecimiento, 
sostenimiento y asistencia técnica para el 
éxito de este tipo de sistemas, por lo que 
tampoco son llamativos para las entidades 
financieras.

La asimetría de información sobre norma-
tividad ambiental. El portafolio de Finagro, 
por ejemplo, en sus versiones 2013, 2014 y 
2015 incorporó como actividades no finan-
ciables las asociadas a la tala de bosques 
nativos y secundarios o el desarrollo de 
actividades agropecuarias en Parques Na-
cionales, reservas forestales protectoras y 
zonas amortiguadoras. Sin embargo, esos 
criterios no fueron considerados en el por-
tafolio más actual.

Como respuesta a esta situación, en las Bases 
del Plan Nacional de Desarrollo se previó que 
como el sector agropecuario presenta las mayo-
res emisiones de GEI, se requiere el desarrollo de 
instrumentos financieros que incentiven activida-
des que aporten a la reducción de emisiones con 
efecto invernadero, el uso eficiente del agua y del 
suelo, y la disminución de impactos ambientales 
derivados de la producción agropecuaria.

Adicionalmente, es importante recordar que las 
instituciones sometidas al control y vigilancia de 
la Superintendencia Financiera (como Finagro, 
Banco Agrario y otros bancos de primer y segun-
do piso) tienen obligaciones en materia de control 
de actividades delictivas, a riesgo de ser investi-
gadas por la Superintendencia Financiera. Algu-
nas de las funciones de dicha entidad, además de 
las que le han sido otorgadas como policía judi-
cial, se evidencian en la tabla 37. 
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Tabla 37 Funciones generales de Superfinanciera
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Tabla 37 Funciones generales de Superfinanciera

Fuente: elaboración propia con base en la normatividad citada

3.4.1.2.2. Programas del Acuerdo Final para la Paz

Los programas del Acuerdo Final para la Paz fue-
ron diseñados con el propósito de construir una 
paz estable y duradera, cerrar la frontera agrícola, 
democratizar el acceso a la tierra en beneficio de 
los campesinos sin tierra o con tierra insuficiente y 
garantizar su buen vivir. Por esa razón no se puede 
afirmar que estos programas sean en sí mismos 
incentivos perversos. 

Sin embargo, es posible que durante su formula-
ción e implementación produzcan consecuencias 
imprevistas. Esta situación obedece a la comple-
jidad de la formulación de las políticas públicas y 
a las maneras en que son recibidas por la gente, 
pues una vez puestas en marcha, entran en una 
compleja red de relaciones con varios actores e 
instituciones (Shore, C., 2010).Algunos ejemplos 
que derivaron o pueden derivar en incentivos per-
versos son los siguientes:

PNIS y aumento de los cultivos de coca: El PNIS, 
que hace parte del punto 4 del Acuerdo Final para 
la Paz, busca solucionar el problema del cultivo de 
coca a través de la celebración de acuerdos entre 
el gobierno nacional, las FARC y los campesinos, 
quienes se comprometían a erradicar los cultivos 
de coca a cambio de implementar proyectos pro-
ductivos agropecuarios que garantizaran su sub-
sistencia. 

Como forma de transparencia, durante los ciclos 
de diálogos del Proceso de Paz en La Habana se 
fueron publicando los acuerdos borradores temá-
ticos que harían parte integral del Acuerdo Final 
para la Paz. El acuerdo borrador del punto 4, sobre 
la “Solución al problema de las drogas ilícitas”, se 
hizo público en mayo de 2014 y empezó a ser so-
cializado a través de jornadas pedagógicas, en las 
que la Oficina del Alto Comisionado para la Paz 
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explicaba a los campesinos de las zonas rurales 
del país cómo venía avanzando el Proceso de Paz 
y qué se había acordado. 43  Las FARC también se 
encargaron de difundir el mensaje de que las fa-
milias que tuvieran coca recibirían beneficios del 
Estado (FIP, 2019). Sin embargo, el punto 4 empe-
zó a implementarse oficialmente en 2017, por lo 
que en esos tres años se pudieron crear expectati-
vas entre la gente. 44  En otras palabras, antes de 
que se firmara el Acuerdo Final, la gente sabía 
que se estaba negociando un programa de sus-
titución, lo que pudo motivar a algunas personas 
a cultivar o a incrementar el área de sus cultivos 
para convertirse, años después, en beneficiarios 
de dicho programa 45.  

43.  Antes de la firma del Acuerdo Final la Oficina del Alto Comisionado para la Paz realizó varias jornadas de pedagogía en diferentes 
departamentos del país. Uno de los antecedentes fue el de una jornada de más de 200 asistentes que participaron de las “Lecturas de los acuerdos 
de La Habana en voz alta”. El taller, realizado en los municipios de San Juan Arama, El Dorado y Villavicencio, contaron con la presencia de 
delegados de la OACP, quienes socializaron los avances del proceso de paz con los asistentes.  
44. Entrevista a coordinador regional del PNIS, enero 2019: “Cuando estaban en ese proceso de socialización del Acuerdo [haciendo referencia al 
borrador] hace cinco años [en el 2014] (…) yo estaba en Vistahermosa y un campesino dijo “¿Ese programa de PNIS le va a servir a la gente que 
tiene coca o a la que tuvo coca?” y alguien del Alto Comisionado dijo “no, eso es únicamente para quienes tengan coca”. Yo me imagino que la gente 
pensó “uy alcanzamos a sembrar (…) Si nos van a ayudar porque tenemos coca y faltan dos años para el Acuerdo Final, alcanzamos a sembrar 
coca. La coca se da en tres meses”. Yo creo, no, yo estoy absolutamente seguro, además lo muestran las estadísticas, que esa situación llevó a 
que existiera un crecimiento (…). Eso incentivó el cultivo. Yo creo que hay que tener en cuenta esa diferencia del año del acuerdo del punto 4, con 
respecto al acuerdo general. Eso fue un incentivo perverso”
45. Ibíd.
46. Cuya estructura perteneció en sus inicios al Departamento Administrativo de Presidencia y luego a la ART.

Gráfica 5. Variación cultivos de coca

Fuente: Elaboración propia con base en (ODC, 2019). La franja amarilla corresponde a la 
firma del Acuerdo Final para la Paz

PNIS y tumbe del bosque: El PNIS, si bien llevó 
a que los campesinos erradicaran la coca, tam-
bién produjo la instalación de nuevos cultivos de 
autoconsumo que requieren nuevas tierras, lo que 
dinamizan en cierto modo la deforestación. Lo 
anterior se sustenta, por ejemplo, en un estudio 
realizado por Andrew V. Bradley y Andrew C. Mi-
llington (2008), que mostró que la política de erra-
dicación y sustitución incidió en el aumento de la 
deforestación de los bosques tropicales de la re-
gión del Chapare, en Bolivia. A grandes rasgos, las 
políticas anti-coca que se empezaron a fortalecer 
a finales de la década del ochenta, duplicaron la 
tala de bosque tropical y el área disponible para 
cultivos sustitutos que, entre 1993 y 2000, pasó de 

60.000 a 120.000 ha. 

Entre los cultivos sustitutos se 
identificaron banano, maracuyá, 
pimienta negra, piñas y palmitos 
e incluso áreas de pasto para ga-
nadería que tienen menores ren-
dimientos que la coca y merca-
dos más inestables, lo que lleva 
a los hogares a talar más bosque 
para sembrar más y mejorar sus 
ganancias (Henkel, R, 1987).

PNIS y certificados de sana po-
sesión: En el marco del PNIS 
también se pudo evidenciar que 
la Dirección de Sustitución de 
Cultivos Ilícitos (DSCI) 46 empe-
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zó a pedirle a los cultivadores de coca certifica-
dos de sana posesión expedidos por la respectiva 
Alcaldía o certificados de permanencia en el te-
rritorio, firmados por los miembros de las JAC. 
Lo anterior sin importar si estas personas se en-
contraban o no en áreas protegidas o en zonas de 
protección ambiental. Si bien estos certificados 
no son títulos de propiedad, sí generan expecta-
tivas entre la gente que los obtiene, quienes con-
sideran que a futuro pueden llegar a formalizar 
su relación con la tierra, a través de resoluciones 
de adjudicación. Este tipo de certificados, ade-
más, es a todas luces ilegal cuando los predios se 
encuentran dentro de las áreas del SPNN, donde 
los predios son imprescriptibles e inadjudicables 
y en las reservas forestales de Ley 2° y protecto-
ras, sobre las que también recae la prohibición de 
inadjudicabilidad, hasta tanto no se tramite la de-
bida sustracción. Con base en ello, no es extraño 
que la Fiscalía General de la Nación haya logrado, 
en San Vicente del Caguán (Caquetá), La Macare-
na y Uribe (Meta) medidas de protección para las 
áreas del SPNN que incluyen detener la emisión 
de certificaciones de colonos y autorizaciones de 
permanencia temporal (Fiscalía General de la 
Nación, 2020). 

Expectativas y exigencias de las comunidades 
beneficiarias de los programas del Acuerdo Fi-
nal para la Paz: Al revisar los Planes de Acción 
para la Transformación Regional (PATR) de los 
municipios del Guaviare y de la Subregión Maca-
rena-Guaviare se identificaron iniciativas y pro-
yectos que se construyeron de forma participativa 
con las comunidades beneficiarias y que, aunque 
son necesarias, por su falta de especificidad y arti-
culación con las determinantes del ordenamiento 
territorial, pueden generar grandes expectativas 
frente a: la posibilidad de ocupación y titulación 
en las áreas protegidas y de especial importancia 
ecológica, la adquisición de maquinaria amarilla 
para la adecuación de vías y el cambio de régimen 

de usos de las figuras ambientales. Este punto se 
desarrollará con más detalle en el apartado de 
Factores Institucionales.

A lo anterior se suman las exigencias de las comu-
nidades para negociar con el Gobierno Nacional. 
En el Acuerdo Marco Colectivo para la Sustitución 
Voluntaria en el Departamento del Guaviare y Sur 
del Meta, por ejemplo, se expuso como condicio-
nante para continuar con el PNIS la apertura de 
la vía Calamar-Miraflores que hoy es referencia-
da como uno de los principales sectores afectados 
por la deforestación en el departamento, según lo 
expuesto por la FCDS: 

La apertura y ampliación acelerada en el ancho de 
esta vía, ha hecho que para el 2020 se pierdan 758 
hectáreas a ambos lados de la de la vía desde la 
vereda Agua Bonita hasta el centro poblado de Ba-
rranquillita a través de 61 km. (FCDS, 2020) Este 
tipo de exigencias dificultan, además, el ejercicio 
de la Fiscalía General de la Nación en la solicitud 
de medidas de protección, como las concedidas en 
audiencia del 3 de diciembre de 2019, que esta-
bleció que “no podrán transitar ningún tipo de au-
tomotor y/o maquinaria oficial, pública o privada 
(…) igualmente no podrán transportar material de 
construcción, motores agrícolas como guadañas, 
motosierras y demás prohibiciones que en crite-
rio de la CDA estén ya señaladas (…) la suspensión 
de cualquier de tipo de inversión pública sobre las 
vías que se ordenan su cierre y se ordena a las au-
toridades el retiro de cualquier tipo de maquinaria 
destinada a su mantenimiento” 47.  

Lo anterior bajo el supuesto de que estas medidas 
fueron irregularmente modificadas en audiencia 
del 24 de enero de 2020, según el argumento de 
“poder continuar con los planes y proyección PEN-
NIS (sic) [PNIS], Visión Amazonía (…)”; audiencia 
que, en todo caso, fue objeto de tutela por viola-
ción al derecho fundamental al debido proceso, 
específicamente a la debida notificación.

47.  Juzgado Primero Promiscuo Municipal de San José del Guaviare.
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3.4.1.2.3. Iniciativas de otras entidades y proyectos de cooperación y ONG

Otros incentivos asociados a la deforestación tie-
nen que ver con la labor de la Federación Colom-
biana de Ganaderos (Fedegan), la organizaciones 
gremiales ganaderas y el Instituto Colombiano 
Agropecuario (ICA), que han expedido hierros, 
guías, bonos de venta y registros de predios; ade-
más de que han promovido jornadas de vacuna-
ción dentro de áreas protegidas del SPNN, espe-
cialmente en Cordillera de los Picachos y Tinigua 
(Fiscalía General de la Nación, 2020), en contra de 
la prohibición que existe para este tipo de áreas de 
adelantar actividades agropecuarias.

También es importante revisar algunas acciones 
que despliegan las autoridades ambientales y 
que, aunque van dirigidas a solucionar conflic-
tos socio-ambientales, pueden derivar en el au-
mento de la deforestación y colonización de estas 
zonas. Un ejemplo de esto son los acuerdos de 
restauración ecológica participativa que las au-
toridades ambientales ha suscrito con ocupantes 
de las áreas protegidas bajo su administración y 
que, en vez, de desmontar las  actividades pro-
hibidas (entre las que se encuentran todas las 
asociadas al sector agropecuario), pueden llevar 
a que se establezcan regímenes transitorios de 
conversión de actividades que, a su vez, permitan 
evadir a estos sujetos la responsabilidad penal y 
ambiental (Ley 1333 de 2009).  

Este punto está especialmente asociado al artículo 
7 de la Ley 1955 de 2019, sobre el Plan Nacional de 
Desarrollo, que establece:

Artículo 7°. Conflictos Socioambientales en Áreas 
Protegidas del Sistema Nacional en Áreas Prote-
gidas (SINAP). Las autoridades am¬bientales, en 

coordinación con otras entidades públicas y en el 
marco de sus funciones podrán celebrar acuerdos 
con población campesina en condición de vulnera-
bilidad, que habite, ocupe o realice usos tra¬dicio-
nales asociados a la economía campesina en áreas 
protegidas del SINAP que deriven su sustento de 
estos usos y que puedan ser reco¬nocidos por las 
entidades que suscriben los acuerdos con una re-
lación productiva artesanal y tradicional con el área 
protegida, con el objeto de contribuir a la atención 
de los conflictos de uso, ocupación y tenen¬cia que 
se presenten en estas áreas. Estos acuerdos per-
mitirán generar alternativas de usos compatibles 
con los objetivos de conservación del área, ordenar 
y regular los usos asociados a la economía campe-
sina, para mejorar el estado de conservación de las 
áreas, definir actividades productivas acordes con 
los objetivos de conservación del área protegi¬da y 
las condiciones de vida de la población, garantizan-
do sus derechos fundamentales. 

Si bien este artículo da cuenta de los conflictos exis-
tentes en las áreas protegidas, es una disposición 
confusa que ha generado tensiones entre las auto-
ridades ambientales y los ocupantes de las áreas 
del SINAP. Además, este artículo pone en duda la 
legitimidad del régimen de usos permitidos y prohi-
bidos de las áreas protegidas y normaliza medidas 
temporales y no definitivas, como la restauración y 
el pago por servicios ambientales (PSA). 48  

Adicionalmente, se ha podido identificar que las 
estrategias de proyectos de conservación y refo-
restación podrían convertirse en incentivos per-
versos en el caso en que sólo lleguen a beneficiar 
a los países (como Colombia) o a los departamen-
tos (como el Guaviare) que poseen altas tasas his-

48.  El problema de estas medidas es que no son una solución definitiva para las familias, como lo manifestó Juan Carlos Palou, un exasesor de la 
DSCI: En parques (…) se pueden hacer actividades de restauración, pero ¿qué sostenibilidad tiene para las familias? Eso es incierto. Pueden sembrar 
árboles nativos y pueden pagarle al campesino para que lo haga, pero una vez hecho, ¿qué hace el campesino para vivir? Tiene que salir de ahí, 
ubicarse en un territorio idóneo para la producción.
¿Qué hacemos con la gente que tiene coca [en los Parques]? La restauración no es suficiente ¿O vamos a financiar constantemente la restauración? 
Tener [a los campesinos] casi que como funcionarios [del Estado] y cuando se acabe la plata ¿qué? (Entrevista a Juan Carlos Palou, exasesor de la 
DSCI, septiembre 2018).  
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tóricas de deforestación (Articulación Regional 
Amazónica, 2011), pero sin retribuir a los que han 
hecho un esfuerzo por conservar las coberturas 
boscosas. La dinámica sería más o menos similar 
a la explicada hace unas páginas sobre el PNIS. 
Ante la expectativa de la llegada de un determina-
do programa o proyecto de inversión en materia de 
conservación, un sector o comunidad incrementa 
el área deforestada para convertirse en beneficia-
ria y recibir mayores recursos. 

El impacto sobre la cobertura boscosa también de-
pende de la tecnología de producción o explotación 
empleada en el desarrollo de actividades agrope-
cuarias, industriales y de infraestructura. Para la 
mayoría de las causas directas de la deforestación 
en Colombia, un mayor nivel de mecanización de 
las herramientas utilizadas suele conllevar un 
mayor impacto sobre los bosques. Esto es particu-
larmente importante para el caso de la extracción 
de minerales y de madera. Por otra parte, bajos 
niveles de tecnificación en sectores como el agro-
pecuario se asocian a una menor intensificación 
en el uso del suelo, lo que se traduce en mayor 
área de intervención y, por ende, en mayor defo-
restación (IDEAM, 2018). 

Particularmente, el Censo Nacional Agropecuario 
(DANE, 2017) permite aproximarse a la estructura 
productiva del sector agropecuario en el departa-
mento del Guaviare e identificar la tecnificación del 
sector. En Guaviare se censaron 5.705 UPA, de las 
cuales sólo 611 recibieron asistencia técnica. Entre 
ellas, 429 recibieron asistencia en buenas prácti-
cas agrícolas, 144 en prácticas pecuarias, 146 en 
prácticas de manejo ambiental, 181 en manejo de 
suelos, 66 en manejo de poscosecha y 23 en comer-
cialización. El Censo Nacional Agropecuario ade-
más arrojó que, a pesar del bajo nivel de asistencia 

Esta problemática también fue evidenciada en el 
Plan de Desarrollo Departamental del Guaviare 
(2016-2019), pues identificó que es un problema 
que recursos económicos del orden nacional e 
internacional lleguen con iniciativas pre formu-
ladas, desconociendo las dinámicas locales y de-
partamentales y sin que sea claro quién regula la 
inversión de los recursos, al punto que pareciera 
que otras organizaciones asumieran el papel del 
Estado en la responsabilidad que le compete de 
conservación del territorio.

técnica en el Guaviare, este departamento cuenta 
con el mayor porcentaje (60,4%) de UPA en el área 
rural dispersa censada con tenencia de maquinaria. 
De 5.705 UPA censadas, 3.367 tienen maquinaria, 
de las cuales 644 son para preparación y siembra, 
3.116 para manejo, 1.554 para cosecha y 5 para 
poscosecha. Otras 1.982 UPA tienen maquinaria 
pecuaria, de las cuales 27 son para alimentación, 
667 para genética y reproducción, 1.955 para cría, 
levante y ceba, y 975 para beneficio.

El Censo (DANE, 2017) también muestra las prác-
ticas del Guaviare en el manejo sobre cultivos, 
plantaciones y pastos para mejorar los suelos. De 
las 1.937 UPA censadas en esta variable, 705 usan 
fertilizantes químicos, 494 fertilizante orgánico, 
135 con enmienda o corrector de acidez de sue-
los, 900 quemas, 41 rezos, 9 ritos, y 4 pagamentos. 
Mientras tanto, en materia de plagas, de las 2.836 
UPA censadas, 1.785 fueron manejadas con con-
trol manual, 204 con control orgánico, 1.207 con 
control químico, 23 control biológico, 153 con con-
trol mecanizado, 8 con plantas repelentes y 16 con 
plantas genéticamente modificadas. Si bien el ma-
nejo de los cultivos y sus respectivas plagas no ne-
cesariamente inciden con la mayor deforestación, 
sí tienen repercusión en los suelos y en eventuales 
procesos de reconversión y restauración. 

3.4.1.3.	Tecnologías, costos de producción y consumo
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Para desarrollar los factores políticos que inciden en la deforestación, este 
apartado se divide en: i) Políticas sectoriales y territoriales que, evidencia 
el retraso, la desactualización o la falta de disponibilidad al público de los 
instrumentos de planificación territorial y ambiental, así como la falta de 
coherencia y la desarticulación entre dichos instrumentos; ii) Presencia 
institucional y condiciones sociales, que da cuenta de la presencia diferencial 
de las instituciones del Estado en departamentos apartados como el Guaviare, 
así como la pobreza y el bajo desempeño fiscal como determinante en la 
pérdida de bosque; iii) Uso, distribución y derechos de propiedad sobre la 
tierra, que analiza las dinámicas de tenencia y relación jurídica con la tierra en 
el departamento del Guaviare; iv) Conflicto armado y posconflicto, que explica 
cómo la presencia de grupos armados ilegales puede incidir negativamente en 
la conservación de los bosques del departamento (IDEAM, 2018). 

3.4.2. Factores políticos

3.4.2.1.	Políticas sectoriales y territoriales

Como se explicó en el capítulo de Determinantes 
Ambientales y otras figuras del Ordenamiento, en 
el departamento del Guaviare existe una gran varie-
dad de figuras territoriales, ambientales y arqueo-
lógicas que exigen un alto grado de coordinación 
entre las diferentes autoridades del Estado (del or-
den nacional, departamental y local), así como una 
alta coherencia entre los diferentes instrumentos 
de planificación que determinan los usos y estrate-
gias de manejo y gestión de esas figuras. 

No obstante, lo que se ha podido evidenciar al revi-
sar algunos instrumentos de planificación, es que 
muchos de ellos no se encuentran disponibles en 
las páginas web oficiales de las entidades terri-
toriales, están desactualizados (algunos de ellos 
por más de 10 años), presentan contradicciones 
entre sí y con el uso real que se le da al suelo, y 
muchas veces muestran que para las autoridades 
no es claro el alcance de sus competencias lega-
les. Para explicar cada uno de estos supuestos, se 
analizan los planes de desarrollo municipales y 
departamentales del Guaviare, los planes de orde-
namiento territorial, algunos planes de manejo de 
figuras ambientales, expectativas de inversión de 
los sectores infraestructura y minero energético, 
y de paz. 

San José del Guaviare

El plan de desarrollo 2020-2023 tiene como ob-
jetivos garantizar las condiciones de seguridad 
y construcción de paz; establecer la producción 
y explotación sostenible de las apuestas econó-
micas para el desarrollo territorial; fortalecer el 
turismo, enfocado a la conservación, preserva-
ción y recuperación del medio ambiente, los cua-
les se pretenden cumplir a través de las siguien-
tes líneas de acción: 

• Progreso social y comunitario para el de-
sarrollo, que incorpora como uno de sus 
programas el de “educación con oportunidad 
y progreso para todos” para sensibilizar y 
concientizar a la comunidad educativa sobre 
la protección, y conservación.

• Progreso territorial y económico que de-
sarrolla varios programas, entre ellos: “la 
planificación y desarrollo sostenible con 
oportunidad de progreso para todos”, y que 
pretende la planificación predial, la extensión 
agropecuaria a través de proyectos soste-
nibles, sistemas agroforestales, y procesos 
de reconversión ganadera; la “gestión aso-
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ciativa, comercial y agroindustrial” para in-
centivar, dinamizar y fortalecer los procesos 
agroindustriales del municipio en esquemas 
de competitividad; las “vías e infraestructura, 
con oportunidad y progreso para todos”, con 
el fin de gestionar, mejorar y construir vías e 
infraestructura urbana y rural como motor 
de desarrollo. Las metas de este programa 
incorporan 1.700 metros lineales de placa 
huella construida y 272 km de vías terciarias 
priorizadas con mantenimiento y concepto 
ambiental favorable y 20 km de vías terciarias 
mejoradas, gestionadas o ejecutadas.

• Medio ambiente y sostenibilidad para el 
desarrollo que incorpora el programa de 
“ambiente sostenible con oportunidad y pro-
greso para todos” para reducir a cero la de-
forestación a través de la implementación de 
acciones de restauración, protección y con-
servación. Adicionalmente están los progra-
mas de: “control ambiental” enfocado en la 
disposición final de residuos sólidos; “ges-
tión del riesgo de desastres”, que busca una 
respuesta rápida por parte del municipio; y 
“ordenamiento territorial”, que toma como 
punto de partida la actualización del Plan 
Básico de Ordenamiento Territorial (PBOT).

Estas nuevas líneas estratégicas, programas y 
metas no distan mucho de los planteados en Plan 
de Desarrollo Municipal (2016-2019) “Un Gobier-
no de acción y paz”, ya que reitera la necesidad de 
mejorar y adecuar la infraestructura vial, proteger 
las áreas del SPNN y otras de especial importan-
cia ecológica, así como actualizar el PBOT. 

Con base en ello, el Plan de Desarrollo Municipal 
(2016-2019) contenía como uno de sus ejes estra-
tégicos el de infraestructura, cuyo objetivo era: 
“construir, mantener y adecuar la infraestructu-
ra requerida en el municipio, como medio para el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población 

con enfoque diferencial y la competitividad territo-
rial con criterios de calidad y accesibilidad”. Para 
la materialización de ese objetivo se dispuso la 
adquisición de maquinaria amarilla para el mejo-
ramiento vial, que podría incluir el desarrollo de 
macroproyectos estratégicos como la marginal de 
la selva que, por ejemplo, ha sido identificado en 
la “Estrategia Integral de Deforestación – Bosques 
Territorios de Vida”, del MADS, como un factor di-
recto de deforestación que “desde el inicio de los 
Diálogos de Paz experimentó una alta dinámica de 
ocupación” y procesos de especulación de la tierra 
y expectativas de inversión.

En el eje estratégico ambiental, por su parte, se 
contempló el desarrollo de medidas de manejo 
ambiental, adecuado y sostenible de los diversos 
procesos, promoviendo alternativas sustentables 
de aprovechamiento de las ofertas naturales, en-
caminadas a reducir la dependencia económica 
sobre actividades extractivas (forestal, minería, 
tráfico de fauna y flora) o de uso del suelo (agricul-
tura y ganadería) y a favorecer en cambio la res-
tauración y preservación de los ecosistemas bos-
cosos e hídricos. En el marco de esa estrategia, 
sin embargo, se consideraron metas contrarias 
destinadas a implementar zonas francas e indus-
triales para el desarrollo agroindustrial, así como 
la expansión de las zonas urbanas del municipio. 

Entre las metas necesarias para un mejor orde-
namiento y uso del territorio, se dispuso revisar, 
ajustar y adoptar, mediante acuerdo municipal, el 
PBOT y gestionar la formación catastral rural. Lo 
anterior bajo el entendido de que el PBOT es de 
2001 (Acuerdo 008) y lleva más de 19 años vigente. 
Este PBOT, si bien desarrolla la preocupación por 
la ocupación de las áreas protegidas y los suelos 
de protección, también se refiere a la titulación 
como una acción prioritaria que, sin embargo, 
no está en consonancia con las restricciones del 
ordenamiento ambiental del departamento y del 
municipio (FCDS, 2015). 
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Tabla 38 Suelos de protección San José del Guaviare

Fuente: (SINCHI, 2016)

En el PBOT, un principio acordado y concertado 
con los habitantes del municipio fue “no propiciar 
asentamientos en zonas de protección y controlar 
el avance de la frontera de colonización”, pues la 
mayoría del municipio está destinado al desarrollo 
agroforestal, con algunos pequeños sectores des-
tinados al ecoturismo y a la ganadería sostenible, 
en consonancia con la zonificación de la reserva 
forestal de Ley 2° de la Amazonía, el DMI, la ZRC y 
los resguardos indígenas. 

Con base en ello, la zonificación por tipos de uso 
del suelo para todo el municipio está dividida en 
conservación, alta significancia ambiental, alta 
fragilidad ambiental, producción, producción en 
resguardo, producción con restricción legal y pro-
tección producción. Por su parte, la zonificación de 
uso del suelo para la franja central del municipio, 
donde tienen lugar las mayores dinámicas produc-
tivas se encuentra en la tabla 39.

A pesar de las zonas y subzonas dispuestas, existe 
discordancia entre la zonificación y los usos real-
mente realizados. Por ejemplo, aunque las Saba-
nas de la Fuga se encuentran categorizadas como 
una zona de producción sostenible, actualmente se 
encuentran cultivos agroindustriales que avanzan 
hacia el Resguardo Indígena Nukak Makú (FCDS, 
2020). En las zonas de Caño Macú y Caño Mosco, 
en el resguardo indígena Nukak Macú se presen-
tan cultivos de uso ilícito; muy a pesar de que los 
resguardos indígenas están dispuestos, según el 
PBOT, para la agricultura tradicional amazónica y 
el desarrollo forestal.

Frente a políticas sectoriales, el Gobierno Nacio-
nal –a través de la ANM–, con el fin de “lograr el 
crecimiento sostenible del sector minero bajo un 
concepto de responsabilidad técnica, ambiental y 
social (…)” (Res. 0045/2012), ha identificado unas 
áreas con potencial mineral para definir áreas de 
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reserva estratégica del Estado, en las que se pro-
moverán proyectos para minerales estratégicos a 
pequeña, mediana y gran escala de operación. 

Entre las áreas priorizadas se encuentran algunas 
pertenecientes a la zona de influencia de la RNN 
Nukak, como lo expone el proyecto de plan de 
manejo de esta área protegida del SPNN. Esta si-
tuación ha generado muchas expectativas, ya que 
abarca parte de los departamentos de Guaviare, 
Guainía, Vaupés, Vichada y Amazonas. 

El plan de manejo del PNN Serranía de Chiribi-
quete (2018-2022), por su parte, establece que 
los cultivos de palma vienen extendiéndose des-
de el norte hacia San José del Guaviare, muni-
cipio que integra la zona de influencia de este 
PNN; siendo las veredas Manavires y Angoleta 
las que más han generado presión, debido a los 
procesos de deforestación. 

Tabla 39 
Tipo de uso 

del suelo 
en la franja 

central de 
San José del 

Guaviare

En el marco del Acuerdo Final para la Paz, especial-
mente el punto 1, sobre la Reforma Rural Integral, 
se ha venido formulando el Plan de Desarrollo con 
enfoque Territorial Macarena Guaviare 49.  

Para el municipio de San José del Guaviare existe 
el Pacto Municipal para la Transformación Re-
gional, suscrito el 2018-12-05. Este instrumento 
incorpora varias iniciativas en temas de ordena-
miento social de la propiedad, infraestructura y 
adecuación de tierras, salud rural, educación ru-
ral, vivienda, agua, reactivación económica, entre 
otros. Con base en ello, en esta oportunidad se 
traen de presente las iniciativas más relevantes 
que, si no tienen un adecuado tratamiento, pue-
den llegar a impulsar -de forma indirecta proce-
sos de deforestación.

Fuente: PBOT San José del Guaviare

49. Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) son mecanismos para la construcción de la paz en los territorios, ya que tienen 
como fin la promoción de escenarios de diálogo social, gestión y resolución de conflictos y otras actividades en busca del fortalecimiento de la 
convivencia y la construcción de una cultura de paz. Se entienden, además, como instrumentos de planeación estratégica territorial que buscan 
transformar estructuralmente el campo y el ámbito rural, a través de la definición de un portafolio de proyectos. Este tipo de programas se están 
implementando en 16 subregiones del país, entre ellas la Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño (16 municipios de Caquetá y 1 del Huila), 
Macarena-Guaviare (4 municipios del Guaviare y 8 del Meta) y Putumayo (9 municipios).
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Tabla 40 
Acciones 

que podrían 
incidir en 

deforestación 
- PMTR San 

José del 
Guaviare

Fuente: Elaboración propia con base en (ART, 2018)
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El Retorno

El plan de desarrollo de El Retorno, Acuerdo 007 
de 2020, cuenta con cuatro ejes estratégicos, así: 
equidad; medio ambiente con sostenibilidad; em-
prendimiento y productividad, y gobernabilidad. 
El eje estratégico sobre medio ambiente incor-
pora un programa de conservación, protección y 
restauración para mitigar los gases de efecto in-
vernadero y adaptación al cambio climático, pro-
mover la biodiversidad y su uso sostenible y plani-
ficar el manejo de las áreas de interés ambiental. 

En el eje de emprendimiento y productividad se 
previó el programa “vías motor del desarrollo eco-
nómico” que busca optimizar, mejorar, rehabilitar 
y mantener las vías rurales, para lo cual se for-
mulan como metas: la elaboración del plan vial 
municipal; la construcción de un puente peatonal; 
la pavimentación de la vía nacional San José del 
Guaviare – El Retorno, a través de la cofinancia-
ción con el gobierno nacional; y el mejoramiento 
de más de 346 km de vías rurales, entre otros. 

Dentro del eje de gobernabilidad se encuentra la mo-
dernización del desarrollo y planeación institucional, 
para lo cual se toma como meta la actualización del 
Esquema de Ordenamiento Territorial (EOT) y elabo-
rar el catastro multipropósito del municipio.

Por su parte, el Plan de Desarrollo del periodo 2016-
2019, denominado “El Retorno, desarrollo para to-
dos” definió cinco ejes estratégicos asociados a los 
objetivos de desarrollo humano sostenible: 

• Medio ambiente. El Retorno en paz con la 
Amazonía

• Equidad, un compromiso para el desarrollo.

• Reducción de la desigualdad económica con 
desarrollo productivo, igualitarismo y paz.

• Prosperidad social para la paz con enfoque 
diferencial, basado en derechos humanos.

• Institucionalidad, instrumento dinamizador 
de desarrollo y paz.

En el componente ambiental se habló de la utili-
zación más eficientes de las áreas ya intervenidas 
para desestimular la apertura de nuevas áreas 
deforestadas. Asimismo, hizo referencia a la dis-
minución del cultivo, transformación y comer-
cialización de la coca, la reconversión ganadera 
a sistemas agroforestales y silvopastoriles. Con-
secuentemente, el componente agropecuario se 
refirió a la promoción de sistemas de producción 
alternativos rentables y que reduzcan los impactos 
negativos sobre los recursos naturales. 

Este tipo de medidas también se contemplan en el 
EOT del municipio, adoptado por el Acuerdo 20 de 
2001, que se refiere, por ejemplo, a los procesos 
de conversión a una agricultura sostenible, el me-
joramiento de la ganadería bovina, la capacitación 
para sistemas de ganadería intensiva y no extensi-
va (FCDS, 2015). 

La zonificación por tipos de suelos en el munici-
pio de El Retorno está definida como de conser-
vación, alta significancia ambiental, alta fragilidad 
ambiental, producción y protección producción. 
Asimismo, la zonificación de uso del suelo para la 
franja central del municipio, donde tienen lugar 
las mayores dinámicas productivas, se encuentra 
en la tabla 41.

No obstante, gran parte de los usos actualmen-
te desarrollados en el municipio no tienen rela-
ción con esa zonificación, siendo las zonas más 
afectadas las correspondientes a la vereda Nue-
va Barranquillita y Kuwai (FCDS, 2020). Aunque 
los planes de desarrollo y el EOT promueven la 
conservación de la Amazonía y el cambio de la 
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dinámica productiva, se han venido presentando 
procesos de deforestación50. Por esa razón, el 
proyecto de plan de manejo de la RNN Nukak ha 
tratado de promover en la zona de influencia del 
área protegida, la declaratoria de Reservas Natu-
rales de la Sociedad Civil con fines de conserva-
ción privada; además de que tiene como reto la 

Tabla 41
 Tipos de uso 

del suelo 
en la franja 

central de El 
Retorno

Fuente: EOT El Retorno

Tabla 42 Suelos de protección El Retorno

Fuente: EOT El Retorno

coordinación con otros instrumentos como el Pla-
nes de Ordenación y Manejo de Cuencas (POMCA) 
de Caño Grande y la zonificación establecida por 
el MADS para la ZRF de la Amazonia, y el esta-
blecimiento de lazos de relacionamiento con las 
comunidades indígenas viven o hacen uso dentro 
de la RNN y su zona de influencia. 

50.  Por ejemplo, el exalcalde (Oscar Eduardo Ospina Ortiz, quien formuló el plan de desarrollo 2016-2019) está siendo investigado por el delito 
de daño en los recursos naturales e invasión de área de especial importancia ecológica, al ser permisivo en la adecuación y construcción de 
infraestructura vial en los bosques amazónicos.
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Para el municipio de El Retorno existe también el 
Pacto Comunitario para la Transformación Regio-
nal (PCTR), suscrito en 2018. 

Finalmente, el PCTR de El Retorno reporta infor-
mación de veredas localizadas en la RNN Nukak, 

Tabla 43 
Iniciativas 

PCTR El 
Retorno

Fuente: Elaboración propia con base en (ART, 2018)

la RFP la Lindosa y resguardos indígenas, en las 
que se plantearon las siguientes iniciativas para 
que fueran adelantadas por la Agencia de Reno-
vación del Territorio (ART), a pesar de las prohi-
biciones de naturaleza constitucional y legal que 
existen Tabla 44. 
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Tabla 44 
PCTR El 
Retorno 

Iniciativas 
en áreas 

protegidas 
del SINAP y 
resguardos

Fuente: Elaboración propia con base en (ART, 2018)
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Calamar 

El proyecto de Plan de Desarrollo de Calamar 
(2020-2023) tiene como líneas estratégicas: de-
sarrollo social y comunitario; transformación 
del campo y desarrollo económico con equidad y 
paz; competitividad institucional, infraestructura 
y buen gobierno para el desarrollo sostenible; y 
medio ambiente sano y atención de desastres 
para la sostenibilidad de los territorios. 

La línea estratégica de transformación del cam-
po incorpora como metas el apoyo de proyectos 
agroindustriales, la compra de kits de maquinaria 
agrícola, la implementación de programas de for-
malización de la propiedad rural, la realización de 
mantenimiento de las vías terciarias y sustracción 
de vías rurales, aunado a la formulación del Plan 
Vial del Municipio. También se prevé la construc-
ción de un aeropuerto, entre otras obras, para re-
activar la economía.

La línea de competitividad institucional incorpo-
ra la actualización y adopción del instrumento de 
ordenamiento territorial; mientras que la línea 
estratégica de medio ambiente se refiere, entre 
otras cosas, a la creación e implementación de un 
plan de manejo ambiental de municipio, suscribir 
acuerdos de conservación ambiental para PSA, 
fortalecer la cooperación con autoridades para 
combatir la minería ilegal y tráfico de fauna silves-
tre, la recuperación de las riveras del río Unilla y la 
implementación del plan de acción de la sentencia 
de la CSJ 4360.

Por su parte, el Plan de Desarrollo (2016-2019) 
“Para volver a creer” determinó para el sector 
agropecuario: organizar y estabilizar la actividad 
productiva como principal renglón económico del 
municipio, priorizando la sostenibilidad, la recon-
versión y protección de recursos naturales. Para el 
sector vías consideró disponer de toda la atención 
y esfuerzos para mejorar y mantener 200 kilóme-
tros de vías rurales.

Para el sector medio ambiente, el Plan de Desa-
rrollo consideró establecer mecanismos de pro-
tección de la riqueza en flora y fauna del municipio, 
donde los campesinos se capaciten y se apropien 
de modelos de conservación que les permita conti-
nuar desarrollando sus actividades productivas de 
una manera más eficiente, con el fin de cerrar la 
frontera agrícola. Este es un objetivo valioso para 
desarrollar en zonas que, aunque tienen restric-
ciones, permiten usos agropecuarios bajo ciertos 
criterios ambientales. 

No obstante, este objetivo puede entrar en contra-
dicción con los usos y actividades permitidas de 
algunas áreas protegidas del municipio, como la 
PNN Serranía de Chiribiquete, en donde se prohíbe 
cualquier actividad agropecuaria, así se desarrolle 
bajo criterios de sostenibilidad. En otras palabras, 
objetivos como el anterior pudieron generar falsas 
expectativas en los colonos de que una Alcaldía 
está legitimada para legalizar las actividades pro-
ductivas allí realizadas.  

El EOT de Calamar (Acuerdo 004 de 2002) organi-
za los tipos de suelo como de conservación, alta 
significancia ambiental, producción, protección 
producción y producción con restricción legal. Sin 
embargo, la zonificación de uso del suelo para la 
franja central del municipio, donde tienen lugar 
las mayores dinámicas productivas se encuentra 
en la tabla 45.  

De acuerdo con lo anterior, y debido a la desac-
tualización de este instrumento de ordenamien-
to territorial, gran parte de la zona que hoy está 
declarada como PNN Serranía de Chiribiquete se 
identifica como zona de producción con restric-
ción legal, lo que es a todas luces incompatible 
(SINCHI, 2016).
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Tabla 45 
Zonificación 

de tipos de 
uso del suelo 

en franja 
central de 

Calamar

Fuente: EOT Calamar

Tabla 46 
Suelos de 

protección 
Calamar

Fuente: (SINCHI, 2016)

En materia de infraestructura, el EOT considera 
que no se construirán nuevas vías en Reserva Fo-
restal, hasta tanto no se cuente con los lineamien-
tos que defina la administración departamental al 
respecto. Sin embargo, se debe aclarar que quien 
define los lineamientos ambientales es la autori-
dad ambiental regional respectiva, en este caso la 
CDA (FCDS, 2015). 

El EOT también incorporó la existencia de asen-
tamientos humanos sostenibles mediante la am-
pliación de cobertura y el mejoramiento de la in-
fraestructura y calidad de los servicios sociales 
básicos, y la generación de una infraestructura 
productiva mínima, de manera conjunta entre go-
bierno y comunidad. Esta medida puede ser va-
liosa en zonas que, aunque tienen restricciones, 
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permiten usos agropecuarios bajo ciertos crite-
rios ambientales. No obstante, puede generar fal-
sas expectativas para aquellos colonos que ocu-
pan zonas que prohíben usos sostenibles y redes 
de servicios públicos, como el PNN Serranía de 
Chiribiquete y la zona tipo A de la reserva forestal 
de la Amazonía de Ley 2° (FCDS, 2015). 

De acuerdo con el plan de manejo (2018-2022) y la 
resolución de declaratoria (Acuerdo 045 de 1989), 
el PNN Serranía de Chiribiquete no tiene voca-
ción ecoturística. No obstante, en el EOT de Cala-
mar, el PNN Serranía de Chiribiquete se cataloga 
como patrimonio ecoturístico y arqueológico para 
el cual se plantea “el proyecto ecoturístico de la 
Serranía de Chiribiquete”, lo que produce serias 
contradicciones de manejo y planificación entre la 
entidad territorial y PNNC.

En el plan de manejo del PNN Serranía de Chiribi-
quete (2018-2022) también se dispuso una propues-
ta de función amortiguadora que incorpora seis 
zonas del municipio de Calamar (5 de ellas zonifi-
cadas como Reserva Forestal de la Amazonía Tipo 
A y 1 como Resguardo Indígena Itilla) con el fin de 
cumplir los siguientes objetivos de amortiguación: 

• Atenuar y prevenir las posibles perturbaciones 
que genera la ganadería extensiva y los cultivos 
de uso no lícito, localizados en las cuencas de los 
ríos Itilla y Unilla, en el Municipio de Calamar, so-
bre la Zona de Reserva Forestal de la Amazonia 
(Zona Tipo A).

• Contribuir a subsanar las alteraciones que por 
extracción ilegal de madera, cultivos de uso ilícito 
y ganadería extensiva se presentan en las cuen-
cas de los ríos Unilla e Itilla, en la Zona de Reser-
va Forestal de la Amazonia. 

• Aportar a la conectividad Andes-Amazonia a 
partir de la conservación de las coberturas bos-
cosas (Zonobioma Húmedo Tropical y litobioma de 
la Amazonia-Orinoquia) y sus servicios ecosisté-
micos, localizadas en la cuenca alta del río Tunia, 
en Zona de Reserva Forestal de la Amazonía. 

No obstante, esta propuesta no tiene ninguna fun-
cionalidad, puesto que se construyó antes de la 
última ampliación del PNN, materializada a través 
de la Resolución 1256 de 2018. En otras palabras, 
los 6 polígonos que en su momento se planifica-
ron como función amortiguadora se encuentran 
hoy día declarados como PNN. 

Lo anterior significa entonces que además del 
EOT de Calamar, el plan de manejo del PNN está 
desactualizado y no da cuenta de las presiones 
antrópicas en la nueva zona de influencia. En ese 
mismo sentido, la ampliación produjo que el PNN 
se acercara aún más al eje Calamar-Miraflores, 
identificado como un núcleo de prácticas produc-
tivas, extractivas y de colonización.

Para el municipio de Calamar existe también el 
Pacto Municipal para la Transformación Regional, 
suscrito en 2018-12-11. Este instrumento incor-
pora varias iniciativas, siendo las más relevantes 
la Tabla 47.

Miraflores

El plan de desarrollo del municipio de Miraflores 
(2020-2023) desarrolla como líneas estratégicas: 
Miraflores con equidad y calidad de vida; Miraflo-
res con emprendimiento y productividad; Mira-
flores, municipio verde de Colombia y Miraflores 
con legalidad y buen gobierno. 

La línea estratégica de emprendimiento y produc-
tividad tiene como fin impulsar la reactivación del 
sector rural con prácticas amigables con el medio 
ambiente. En dicha línea se identifica el difícil ac-
ceso a créditos agropecuarios para la población 
rural y productores, la necesidad de impulsar el 
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Tabla 47 
Iniciativas 

en el PMTR 
Calamar

Fuente: Elaboración propia con base en (ART, 2018)

turismo y mejorar la movilidad a través de la ade-
cuación y construcción de vías urbanas y rurales, 
especialmente de 300 km de vías terciarias. 

La línea de Miraflores, municipio verde, se refie-
re a la conservación y protección de los recursos 
naturales, a través de programas, proyectos y ac-
ciones dirigidas a recuperación de los ecosistemas 
propios del municipio, que permitan mejorar la 
sostenibilidad y sustentabilidad ambiental para las 
futuras generaciones. Entre los problemas iden-
tificados está la desarticulación entre la adminis-

tración municipal y la CDA, las altas tasas de de-
forestación y degradación, el desconocimiento de 
los proyectos PSA y la dificultad para reubicar a la 
familia que se encuentran en la RNN Nukak. En la 
línea de legalidad y buen gobierno se trae de pre-
sente la necesidad de una actualización catastral. 

Por su parte, el Plan de Desarrollo (2016-2019) 
“Por el cambio en Miraflores” se refirió en su mo-
mento a la necesidad de gestionar recursos para 
otorgar subsidios de mejoramiento de vivienda 
rural o aumentar el número de predios con titula-
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ción y legalización de predios, pero sin especificar 
en qué tipo de zonas, lo que podría generar expec-
tativas para quienes ocupan figuras de protección 
ambiental que prohíben o restringen asentamien-
tos humanos. 

En este instrumento se incorporó como meta la 
de gestionar con la Gobernación la sustracción de 
parte del área de la reserva forestal de la Ama-
zonía tipo B. Este es un tema relevante, pues el 
cumplimiento de este tipo de metas no depende 
directamente del municipio o incluso de la Go-

bernación, ya que el competente para realizar 
trámites de sustracción de reservas de Ley 2° es 
exclusivamente el Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible. El plan de desarrollo también 
consideró la necesidad de actualización del EOT.
Se rescata que el EOT de Miraflores es de 2004 y 
que zonificó los tipos de suelo en alta fragilidad 
ambiental, alta significancia ambiental, produc-
ción en resguardo, producción con restricción le-
gal, protección legal, protección propuesta y recu-
peración para la producción. Por su parte, como 
áreas de importancia ambiental se definieron: 

Tabla 48 
Zonificación 

del municipio 
de Miraflores

Fuente: EOT Miraflores

Tabla 49 
Usos según 

el documento 
de trabajo del 

EOT

Fuente: (Municipio de Miraflores, 2017)
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Serranía de Chiribiquete, donde se prohíbe la 
construcción de vivienda, la infraestructura básica 
y el aprovechamiento forestal dirigido.

Ahora bien, según el plan de manejo del PNN Se-
rranía de Chiribiquete que, en todo caso no con-
templó la última actualización del parque, se da 
cuenta de que el municipio de Miraflores ha habido 
una expansión de los cultivos de uso ilícito y de la 
ganadería, así como de la reconstrucción de la vía 
Miraflores-Barranquillita en los segmentos Ma-
teguadua Alta hasta Barranquillita y Mateguadua 
Alta hasta el casco urbano, lo cual, además de for-
talecer la comunicación de los cascos urbanos de 
los municipios de Miraflores, Calamar, El Retorno 
y San José del Guaviare, dinamizará los procesos 
de transformación del territorio sobre el área de 
influencia del PNN Serranía de Chiribiquete. La 
situación de la vía Miraflores-Barranquillita toma 
gran relevancia para el municipio de Miraflores, 

pues es la que da acceso a entidades de carácter 
público como la morgue, el cementerio, el relleno 
sanitario y el matadero, según explicó el alcalde de 
Miraflores, Arley de Jesús Acosta, en audiencia del 
24 de enero de 2020, ante el Juez Primero Promis-
cuo Municipal de San José del Guaviare. Esta vía, 
incluso llegó a ser priorizada por la Gobernación 
del Guaviare en el plan vial departamental (Orde-
nanza 236 de 2016).

Sin embargo, posteriormente fue cerrada por la 
CDA, a través de la Resolución 042 (06 de febrero 
de 2017) “Por medio de la cual se ordena cierre 
de cualquier obra o actividad de construcción o 
ampliación de ejes de vías o de los respectivos co-
rredores viales de las vías en las zonas de reserva 
forestal de Ley 2 de 1959 en el área comprendida 
entre los municipios de Calamar y Miraflores y el 
denominado corredor vial Marginal de la Selva en 
la jurisdicción del Departamento del Guaviare” y la 
Resolución 119  (04 de abril de 2017) “Por medio 
de la cual se Ordena el Cierre y su Consecuente 
inhabilitan una vías ilegales en la zona de reserva 
forestal de Ley 2 de 1959 de los Municipios de San 
José del Guaviare, Calamar y Miraflores- Depar-
tamento del Guaviare en el marco de la estrategia 
contra la deforestación en la Cuenca Amazónica”.  

Estas resoluciones, consecuentemente, produ-
jeron la modificación del plan vial departamental 
que, a través de la Ordenanza 345 de 2018, ex-
cluyó las vías T75GV108 y T75GV109. No obstante, 

• Las zonas de bosque protector.
• Las zonas de bosque protector productor.
•	Las zonas de ronda hídrica.
• Microcuencas.
•	Las zonas de riesgo.

Adicionalmente, se encontró que para las zonas 
protegidas legalmente, el EOT estableció la si-
guiente reglamentación de usos, Tabla 49.

Este tipo de definiciones entran en contradicción 
con el régimen aplicable a la RNN Nukak y el PNN 

Tabla 50 
Plan vial 

departamental

Fuente: (Municipio de Miraflores, 2017)
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estas dos vías siguen siendo utilizadas, a pesar 
de la medida de protección solicitadas por la Fis-
calía General de la Nación en 2019, y han produ-
cido procesos de colonización y apropiación de 
grandes extensiones de tierras. A nivel sectorial, 
existen expectativas a muy largo plazo por parte 
de la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), 
al tener delimitada un área reservada en la zona 

de influencia del PNN Serranía de Chiribiquete. 
Finalmente, Para el municipio de Miraflores exis-
te también el Pacto Municipal para la Transfor-
mación Regional, suscrito en 2018-12-11. 

Este instrumento incorpora varias iniciativas, 
siendo las más relevantes las mostradas en la 
tabla 51. 

Tabla 51 
Iniciativas 

PMTR 
Miraflores

Fuente: Elaboración propia con base en (ART, 2018)

Departamento del Guaviare

El Plan de Desarrollo Departamental (2020-2023) 
determina como ejes estratégicos del departa-
mento la consolidación productiva y económica 
sostenible, la modernización en infraestructura y 
equipamiento para la competitividad, la equidad y 
calidad de vida y la gobernanza institucional.

El eje de consolidación productiva desarrolla un 
programa de soluciones territoriales para la ru-
ralidad, consistente en generar estrategias para 
la planificación de ordenamiento productivo y 
social de la propiedad rural. Por su parte, el eje 
de modernización en infraestructura le apunta a 
mantener 500 km de vías terciarias con solucio-

nes tradicionales, y 96.11 km de vías terciarias 
con soluciones no tradicionales, entre otras obras 
como la creación de un corredor vial, aeropuertos 
y aeródromos mejorados. 

Finalmente, el eje de gobernanza institucional, 
además de buscar el fortalecimiento de la segu-
ridad y orden público, a través del fortalecimiento 
de pie de fuerza policial, el Consejo de Seguridad 
y los Consejos Territoriales de Paz, Reconciliación 
y Convivencia, pretende mejorar y actualizar el 
servicio catastral. Por su parte, el Plan de desa-
rrollo departamental (2016 – 2019) “Guaviare, paz 
y desarrollo” identificó que para el sector agro-
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pecuario las áreas protegidas son un problema o 
cuellos de botella que derivan en consecuencias 
como recursos limitados para el sector rural y de-
bilidad en el desarrollo económico. Para el sector 
transporte, por su parte, se identificó que las limi-
tantes ambientales para el uso de materiales de 
agregados para vías, genera altísimos costos para 
la estabilización vial. 

La dimensión ambiental del plan de desarrollo de-
partamental identificó varios problemas y contra-
dicciones entre las políticas sectoriales y territo-
riales que inciden en el Guaviare, pero también en 
la falta de relación entre los usos planificados y los 
usos realmente desarrollados en el suelo del de-
partamento. En el eje de prevención de prevención 
y atención de desastres se identificó como proble-
mática la insuficiente atención institucional a pro-
cesos de ocupación de áreas de riesgo tales como 
humedales y zonas rivereñas. Por su parte, el eje 
ambiental reconoció como problemáticas que: 

•	No se han implementado acciones para la 
restauración de áreas deterioradas, que van 
en incremento.

•	No se cuenta con suficientes indicadores 
que identifiquen el deterioro de las áreas de 
acuerdo con la vocación de los suelos y de 
la región, como la deforestación, compacta-
ción, pérdida de suelo, pérdida de biodiversi-
dad, y otros.

• Las áreas adquiridas para la protección del 
recurso hídrico para los acueductos munici-
pales, resultan insuficientes. 

• Débil articulación entre las instituciones.

• Baja importancia del componente ambien-
tal en los Planes de Desarrollo.

• Débil capacidad operativa de los entes de 
control y las autoridades ambientales para 
hacer cumplir la normatividad.

• Falta de conocimiento, apropiación y apli-
cación de la reglamentación del uso de los 
recursos naturales por parte de los pobla-
dores.

• Deterioro de corredores biológicos y 
áreas estratégicas de importancia ambien-
tal (Rondas hídricas, humedales, ríos, lagu-
nas, nacimientos).

Estas problemáticas se reiteran en otros planes de 
manejo ambiental, como en el del PNN Serranía 
de Chiribiquete, que identifica como presiones: 

• Las relaciones intersectoriales y los pro-
cesos institucionales de carácter regional y 
nacional evidencian falta de coordinación, 
de debilidades en la aplicación de políticas 
y normas sobre la protección y uso sosteni-
ble en la zona de influencia del PNN Serra-
nía de Chiribiquete.

• Las situaciones de impacto local directa-
mente relacionadas con el área protegida y 
su zona aledaña, relacionadas con la exis-
tencia de frentes activos de colonización y 
la existencia de actividades ilegales como 
la extracción de madera y los cultivos con 
fines ilícitos.

•	La existencia de buenos instrumentos de 
planificación, pero no de instancias de coor-
dinación o de articulación. Este es un resul-
tado de que Parques Nacionales esté pensa-
do como una institución central.
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Planes de Vida de los Resguardos Indígenas

Otros instrumentos relevantes son los Planes de 
Vida de los resguardos indígenas. Según el SIN-
CHI (2016) los resguardos con plan de vida son la 
Asunción, Barrancón, Crocoro-Pree, El Refugio, La 
Fuga, Panué y las Comunidades de los resguardos 
Centro Miraflores, Puerto Monfort, Puerto Nare y 
Lagos del Dorado. En la página del Ministerio del 
Interior, por su parte, se encontró también el del 
resguardo de la María (MinInterior, 2020). Para el 
SINCHI (2016), los planes de vida son indicativos 
ya que no hay una georreferenciación para los co-
rrespondientes espacios de agricultura tradicio-
nal, y los sitios de recolección de productos y sitios 
de caza y pesca se asocian a las coberturas del 
territorio. Sin embargo, son fundamentales en el 
sentido de que evidencian las problemáticas y ten-

siones con los colonos. En el plan de vida La Fuga, 
en San José del Guaviare, se hace referencia a las 
técnicas insostenibles de caza y pesca de los colo-
nos, a la presencia de cultivos de coca, al arrien-
do y venta de predios que los indígenas realizan a 
personas externas a la comunidad y al ingreso sin 
permiso de colonos para la tumba de madera. 

Estas actividades, según se expuso, son contra-
rias al PBOT de San José del Guaviare. Este tipo 
de problemáticas se evidencias en todos los pla-
nes de vida construidos en el Guaviare, así como 
el no respeto a la autoridad tradicional y la indefi-
nición de los límites de los resguardos. En la tabla 
52., y a modo de resumen, se traen de presente 
algunas de las prohibiciones establecidas.

Tabla 52 
Prohibiciones 
en Planes de 

Vida

Fuente: Elaboración propia con base en (MinInterior, 2020)



109Departamento del  Guaviare

Las acciones de desarrollo agropecuario que se pue-
den encontrar en los instrumentos de desarrollo, 
ordenamiento territorial e incluso de transformación 
del territorio anteriormente analizados, también 

Tabla 53 Actos 
administrativos 
de autoridades 

ambientales

Fuente: Elaboración propia

pueden entrar en contradicción con una serie de ac-
tos administrativos expedidos por las autoridades 
ambientales en el marco de la Sentencia de la Ama-
zonía de la CSJ, como se muestra en la tabla 53.

Este apartado da cuenta de los índices de pobreza y ruralidad del Guaviare 
y sus municipios, su desempeño en el ámbito fiscal, la capacidad de ges-
tión y la generación de resultados. Asimismo, este apartado desarrolla el 
concepto de presencia diferencial del Estado y cómo incide en la eficiencia 
de las entidades del Estado para realizar control sobre el uso y aprovecha-
miento los recursos naturales. 

3.4.2.2.	Presencia institucional y condiciones sociales

3.4.2.3.	Pobreza y desempeño fiscal

Los bosques, en general, son la última protección 
social en contra de la pobreza. Cuando los niveles 
de pobreza incrementan, se corre un mayor riesgo 
de deforestación. Este riesgo se agrava aún más 
en aquellos municipios con un bajo desempeño 
integral, que tienden a ser no sólo los más rurales 
y periféricos, sino también los que sufren con ma-
yor intensidad la cooptación por parte de grupos 
ilegales.

El departamento del Guaviare, según el índice de 
pobreza multidimensional tiene 42.7% de perso-
nas pobres o con privaciones, un porcentaje más 
o menos similar al promedio nacional (41.9%). 
(DANE, 2019) Sin embargo, en términos de nece-
sidades básicas insatisfechas o NBI, el departa-
mento del Guaviare (27.8%) tiene un peor desem-
peño que el promedio nacional (14.13%) que, de 
hecho, se vuelve más crítico al analizarlo a nivel 
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municipal. En Calamar, el porcentaje personas 
con NBI es 40,01%, en El Retorno es 31,73%, y en 
Miraflores es 40,09%. La única excepción es San 
José del Guaviare, cuyo porcentaje de personas en 
NBI es 23,68% (DANE, 2018).  

Por su parte, el porcentaje de personas en mi-
seria a nivel departamental es 8.97%, siendo los 
municipios más afectados Calamar (con 11,95) y 
Miraflores (con 9,4%). 

El Índice de desempeño fiscal (DNP, 2019) anali-
za el porcentaje de recursos que debe gastar una 
entidad territorial para su funcionamiento, si de-
pende en mayor o menor medida de las transfe-

rencias de la Nación o si tiene una buena capaci-
dad no sólo para generar recursos propios, sino 
también para endeudarse. 

Las entidades territoriales con menor desempeño 
fiscal son las que gastan más en funcionamien-
to, tienen mayor dependencia de los recursos na-
cionales y, por ende, no generan tantos recursos 
propios. La siguiente tabla, que se construye con 
información de 2017, muestra que el Guaviare es 
un departamento con bajo desempeño fiscal y 
bajo rango de clasificación (solvente, sostenible, 
vulnerable y en riesgo), en comparación con los 
departamentos mejor calificados, como el Valle 
del Cauca (DNP, 2019).

La medición de desempeño municipal (DNP, 2019) 
analiza dos componentes: el de gestión y el resul-
tado en desarrollo. 

El componente de gestión está compuesto por cua-
tro dimensiones y 12 indicadores, los cuales miden 
la capacidad de las entidades territoriales para ge-
nerar recursos propios que se traduzcan en inver-
sión (movilización de recursos propios); ejecutar 
los recursos de las fuentes de financiamiento de 
acuerdo con su presupuesto, planeación o asig-
nación inicial (ejecución de recursos); atender al 
ciudadano y presentar la rendición de cuentas de 

Tabla 54 
Personas 

en NBI y en 
miseria

Fuente: Elaboración propia con base en (DANE, 2018)

las administraciones locales (gobierno abierto y 
transparencia) y la utilización de los instrumentos 
de ordenamiento territorial para el recaudo local y 
la efectiva organización de la información (gestión 
de instrumentos de ordenamiento territorial). 

El componente de resultados tiene cuatro dimen-
siones: educación, salud, servicios públicos y, se-
guridad y convivencia. La siguiente tabla resume 
los puntajes y posición de la medición de desem-
peño de los municipios del Guaviare (2016-2017), y 
el de Medellín, una de las ciudades mejor califica-
das en el país.
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Tabla 55 
Desempeño 

fiscal

Fuente: Elaboración propia con base en (DNP, 2019)

Tabla 56 
Desempeño 

municipal

Fuente: Elaboración propia con base en (DNP, 2019)
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El mal desempeño de los municipios y del depar-
tamento del Guaviare está asociado al concepto 
de presencia diferenciada del Estado que explica 
la manera diversa como las instituciones estata-
les se relacionan con las diferentes regiones y las 
redes de poder existentes en ellas, según sus par-
ticularidades, su tipo de poblamiento y el grado de 
cohesión y jerarquización social que hayan alcan-
zado (González, 2014). 

En ese sentido, no se entiende el Guaviare como 
un ente territorial fallido que ha perdido el mono-
polio de la coerción, sino que está en un proceso 
de paulatina integración al Estado, y que gradual-

mente va construyendo o teniendo una mayor visi-
bilidad por parte del nivel central y, por ende, una 
mayor presencia de las entidades del Estado. 

Esta aproximación permite comprender que la 
concentración del poder en manos del Estado no 
se procesa de manera automática, pues depende 
de las relaciones que las instituciones del Estado 
central logren establecer con los poderes existen-
tes en regiones y localidades, relaciones que pue-
den ser de conflicto, negociación o cooptación y 
que hacen que sean diversas las posibilidades de 
los actores ilegales, armados o no, de insertarse 
exitosamente en la vida pública.51  

3.4.2.4.	Uso, distribución y derecho de propiedad sobre la tierra

3.4.2.4.1. Proceso de colonización

La seguridad de la tenencia de la tierra suele aso-
ciarse con una menor deforestación ya que permi-
te a los individuos y a las comunidades considerar 
los valores futuros de los activos en la toma de 
decisiones sobre el cambio en el uso del suelo y 
tener un mejor y mayor control por parte del Es-
tado frente a las relaciones que las personas es-
tablecen con la tierra (IDEAM, 2018). 

Para poder conocer qué tanta seguridad existe 
en la tenencia de la tierra en el departamento del 
Guaviare y sus municipios es importante dilucidar 

Entre la segunda mitad del siglo XIX y la primera 
mitad del XX, la explotación de empresarios y co-
lonos de las llanuras de los territorios del Meta y 
Guaviare obligó al desplazamiento de las comu-
nidades indígenas hacia las zonas selváticas del 
Guaviare, Guainía y Vichada, debido principalmen-
te a los siguientes fenómenos: 

i. la expansión de la ganadería extensiva 
promovida por los jesuitas de mediados del 
siglo XIX.

varios aspectos, entre ellos: el proceso de colo-
nización que ha tenido el departamento del Gua-
viare; el tipo de relaciones jurídicas que podrían 
existir entre una persona y un predio; la existencia 
o no de información catastral y registral, si se en-
cuentra o no actualizada; el desempeño de la au-
toridad agraria en materia de adjudicaciones, de-
claratorias de ocupaciones ilegales y extinciones 
de dominio y como lo anterior influye en procesos 
de acaparación y especulación en el mercado de 
tierras; así como los procesos de despojo y aban-
dono, y el avance de la restitución de tierras. 

ii. la evangelización a través de la Misión 
Nuevas Tribus de comienzos del siglo XX, 
que afectó especialmente a la comunidad 
Tucano oriental.
iii. La esclavitud del pueblo Tucano oriental, 
producto de la explotación cauchera de co-
mienzos del siglo XX.
iv. La evangelización de los pueblos Curri-
paco y Puinave, promovida por la nortea-
mericana Sofia Müller en los años 40, y 

51.  Un mapa que permite analizar la presencia diferencial del Estado es el desarrollado por el SINCHI (2016): https://sinchi.org.co/files/
PUBLICACIONES%20DIGITALES/Zonificaci%C3%B3n%20Ambiental%20y%20Ordenamiento%20de%20la%20Reserva%20Forestal%20de%20la%20
Amazonia/Fase%20I%3A%20Departamento%20del%20Guaviare/light2%20F1%20Vol%206%20Carto_CPri2010v1.pdf
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luego por la Misión Nuevas Tribus en los 
60” (SINCHI, 1999). 

A lo anterior se sumó el espontáneo proceso de 
colonización campesina de los años 70 que rom-
pió la relación que los pueblos indígenas, espe-
cialmente los Nukak Makú, tenían con la natura-
leza y su movilidad regional, al introducir cercas, 
así como nuevos hábitos de consumo. 

El poblamiento del Guaviare ha estado estrecha-
mente relacionado con su condición de territorio 
selvático, propicio para el desarrollo de economías 
extractivas, como el caucho, las pieles y la madera. 

Sobre el cultivo y la extracción de caucho, Guavia-
re experimentó su auge durante la primera mitad 
del siglo XX, para la fabricación de llantas, pero 
decayó luego de la invención de caucho sintético, 
en 1915. La extracción de caucho dio origen a los 
centros poblados de Calamar (1907) y Miraflores 
(1920), este último impulsado por la cuestionada 
Casa Arana, propietaria de la compañía Peruvian 
Amazon Rubber Company, constituida en 1907, de 
origen norteamericano y del empresario peruano 
Julio C. Arana (SINCHI, 1999). 

Durante los años sesenta tuvo auge la caza de ti-
grillos, caimanes y perros de agua para la venta 
de pieles en mercados nacionales e internaciona-

les (SINCHI, 1999), que paulatinamente fue de-
cayendo con la ostensible reducción de las espe-
cies nativas.

Entre 1947 y 1953, los efectos de la violencia 
bipartidista (1947-1953), así como las políticas 
para la pacificación, promovidas por Gustavo 
Rojas Pinilla en los llanos orientales, incentiva-
ron el poblamiento de San José del Guaviare a 
través de los ríos Ariari y Guayabero, que luego 
se intensificó por la bonanza de los cultivos de 
coca y marihuana, que derivaron en la amplia-
ción de la frontera agrícola hacía la década de 
1970 (Molano, 1989). 

El boom cocalero, en el periodo de 1973-1985, 
derivó en una tasa de crecimiento del 62% de 
la población ubicada en las zonas rurales, es-
pecialmente en el Guaviare, hacía los años 80, 
cuando la del gobierno colombiano contra los 
carteles del narcotráfico reactivó un nuevo ciclo 
cocalero, impulsado por la escasez del producto. 
Luego de tres décadas, la coca se arraigó en la 
vida económica de la región, tanto que sustituyó 
al dinero como moneda de cambio o empezó a 
generar significativos excedentes en dinero que 
fueron destinados para la compra de ganado, 
transformándose en un factor de ahorro que 
obligó a la apertura de nuevas praderas y nuevos 
mercados (UAEGRTD, 2019).

3.4.2.4.2. Formas de tenencia de la tierra

Un proceso de colonización espontáneo, princi-
palmente asociado a economías ilícitas, como el 
cultivo de marihuana y coca produjo la consoli-
dación de relaciones de informalidad en la te-
nencia de la tierra en el Guaviare, sobre todo si 
se tiene de presente que en la década de 1970 
ya existía la Reserva Forestal de la Amazonía de 
Ley 2° de 1959, cuyos predios son inadjudicables 
desde el 18 de diciembre de 1974.52  Con base en 

ello es posible que desde esa fecha se pudieran 
consolidar derechos reales de propiedad y po-
sesión,53 aunque es más probable aún, precisa-
mente por las limitaciones de orden ambiental y 
la poca gestión de autoridades como el Institu-
to Colombiano de Reforma Agraria (INCORA), el 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCO-
DER) y el IGAC, que las relaciones de tenencia de 
la tierra fueran de ocupación. 

52. Artículo 209 del Código Nacional de Recursos Naturales.
53. Porque se dieron en predios fueran de la Reserva o porque estando dentro de la reserva fueron anteriores a 1974 y obedecieron a títulos 
originaros del Estado que requieren la declaratoria de nulidad ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
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Ilustración 11 
Proceso de 

colonización

Fuente: Elaboración propia

Tabla 57 
Relaciones de 
tenencia de la 

tierra

Fuente: Elaboración propia con base en normatividad agraria
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Fuente: Elaboración propia

3.4.2.4.3. Catastro y registro

La anterior problemática se agudiza si se tiene en cuenta que el catastro 
del Guaviare, como inventario de los bienes inmuebles en términos físi-
cos, jurídicos y económicos, se encuentra desactualizado a nivel urbano 
(los datos vigentes son de 2009) y es completamente inexistente a nivel 
rural, según la información del IGAC (IGAC, 2020), con corte a abril de 
este año: 

Con ocasión de la política de Catastro Multipro-
pósito, uno de los puntos de la Reforma Rural 
Integral del Acuerdo Final para la Paz, la direc-
tora del IGAC está invitando a los alcaldes del 
departamento del Guaviare para que actualicen 
su información catastral, ya que esto puede traer 
beneficios, como el fortalecimiento de sus finan-
zas, la optimización de la planeación territorial 
y la inversión, la formalización de la propiedad 
y la mejor toma de decisiones por parte de los 
mandatarios locales y departamentales, pues 
mientras Bogotá, Medellín y Cali son las que más 
aportan a los $1.134 billones que cuesta actual-
mente Colombia, los municipios de la Amazonía 
se caracterizan por sus bajos avalúos catastra-
les. San José del Guaviare, por ejemplo, es la 

Tabla 58 
Información 

catastral 
Guaviare

Fuente: (IGAC, 2020)

tercera ciudad con menor valor catastral, ya que 
aporta $313 mil millones, de los cuales 85,5% co-
rresponden al avalúo urbano ($268 mil millones) 
y el 14,4% al rural ($45,2 mil millones). Por su 
parte, los cuatro municipios del Guaviare tienen 
un valor de $393 mil millones, de los cuales $311 
mil millones corresponden al avalúo urbano y $81 
mil millones al rural, siendo el de valor más bajo 
Miraflores con $15,1 mil millones (IGAC, 2016).

Además de la nula información catastral, se pre-
senta el problema de la poca información pública 
y disponible sobre el funcionamiento del Registro 
de Instrumentos Públicos en el departamento del 
Guaviare y cuál es el grado de correspondencia 
entre estos dos sistemas. 
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3.4.2.4.4. Corrupción en la estructura agraria y transacciones informales

La colonización desordenada del departamento 
del Guaviare, así como la creación de relaciones 
informales de tenencia de la tierra y la ausencia de 
información actual y veraz en términos catastrales 
y registrales ha derivado en algunos problemas de 
corrupción en la estructura agraria, que se anali-
zan en tres publicaciones que se traen de presente 
en esta oportunidad.
 
La primera publicación es del Centro de Memoria 
Histórica (2016). En ella se explica que, durante 
el periodo 2006-2010 se detectaron irregularida-
des en 1.879 procesos de adjudicación en el país, 
siendo los departamentos implicados Antioquia, 
Meta, Vichada, Meta, Guaviare, Caquetá, Guainía, 
Amazonas, Norte de Santander y Santander. Las 
irregularidades se han debido a problemas de ti-
tulación a favor de personas que no son sujetos de 
reforma agraria, sino personas que cuentan con 
importantes patrimonios económicos y son pro-
pietarios de otros inmuebles. 

En el mismo sentido, la Agencia Nacional de Tie-
rras (ANT, 2018) sostuvo que, entre 2007 y 2014, 
el INCODER, antigua autoridad agraria, fue clasi-
ficada por el índice de Transparencia Nacional con 
un riesgo alto o muy alto de corrupción, es decir, 
una mayor probabilidad de ocurrencia de un hecho 
irregular consistente en altos niveles de discrecio-
nalidad, y permeabilidad de intereses particulares 
en la institucionalidad. Esto se traduce, por ejem-
plo, en:

i) selección de personal sin obedecer cri-
terios técnicos.

ii) desviación de procesos para favorecer 
clientelas (adjudicaciones irregulares).

iii) interpretación u omisión maliciosa del 
marco normativo al momento de adoptar 
decisiones administrativas.

iv) pérdida de expedientes de procedimien-
tos de tierras (adjudicación de baldíos, 
compra de tierras, deslinde, clarificación, 
expropiación y extinción de dominio, entre 
otros).

v) falta de custodia de documentos.

vi) investigaciones disciplinarias y pena-
les a funcionarios de tierras sin adelantar 
(archivadas o prescritas).

vii) captura de recursos destinados a sub-
sidios por parte de grupos con fuerte ca-
pacidad de presión. 

De acuerdo con el Sistema SIRI, administrado por 
la Procuraduría General de la Nación, desde la 
creación del Incoder hasta septiembre del 2014, 
han sido sancionados disciplinariamente, y con 
base en las irregularidades mencionadas en el 
párrafo anterior, 84 funcionarios, 47 de ellos con 
destitución. Entre las sanciones se destacan las 
impuestas a los funcionarios directivos: un geren-
te general, dos subgerentes, un director técnico, 
dos coordinadores (Córdoba y Guaviare), un jefe de 
oficina (Córdoba), tres directores territoriales: Ca-
quetá, Meta, Nariño (ANT, 2018). 

Frente a la adjudicación de baldíos se pudo iden-
tificar que se entregaron tierras a dedo, en aten-
ción a un interés particular, o a personas que no 
cumplían los requisitos de las normas de reforma 
agraria. Por esa razón, varios adjudicatarios bene-
ficiarios llegaron a ser personas pertenecientes o 
vinculadas a grupos paramilitares (ANT, 2018).

También se evidenciaron irregularidades en el 
funcionamiento de todas las Oficinas de Enlace Te-
rritorial, la mayoría relacionadas con deficiencias 
institucionales en la aplicación de los procesos y 
procedimientos establecidos para el desarrollo de 
funciones misionales (ANT, 2018). 
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En esta publicación preocupa el análisis que la 
Agencia Nacional de Tierras hace de la Regional 
Oriente, pues se centra en Arauca, Meta, Vichada 
y Casanare, obviando cifras de otros departamen-
tos como Guaviare, Guainía y Vaupés, lo que pa-
rece indicar que la problemática de adjudicación 
de baldíos no es tan relevante en el departamento 
del Guaviare o que no existe información oficial 
que pueda establecer claramente cuál ha sido el 
área adjudicada en el departamento, cuántos ac-
tos administrativos se han expedido en promedio 
al respecto, cuál es el porcentaje de procesos de 
revocatorias de resoluciones de adjudicación que 
debieron adelantarse en el departamento y cuál es 
el área de las tierras presuntamente baldías (adju-
dicables e inadjudicables).

La falta de una cifra que dé cuenta del número de 
baldíos en el departamento (y en el país) es una de 
las principales causas de las irregularidades en 
materia agraria, así lo explicó la sentencia T-488 de 
2014, pues es altamente probable que numerosas 
hectáreas de tierra estén siendo apropiadas por su-
jetos no beneficiarios del sistema de reforma agra-
ria y lo peor, que no haya cómo ejercer una auditoria 
efectiva ante esta falta de datos confiables.
 
En la tercera publicación, la Contraloría General de 
la República (2017) explica que la acumulación irre-
gular de baldíos puede derivar en un daño patrimo-
nial para el Estado. 

Con base en ello, la entidad conceptualiza que 
las irregularidades pueden ser objeto de control 
y responsabilidad fiscal antes y después de la 
adjudicación. Antes de la adjudicación, se puede 
presentar la adquisición irregular de los bienes 
baldíos de la Nación, valiéndose de la situación 
de desplazamiento forzado del ocupante original 
que tenía expectativas de adjudicación, el des-

pliegue de infracciones a prohibiciones expre-
samente señaladas en la normatividad agraria 
vigente, y la no aplicación o desconocimiento 
de formalidades y de regímenes especiales de 
disposición de los bienes inmuebles públicos de 
carácter rural. 

Algunos ejemplos son el englobe de varias ex-
tensiones de tierra presuntamente baldía en una 
extensión que supere la unidad agrícola familiar 
(UAF) y su destinación a actividades no campesi-
nas, ya sea mediante la ruptura de la expectativa 
de ser adjudicados a los sujetos de reforma agra-
ria afectados, o a través de la compra masiva de 
las mejoras. Otro ejemplo es el conjunto de actos 
jurídicos o materiales de ocupación contra expresa 
prohibición legal, esto es: cultivos ilícitos, activi-
dades contra el medio ambiente y actividades no 
adecuadas para el tipo de suelo, entre otras. 54 

Después de la adjudicación, quien recibe el predio 
resulta beneficiario de un título traslaticio de do-
minio sujeto a una serie de exigencias (condición 
resolutoria). El incumplimiento de los deberes 
asociados a dicha condición resolutoria permite al 
Estado revertir en su favor la titularidad plena so-
bre el bien, mediante la declaración de caducidad 
de los contratos asociados a la adjudicación del 
baldío o la revocatoria directa del acto administra-
tivo de adjudicación. 

Aunque esta publicación no específica cuáles de 
estas irregularidades se han presentado en el Gua-
viare, sí permite conocer, por un lado, que con corte 
a 2012 se habían se han adjudicado 235.353,90 ha 
en el departamento, lo que representa un 4% del 
área del departamento y una participación nacional 
en adjudicaciones del 1%, en comparación con de-
partamentos con Meta y el Vichada que tienen una 
participación del 16.46% y 9 %, respectivamente. 

54.  En los casos anteriormente descritos puede que se presente no sólo responsabilidad fiscal, sino también eventuales hallazgos de 
responsabilidad penal, asociados a falsedades en documentos que alteran la naturaleza jurídica de los bienes baldíos para hacerlos pasar por 
bienes de propiedad privada (CGR, 2017).
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Por otro lado, que el Guaviare está muy cerca de 
departamentos que en los que han resonado es-
cándalos por acumulación de baldíos que han in-
cidido, incluso, en despojos y abandonos forzados. 
Con base en ello, el Guaviare es un territorio que 
se encuentra en un riesgo constante de dinámicas 
irregulares de la apropiación de la tierra, debido a 
los intereses comerciales y económicos que gravi-
tan en sus alrededores. 
 
En términos generales, de las publicaciones re-
visadas se puede concluir que las dinámicas del 
mercado de tierras (baldías o no) en el Guaviare 
son invisibles o difícilmente rastreadas por las en-
tidades del Estado, debido a la falta de cifras que 
se produce, precisamente, por el alto grado de in-
formalidad en las relaciones de la tenencia de la 
tierra que no aparecen en registro o catastro. 

Un ejemplo que da cuenta del alto grado de infor-
malidad es el Índice de informalidad, desarrollado 
por la UPRA (2014), que se calculó con base en los 
siguientes criterios: 

Predios sin matrícula inmobiliaria en la 
base de datos catastral
Predios identificados con mejoras 
Predios no interrelacionados en el Pro-
yecto de Interrelación Catastro-Registro
Predios con falsa tradición registrada en 
el folio de matrícula inmobiliaria

Con base en ello, los municipios más formales 
son los que presentan valores entre 0 y 25% y 
los más informales aquellos con un rango entre 
75 y 100%. San José del Guaviare presentó 25% 
de informalidad, Calamar 39%, El Retorno 63% y 
Miraflores 55%. 

Aunque parecen unas cifras no tan alarmantes 
de informalidad en la tenencia de la tierra, es 
fundamental recordar que el Índice se construyó 
bajo el supuesto de la existencia de información 
catastral y registral, y la relación de estos dos 

sistemas. Como el Guaviare no tiene siquiera 
formación catastral, es muy probable que gran 
parte de las relaciones de tenencia y transacción 
no hayan podido ser evaluadas por este índice, 
dando cuenta de un subregistro significativo de 
la información. 

Otro ejemplo es la caracterización que hace el 
SINCHI (2016) para el ordenamiento y zonifica-
ción de la Reserva Forestal de la Amazonía de 
Ley 2° pues, aunque identifica un total de 5.881 
predios, lo hace a través de entrevistas con 
miembros de JAC, cuando esta labor, en condi-
ciones normales, tendría que obtenerse directa-
mente del Catastro o de las Oficinas de Registro 
de Instrumentos Públicos. Levantar información 
a través de JAC, aunque es un ejercicio valioso, 
sólo tiene un rol indicativo, pues ni siquiera per-
mite conocer la naturaleza jurídica (baldía o pri-
vada) de los predios. 

De la información que levanta el SINCHI (2016), 
es fundamental la identificación del tamaño de 
los predios, que pueden ser minifundios (meno-
res a 50 ha), propiedad pequeña (50,1 a 100 ha), 
propiedad mediana (100,1 a 500 ha) y gran pro-
piedad (>500 ha). Las veredas del municipio de 
El Retorno dentro de Reserva Forestal contaban 
en 2010, en su mayoría, con predios minifundios 
(345), seguidos por pequeña (238) y mediana 
propiedad (195). 

En Calamar, por su parte, se encontraban den-
tro de la Reserva 1.278, de los cuales la mayoría 
correspondían a pequeña propiedad (458), mien-
tras que solo 29 correspondían a gran propie-
dad. Las veredas de Miraflores inmersas en la 
Reserva representan un total de 1.684 predios, 
la mayoría de ellos en pequeña propiedad (618), 
seguidos por aquellos minifundistas (564) y de 
mediana propiedad (475).  Solo 27 predios tuvie-
ron un área mayor a 500 ha. Finalmente, la infor-
mación obtenida para el municipio San José del 
Guaviare arrojó que el mayor número de predios 
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corresponden a pequeña propiedad (810), se-
guidos de los de mediana propiedad (628) y los 
minifundios (624). Según el SINCHI (2016), la 
predominancia de los minifundios o los predios 
de pequeña propiedad se debía, para 2010, a la 
asignación de predios o de permisos determi-
nados por las JAC para cada nuevo colono, pero 
también a las normas de la guerrilla, que no 
permitía la existencia de fincas mayores a 500 
ha. Ahora, luego de la firma del Acuerdo Final 
para la Paz, no es del todo claro si esas dinámi-
cas en la tenencia de la tierra han cambiado ra-
dicalmente y si, en ese sentido, se han podido ir 
estableciendo predios de mayores extensiones. 

No obstante, de acuerdo con diversas noticias que, 
desde 2016, no sólo hacen presencia en el depar-
tamento campesinos que tumban una o dos hec-
táreas para el autoconsumo. El problema es que 
está llegando gente que no es de la región, con 
grandes capitales, camionetas blindadas y escol-
tas armados, así como gran cantidad de colonos 
que se están asentando en las inmediaciones de la 
Marginal de la Selva con expectativas de titulación 
(El Tiempo). 

Esta misma situación se evidenció en la lectu-
ra de los expedientes 201800112, 201800113, 
201800076, 201800115, 201800116 y 201800197 

Tabla 59 
Predios en el 

departamento 
del Guaviare

Fuente: UPRA. 2018 (Con base en información IGAC base catastral, registros 1 y 2 -2018)

*Propietarios o poseedores.
**El conteo de predios no 

incluye las mejoras.
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y ha sido objeto de estudio por parte de la UPRA 
que, en 2018, construyó la siguiente gráfica sobre 
el rango de tamaño de los predios en el Guaviare.
Con base en lo anterior es claro que se presentan 
al menos dos intereses, el de ocupar y explotar la 
tierra para provocar la sustracción de las reservas 
ambientales, formalizar propiedad e incorporar la 
mayor cantidad de predios en el mercado.

3.4.2.4.5. La extensión de los predios: el ejemplo de la ganadería

Ante la falta de información catastral y registral 
que permita dar cuanta de la relación con la te-
nencia de la tierra en el Guaviare, de las transac-
ciones comerciales e incluso del área de tierra 
apropiada, en este apartado muestra la informa-
ción obtenida del Censo Bovino del ICA, que da 
cuenta del número de fincas ganaderas y su pro-
medio de área (ha) con la extensión de la UAF del 
departamento y sus municipios.

El Censo bovino del ICA reporta que entre 2016 y 
2020 las fincas ganaderas del departamento pa-
saron de ser 3.368 a 4.846, siendo las fincas más 
numerosas las comprendidas entre 1 a 5 ha, aun-
que las fincas entre las 101 a 500 ha son las que 
más área ocupan, pues representan aproximada-
mente de 134.936 ha. 55  Además, las fincas ga-
naderas para cada de los municipios del Guaviare 
incrementaron en el periodo 2016-2020, como se 
muestra en la tabla 61.

En San José del Guaviare, de acuerdo con la Resolu-
ción 041 de 1996, la UAF oscila (dependiendo de si es 
tierra firme o vega de río) entre 52 y 137, por lo que 
existen mínimo 36 fincas que exceden el área regla-
mentaria. En Calamar, según la Resolución 041 de 
1996, la UAF tiene un promedio de 163 a 220 ha, por 

55.  Esta cifra se extrajo multiplicando el menor valor del rango, correspondiente a 101 Ha, por el número de fincas de ese rango. Razón por la cual 
se trata de una aproximación.

La segunda es tumbar el bosque y explotar una 
tierra que, al estar fuera del mercado, permi-
te eludir costos como el impuesto predial. Esta 
es una situación especialmente atractiva para 
los ganaderos quienes, en diferentes oportuni-
dades han denunciado los aumentos de hasta 
el 1.200% en el impuesto predial en las tierras 
ubicadas entre de la frontera agrícola (Contexto 
Ganadero, s.f.).

Tabla 60 
Número 

de fincas 
ganaderas 

por 
departamento 

rango de 
área

Fuente: Elaboración propia con base en Censo Bovino del ICA

lo que existen mínimo 20 fincas que exceden el área 
reglamentaria. En El Retorno, según la Resolución 
041 de 1996, la UAF está comprendida entre las 75 a 
101 hectáreas, por lo que hay alrededor de 540 fincas 
que alcanzan o sobrepasan el área máxima. En Mira-
flores ni siquiera tiene determinado un valor de UAF. 
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Tabla 61 Número de fincas ganaderas por 
municipio y rango de área

Fuente: Elaboración propia con base en Censo Bovino del ICA
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3.4.2.4.6. Restitución de tierras 

3.4.2.5.	Conflicto armado y postconflicto

Otro tema relevante en materia de acceso y distri-
bución a tierras en el departamento es el avance 
de los procesos de restitución de tierras. A 2019 se 
encontraban alrededor de 1.867 solicitudes, de las 
cuales 1.191 se ubican en zonas sin microfocalizar, 
es decir, donde no se han garantizado condiciones 
de seguridad y retorno. 

De las zonas microfocalizadas que corresponden 
a San José del Guaviare y Miraflores, alrededor de 
361 solicitudes se encuentran ubicadas en zona de 
reserva forestal de la Amazonía de Ley 2°, razón 
por la cual, para seguir el trámite administrativo 
de restitución de tierras y la posterior interposi-
ción de la demanda ante el juez, se requiere de una 
decisión de sustracción ante el MADS. En materia 
étnica se vienen adelantando procesos de restitu-
ción de derechos territoriales para el Resguardo 
Nukak, La María, Barrancón, Barranco Ceiba y La-
guna Araguato y Parcialidad la Rompida.

El lento avance de la política de restitución de tie-
rras en el departamento no sólo se ha debido a las 
dificultades que se presentan con las solicitudes 
de predios dentro de la Reserva Forestal de Ley 2°, 
sino también a las disputas que se han generado 
en aquellos casos en los que una comunidad étni-
ca solicita en restitución un espacio territorial que 

abarca predios también solicitados en restitución 
por parte de colonos.

Frente a este asunto la pregunta que surge es ¿por 
qué la restitución de tierras agravaría o no los pro-
cesos de deforestación en el Guaviare? Como se 
vio en párrafos anteriores, gran parte de las solici-
tudes se encuentran en zonas de reserva forestal 
y para su avance requieren del trámite de la sus-
tracción ante el MADS. 

En ese sentido, la restitución de tierras podría in-
centivar el levantamiento de una figura ambiental 
sobre parte del territorio del Guaviare, y habilitar 
–al menos jurídicamente– el desarrollo de activi-
dades agropecuarias y extractivas. Ahora bien, en 
aquellos casos en los que no prosperen esas solici-
tudes, se mantendría la figura de reserva forestal. 

Para poder construir conclusiones respecto de la 
incidencia de esta política en la deforestación del 
departamento, es necesario esperar el avance en 
los procesos de restitución. Sin embargo, la exis-
tencia de más de mil solicitudes de restitución 
puede ser un indicativo que existe un gran interés 
en el mercado de tierras del departamento y que 
éste ha estado mediado por procesos de despojo y 
abandono forzado violentos. 

Hasta antes de la firma del Acuerdo Final para la 
Paz, el departamento del Guaviare, el sur del Meta 
y el norte de Caquetá fueron considerados la re-
taguardia social, económica y militar más impor-
tante de las FARC y el bastión del Bloque Oriental, 
la estructura militar más numerosa y poderosa de 
esta guerrilla. 

El poder militar de la guerrilla y su presencia a ni-
vel nacional era reducido a comienzos de los años 
80 pero, en el marco de las Sexta y Séptima Confe-
rencia, iniciaron procesos de expansión territorial 

a zonas de poblamiento reciente, como el medio 
y bajo río Ariari y Guayabero, y el alto río Guavia-
re (UAEGRTD, 2019). El Frente Primero, Armando 
Ríos, fue el encargado de insertarse en la zona, 
en un período en el cual la guerrilla no llegaba a 
sumar los siete Frentes, para ello acompañó el 
proceso de colonización y actuó como autoridad, 
dirimiendo conflictos y manteniendo la seguridad 
ante la delincuencia común. 

Sin embargo, con la expansión de los cultivos de 
coca, como medio principal de subsistencia del 
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campesinado; la guerrilla se convirtió en un par-
ticipante activo del negocio de la coca, al punto 
que creó el impuesto del gramaje, que se con-
virtió en una importante fuente de financiación 
(UAEGRTD, 2019).  

Los recursos provenientes de la coca le permitie-
ron a las FARC fortalecer el Frente Primero y crear 
el Frente Séptimo que, por casi tres décadas, fue-
ron los de mayor influencia en San José del Gua-
viare y del Sur del Meta, hasta que hubo un proce-
so de inserción paramilitar que logró consolidarse 
en el casco urbano de San José del Guaviare y los 
principales centros poblados del medio Ariari en el 
departamento del Meta. 

En 1997 fueron transportadas tropas y material 
de intendencia perteneciente a las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá, con el objetivo 
de ejecutar una masacre en la retaguardia de las 
FARC, es decir, la masacre de Mapiripán y sus al-
rededores, que tuvo la anuencia del Batallón Joa-
quín París de San José del Guaviare, adscrito a la 
VII Brigada del Ejército Nacional. El temor causa-
do por la masacre produjo el desplazamiento de 
población campesina ubicada en el occidente de 
San José del Guaviare. Tras la masacre, los para-
militares acomodaron sus tropas en la región, es-
pecialmente en el casco urbano de San José del 
Guaviare, aunque ni pudieron avanzar a otras zo-
nas, como Charras, lo que dio cuenta la capacidad 
militar de las FARC (UAEGRTD, 2019).

Con los diálogos de paz entre el gobierno Uribe 
y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en 
Santafé de Ralito (2003-2006) y el desarme del 
Bloque Centauros,  la estructura Erpac de alias 
Cuchillo continuó delinquiendo en los munici-
pios de Puerto Concordia, Mapiripán, Puerto Rico, 
Puerto Lleras y San José del Guaviare, mientras se 
ponía en marcha el Plan Patriota, para atacar a la 
FARC. Durante ese periodo de tiempo los Frentes 
Primero y Séptimo recibieron refuerzos del Frente 
44. La presencia permanente de la fuerza pública 

en la zona produjo presión sobre los pobladores 
de las zonas rurales de San José del Guaviare, sus 
rutas de abastecimiento e información,  hasta que 
en julio de 2008 se dio la Operación Jaque, a través 
de la cual se logró la liberación de 15 secuestrados 
y produjo la captura de los principales comandan-
tes del Frente Primero de las Farc, alias “Cesar” y 
“Gafas” (UAEGRTD, 2019).

La operación Sodoma, por su parte, se ejecutó en 
septiembre del 2010, en la que las fuerzas mili-
tares abatieron Víctor Julio Suárez, alias “Jorge 
Briceño”, el entonces comandante del Bloque 
Oriental. En 2011 se produjo la muerte del máximo 
comandante en jefe de las FARC, Guillermo León 
Sáenz alias “Alfonso Cano” que, consecuentemen-
te, sumió en una profunda crisis a esta guerrilla, 
al punto de considerar los acercamientos para la 
conformación de una mesa de diálogos entre el 
Gobierno colombiano y las FARC. 

A pesar del inicio de los Diálogos de Paz en La Ha-
bana, la confrontación continuó. En San José del 
Guaviare se establecieron dos zonas veredales de 
transición (hoy día espacios territoriales de capa-
citación y reincorporación -ETCR o nuevas áreas 
de reincorporación) para el desarme y la rein-
corporación de los excombatientes, las cuales se 
ubican en el corregimiento Charras y en la vereda 
Colinas, corregimiento El Retiro. 

Sin embargo, un grupo minoritario del Frente Pri-
mero declaró su disidencia, desconoció lo acorda-
do en el Acuerdo de Paz (2016) y continuó haciendo 
presencia a través de exmiembros de los Frentes 1, 
7, 15, 14, 16, 27, 40, 48, 49, 62, Frente Acacio Medina, 
y la columna móvil Teófilo Forero (UAEGRTD, 2019). 

Actualmente, sus líderes más visibles son: Nés-
tor Gregorio Vera Fernández, conocido como “Iván 
Mordisco”, quien encabeza la del Frente Primero, 
Miguel Santillana Botanche, o “Gentil Duarte”, al 
mando del Frente Séptimo, y Edgar Salgado, alias 
“Rodrigo Cadete”.
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A pesar de la desmovilización de las AUC, se en-
cuentran operando en el Guaviare algunos exinte-
grantes de esos grupos paramilitares, como alias 
Caracho y Richard, quienes se han reorganizado 
en nuevas estructuras y han prestado acompaña-
miento a poderes económicos de la región o, inclu-
so a empresas que producen palma.

La anterior información se confirma a través de 
Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo 
(No 048-17) que sostienen que en la subregión 
conformada por los municipios de Puerto Gaitán, 
Puerto López, Cumaribo, la Cuenca del rio Gua-
viare compartida por Vichada y Guainía persisten 
las estructuras disidentes de las FARC, frentes 
Primero, Séptimo y 16; el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) –estructura Rafael Blanco Flórez; 
Grupos Armados posdemovilizados de las AUC, 
Autodefensas del Estado Mayor del Bloque M-V-J, 
Bloque Libertadores del Vichada y Autodefensas 
Gaitanistas de Colombia (ANT, 2018).  

La presencia de estos actores ha aportado desde 
varios ámbitos a la deforestación pues, por ejem-
plo, han impulsado procesos electorales en favor 
de candidatos que ejercen menor presión y con-

trol sobre las actividades ilegales (SIMCI-UNODC, 
2019).La Defensoría del Pueblo, por su parte, en 
sus Alertas Tempranas (como la 005-19), ha de-
nunciado que disidencias de las FARC habrían 
ocupado irregularmente ciertos territorios en el 
noroccidente de San José del Guaviare, con pro-
pósitos de cría de ganado o cultivo de coca; un in-
cremento de las zonas contaminadas por siembra 
de minas anti-personas y un endurecimiento de 
las restricciones a la movilidad. A esto se suma la 
existencia de panfletos (como el publicado en abril 
de 2020) en los que las disidencias de las FARC:
 
• Instan a los campesinos a tumbar el bosque y 
apropiarse de las tierras, bajo el supuesto de ga-
rantizar el buen vivir a los campesinos en su zona 
de control.  

• Prohíben el ingreso cualquier proyecto financia-
do por OEA, USAID, Misión Amazonía CDA, COR-
MACARENA y Parques, entre otros; además de 
que declara a estas entidades y organizaciones 
objetivo militar, bajo el supuesto de que están pro-
moviendo una política contrainsurgente “gringa”, 
con el fin de despojar a colonos y propietarios, 
para entregarlos a multinacionales. 
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Ilustración 12 Línea de tiempo - conflicto armado en Guaviare
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Ilustración 12 Línea de tiempo - conflicto armado en Guaviare

Fuente: Elaboración propia
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3.4.3. Factores culturales

3.4.4. Factores demográficos

En la publicación del IDEAM (2018) “Caracteriza-
ción de las Principales Causas y Agentes de la De-
forestación a Nivel Nacional - Período 2005-2015” 
se identifican como factores culturales asociados 
a la deforestación la visión de bosque. Hay una 
visión estratégica, cuando los bosques adquieren 
para los actores relevantes en el territorio una 
ventaja para el desarrollo de una actividad parti-
cular, independientemente de la existencia o no de 
la cobertura boscosa.

La remoción del bosque para la ganadería o el 
mantenimiento del bosque para camuflar activida-
des ilegales son dos ejemplos al respecto. Por su 
parte, hay una visión de servicios cuando se valora 
a los bosques como fuentes de bienes y servicios 
ecosistémicos, como el agua, la captura de car-
bono y la polinización, entre otros. Por su parte, 
existe una relación conflictiva/competitiva cuando 
lo actores relevantes ven los bosques como una 
barrera para el desarrollo económico.  

El departamento del Guaviare tuvo un crecimiento 
poblacional en la década de los 80 por la alta migra-
ción generada por el cultivo de coca. Sin embargo, 
en las dos últimas décadas, el Guaviare se ha con-
vertido en un departamento expulsor de desplaza-
dos por la violencia, aunque San José del Guaviare 
es un municipio receptor de desplazados de Cala-
mar, El Retorno y Miraflores.

Según el Censo Nacional de Población y Vivienda 
(2018), la proyección poblacional para el 2020 en el 

Al revisar el Plan de Desarrollo Gubernamental 
(2016-2019) se pudo identificar, por ejemplo, que 
el departamento ve las áreas protegidas como un 
problema para el desarrollo de los municipios del 
Guaviare o que existe una baja sensibilización de 
pobladores rurales respecto a la problemática del 
manejo cultural de las quemas y un bajo nivel de 
concientización de la población en el manejo, con-
servación y uso sostenible del recurso hídrico o 
poca importancia y valoración del potencial de uso 
de los recursos y la funcionalidad de los ecosiste-
mas naturales para la conservación, restauración, 
el manejo y su aprovechamiento sostenible.

En otras palabras, existe una débil cultura y sen-
tido de pertenencia comunitario e institucional 
frente a la gestión ambiental para la mitigación del 
cambio climático y carencia de formulación de po-
líticas claras de apoyo para la gestión ambiental.

departamento del Guaviare es de 86.657 personas, 
de las cuales 48.719 se encuentran en las cabece-
ras municipales y 37.938 en los centros poblados y 
la zona rural dispersa. La información desagregada 
por municipio se resume en la tabla 62.  La pobla-
ción del Guaviare, entre 2016 y 2020, ha aumentado 
por razones como el bajo costo de la tierra, y la ex-
pectativa por el desarrollo de actividades como la 
ganadería, el cultivo de coca y el tumbe del bosque, 
lo que ha significado, a su vez, mayor necesidad de 
tierras disponibles y de recursos.

Tabla 62 
Censo 

poblacional 
Guaviare

Fuente: (DANE, 2018)
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Ilustración 13 Visiones de bosque

Fuente: Elaboración propia
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Tabla 63 
Población 

del Guaviare 
2018-2020

Ilustración 14 
Factores 

biofísicos

Fuente: Elaboración propia con base en (DANE, 2018)

3.4.5. Factores biofísicos

Entre los factores biofísicos que pueden incidir en 
la deforestación se destacan el clima, la presencia 
de pendientes, el tipo de suelos, la oferta hídrica y 
la presencia de maderas finas. 

Como se evidenció en el apartado 1.1. sobre Ca-
racterización climatológica, el departamento del 
Guaviare presenta mayores precipitaciones en los 
meses comprendidos entre abril y julio; mientras 
que el periodo seco ocurre entre diciembre y enero 
(CDA, 2012). 

Con base en ello, las épocas óptimas para el tumbe 
y la quema son principalmente los meses de no-
viembre a marzo. A esto se suma que el departa-
mento del Guaviare tiene pendientes poco pronun-
ciadas y relieve aplanado o de baja elevación, lo que 
favorece los procesos deforestación (IDEAM, 2018).
Como se explicó en los apartados 1.3. y 1.4. los sue-

los amazónicos son altamente frágiles, debido a 
su bajo contenido de materia orgánica. No obstan-
te, tienen una buena disponibilidad hídrica, cuyos 
máximos se presentan en los meses entre mayo 
y agosto, mientras que los mínimos ocurren entre 
enero y marzo, que son aquellos en los que se privi-
legia la desecación de humedales que, en el depar-
tamento del Guaviare, son aproximadamente 979. 

Otro factor que vuelve atractivo el tumbe de bosque 
es la presencia de maderas finas. En el Guaviare 
es posible encontrar Cariniana pyriformis (abar-
co), Cedrelinga cateniformis (achapo), Tabebuia 
rosea (roble), Swietenia macrophylla (caoba) y Zan-
thoxylum riedelianum (tachuelo) y otras especies 
maderables comerciales como cuyubí (Minquartia 
guianensis), milpo (Erisma uncinatum), algarrobo 
(Hymenaea courbaril), pavito (Jacaranda copaia) y 
macano (Terminalia am azonia).
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El propósito de este análisis de información secundaria sobre la deforesta-
ción en el departamento del Guaviare se basa en cuatro puntos principales. 
El primero son las generalidades del departamento, asociadas a su división 
político-administrativa y sus características climatológicas, hidrográficas y de 
relieve, con el fin de dar cuenta de la importancia ambiental, y de biodiversidad 
que tiene el Guaviare.

El segundo son las determinantes ambientales y del ordenamiento territo-
rial, que son las figuras jurídicas existentes en el departamento y que son las 
que permiten, como su nombre lo indica, ordenar, y definir la vocación y los 
usos que se pueden realizar en cada una de sus zonas y, por ende, identificar 
aquellos usos indebidos que pueden ser objeto de sanción. 

Las determinantes ambientales y del ordenamiento territorial se encuentran 
establecidas por la Resolución 235 de 2019 de la CDA y deben servir como 
línea base para la actualización de los instrumentos de planificación de or-
denamiento territorial de los cuatro municipios del departamento, ya sean 
planes básicos de ordenamiento territorial o esquemas de ordenamiento te-
rritorial. 

De esta manera, las áreas del SINAP (como el PNN Serranía de Chiribiquete, 
la RNN Nukak, las reservas forestales protectoras y las reservas de la socie-
dad civil), las estrategias complementarias de conservación (como la reserva 
forestal de Ley 2° de la Amazonía y los humedales y cuencas hidrográficas 
que transcurrir por el departamento), entre otras como las zonas de riesgo 
no mitigable, se convierten en normas de superior jerarquía que deben ser 
respetadas por la Gobernación y las administraciones locales, así como por 
los ciudadanos, empresarios y demás actores que tengan algún interés en el 
departamento del Guaviare, a riesgo de incurrir en infracciones administrati-
vas del orden ambiental o incluso penales.

Adicional a las figuras ambientales comprendidas en la Resolución 235 de 
2019, es fundamental reconocer la existencia de otras también relevantes, 
como los resguardos indígenas y la ZRC, donde se han venido produciendo 
procesos de colonización, deforestación, y acaparamiento de tierras que ter-

Conclusiones
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minan siendo destinadas para la ganadería o el cultivo de palma, un mercado 
que poco a poco, se ha venido extendiendo desde el Meta hasta el Guaviare, 
a pesar de la falta de vocación del departamento para el desarrollo de esta 
actividad. 

En términos generales, todas estas figuras ambientales y territoriales han 
sido afectadas por los motores directos de la deforestación, que son el tercer 
punto de este documento. Allí, se hace referencia a las dinámicas agrope-
cuarias, ganaderas, de cultivos de uso ilícito, a las actividades mineras, de 
tala e incendios que han ido aumentando, año a año, la pérdida de bosque 
en el departamento, ejerciendo presión sobre la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos que presta.

Finalmente, el cuarto punto, hace referencia a los motores subyacentes de 
deforestación, es decir, a las razones económicas, culturales, de política pú-
blica, de conflicto, e incluso a aquellas demográficas y biofísicas que llevan 
a determinados actores, sean campesinos, políticos, grupos armados, em-
presarios, entre otros, a tomar decisiones que pueden incidir o impactar aún 
más en los problemas de deforestación del departamento. 

Este documento, aunque es principalmente descriptivo, busca dar cuenta de 
la problemática que vive el Guaviare en materia de deforestación y dar un 
contexto y una mirada más amplia al documento Anexo 5, sobre el análisis de 
expedientes de la Fiscalía General de la Nación. Con base en ello, la idea es 
mostrar que las investigaciones penales que adelanta esta entidad se inscri-
ben en cada uno de los motores de deforestación acá descritos y, por ende, 
tienen un rol fundamental en la lucha contra la deforestación.

En otras palabras, este documento permite mostrar que los casos llevados 
por la Fiscalía General de la Nación, frente a la presunta comisión de unos 
delitos ambientales se inscriben en un contexto particular, y responden a 
unas dinámicas generalizadas que han permeado todo el departamento y 
que, incluso, se pueden replicar en otras zonas del país. 
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